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EDITORIAL

Hábitat Popular: De la villa 
al Conjunto Habitacional. 
El déficit habitacional en las 
grandes ciudades 

	 Para abordar el hábitat popular en los Conjuntos habitacionales, hay que entender el contexto 
de su gestación, su producción o construcción de conjuntos, y su habitación en el tiempo. Habitar el 
conjunto nos plantea preguntarnos por la gestión urbana de estos espacios de la arquitectura moder-
na, diferentes a los de la ciudad tradicional. En este contexto nos preguntamos ¿Si la política habita-
cional no es inconclusa? ¿Si estos conjuntos representan un patrimonio urbano del hábitat moderno 
y popular? Así como también, ¿Si hay un estigma asociado al espacio, al territorio, al paisaje y a la 
gestión del espacio que el Estado debe realizar para garantizar urbanidad?
 
La problemática de los Conjunto habitacionales como “solución” al déficit habitacional tiene su larga 
data en el Mundo. Podemos encontrar un punto de inicio en la reproducción del modelo de producción 
de conjuntos habitacionales en el Plan Marshall de la segunda Posguerra. Este sistema de producción 
se basa en la reproducción de políticas públicas, académicas y arquitectónicas que fueron la pata 
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técnica para su implementación a escala internacional, comandada por la política global a través de 
políticas nacionales con los financiamientos internacionales1.

El parque habitacional de vivienda popular financiado por el Estado con la tipología de Conjunto Ha-
bitacional, representa un patrimonio construido con características particulares en el modo de cons-
trucción de hábitat de la ciudad. Dentro de este Universo de estudio, nos interesa problematizar sobre 
los complejos habitacionales que fueron objeto de albergue para las erradicaciones y relocalizaciones 
de los sectores más vulnerables que hoy poseen problemas de integración social y urbana. En donde 
identificamos algunos aspectos como la seguridad en la tenencia, la conformación de los consorcios 
y la gestión de los espacios intermedios, comunes o públicos, que garanticen urbanidad, por lo que 
planteamos a la política habitacional como inconclusa. Al mismo tiempo se producen múltiples estig-
mas asociados al territorio, al paisaje y la gente que habita estos conjuntos, en donde lo mediático 
ayuda a reforzar una percepción social sobre el barrio.

En este número de la revista Cuestión Urbana (CU) nos proponemos revisar, desde diferentes pers-
pectivas, el hábitat popular en los conjuntos habitacionales como política Pública, el modo en que 
se problematiza el hábitat urbano moderno y el derecho a la ciudad de los Conjuntos Habitacionales 
construidos por Acción Directa del Estado. Es por esto, que desde diferentes enfoques disciplinares se 
abordan en este número dicha problemática: Se plantea la necesidad de la rehabilitación del parque 
habitacional como patrimonio urbano construido en “La solución que no Fue” (Pisoni); así como, por 
medio de la etnografía, se propone revisar la experiencia de habitar en un gran conjunto de vivienda 
social en la Ciudad de Buenos Aires (Girola). Por otro lado, encontraremos el análisis del caso del 
conjunto habitacional Castañares, más conocido como “Padre Múgica”, en el periodo 2006-2011, que 
nos muestra la problemática desde la perspectiva de los participantes del proyecto en su construcción 
y las problemáticas que emergieron a partir de la entrega de las viviendas a sus usuarios (Palombi). 
También encontraremos la mirada española del “origen y evolución de las políticas sociales de vivien-
da en Europa”. (Relinque-Medina, Vázquez-Aguado, Fernández-Borrero).

Al mismo tiempo, contamos con una perspectiva de diferentes actores de organismos institucionales 
que abordan este problema: La Legisladora de la Ciudad de Buenos Aires, Paula Penacca, aporta el marco 
legislativo en que se encuentran hoy los conjuntos de CABA y plantea las deficiencias, riesgos y oportuni-
dades de los conjuntos habitacionales en torno a los procesos de reurbanización de la CABA, en vistas de 
aprender de los errores y no repetirlo en los nuevos conjuntos habitacionales. Desde la Defensoría del Pue-
blo de la Ciudad de Buenos Aires, Patricio Clare Riobóo, plantea a “Los Conjuntos Urbanos y su viabilidad 
como respuesta estatal sustentable al déficit habitacional”. Este artículo aborda un diagnóstico y elabora 
una descripción de las características principales que debería tener el abordaje estatal sobre los mismos 
para que la respuesta resulte sustentable. Por otra parte, la presidenta de la Auditoría General del Gobierno 
de la Ciudad de Buenos Aires, Cecilia Segura Rattagan, desarrolla en “Los Conjuntos urbanos: la desigual-
dad vertical”, la situación de los conjuntos como “el problema de los con techo” y los “déficit cualitativos 
de la vivienda” de los conjuntos de CABA, así como también prestar atención a los nuevos conjuntos que 
se están construyendo, a modo de advertir sobre posibles problemas futuros. Por otra parte, el presidente 
de la Federación Argentina de Entidades de Arquitectos y de la Sociedad Central de Arquitectos, Eduardo 
Beckinschtein, en su artículo “Los grandes conjuntos de vivienda social. Un dilema a resolver” nos cuenta 
sobre la situación de los mismo en la Argentina, el debate a nivel mundial sobre la disyuntiva de “demoler 
o rehabilitar” estos Complejos. El autor entiende que en la Argentina la rehabilitación de Conjuntos es ne-
cesaria y que para ello se tiene que tener en cuenta diferentes aspectos constructivos, sociales, jurídicos y 
administrativos a la hora de desarrollar un proyecto de estas características. 

1.	 En este caso podemos tomar el discurso de Truman, presidente de EEUU, en 1949 anunciando los lineamientos de una política global. En el plan 
Marshall con el apoyo de EEUU para la reconstrucción de Europa aparece el negocio de la reconstrucción. Para la reproducción de este modelo a 
escala global se crean organismos académicos como la ONU y de financiamiento como el BID, el FMI o el BM.
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En esta edición de CU contamos con una entrevista exclusiva a la Arq. Renée Dunowicz, quien ha 
trabajado sobre la problemática de los conjuntos habitacionales de CABA desde hace décadas, en 
relación con sus deterioros prematuros, las políticas que los generaron y el desempeño edilicio de las 
diferentes tipologías de estos conjuntos, así como también ha estudiado las problemáticas en relación 
a la administración y el mantenimiento de los mismos.

Agradecemos a todos los autores de este número, quienes desde diferentes enfoques ayudan a com-
poner una problemática compleja de producción del espacio del hábitat popular, que en el proceso de 
la Villa al Conjunto habitacional, ponen de manifiesto algunas de las claves de la política habitacional, 
para no repetir errores del pasado y pensar la política como un proceso y no sólo como la construcción 
de un techo.

Domingo Pablo Risso Patron
Curador Revista Nro. 05

Cuestión Urbana
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Cuestión Urbana: La primera pregunta que te que-
ría hacer sobre los conjuntos habitacionales es: 
¿Vos identificas diferentes tipos de grandes con-
juntos habitacionales? ¿Cuáles serían esos tipos o 
categorías de conjuntos habitacionales? ¿Estas di-
ferencias tienen que ver con un cambio de época o 

Renée 
Dunowicz*

*. La Arquitecta Renée Dunowicz es profesora consulta de la FADU-UBA y asesora consulta de la Comis-
ión de Vivienda y Hábitat de la Sociedad Central de Arquitectos. Creó el Programa de Mejoramiento 
Habitacional en FADU-UBA y es una referente indiscutida en Conjuntos Habitacionales construidos por 
Acción Directa del Estado en CABA. También estudió los conjuntos habitacionales construidos a través 
de la Cooperativa del Hogar Obrero. En el 2019 ha sido seleccionada para recibir el premio a la Trayec-
toria de la Sociedad Central de Arquitectos.

Entrevista: realizada por Domingo Risso Patron 

con una cuestión de escala, es decir del tamaño de 
los conjuntos en estos grupos de conjuntos?

Renée Dunowicz: Nosotros comenzamos a estu-
diar los grandes conjuntos cuando volvimos a la 
Facultad (FADU-UBA) en el año 84 y observamos 

Se permite y alienta la copia y utilización de todos 
los contenidos de este sitio web bajo los términos 
de una licencia Creative Commons BY-NC-SA 3.0

Foto: Florencia Villanueva. 2018

Saber con qué contás, te ayuda 
ver para adelante.
hay que seguir haciendo, hay 
que seguir investigando.
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el deterioro prematuro que habían sufrido los 
conjuntos Habitacionales. Se puede decir que los 
grandes conjuntos son una respuesta a una ne-
cesidad masiva de vivienda y que aparecen fun-
damentalmente en la posguerra como respuesta 
al déficit habitacional. Nosotros copiamos esas 
respuestas y las trasladamos a nuestro medio. Yo 
puedo hablar fundamentalmente de los grandes 
conjuntos habitacionales (GCH) en la Ciudad de 
Buenos Aires.

Los grandes conjuntos habitacionales se constru-
yen entre 1970 y 1984, y representan un alto por-
centaje de la producción habitacional en ese pe-
ríodo. Sólo Soldati, Piedra Buena y Lugano suman 
14.100 viviendas. Yo creo que ese valor cuantitati-
vo no hay que perderlo de vista, así como tampo-
co los desarrollos tecnológicos que se impulsaron, 
como el pre-fabricado de paneles, formas de en-
cofrado deslizante, entre otros. 

Para encarar el tema de los grandes conjuntos se 
realizó un análisis de las tipologías arquitectóni-
cas implementadas en la política de vivienda. En 
su inicio se trata de la “vivienda obrera’’ que des-
pués se llamó “vivienda social’’ y “vivienda para 
realojados’’. Cada respuesta formal tuvo que ver 
con la época y con el grado de avance tecnológico 
y con el desarrollo social. En nuestra ciudad como 
primer ejemplo aparecen “las casas colectivas” 
tipología previa a la promulgación de la Ley de 
Propiedad Horizontal, corte muy fuerte en la pro-
ducción de vivienda. Las casas daban respuesta 
a la estructura social que albergaba: un dueño 
único daba las unidades en alquiler. Se construía 
muy bien porque se trataba de un solo dueño que 
asegura su capital. 

Cuando volvimos a la facultad en el ´84, frente 
al deterioro prematuro que presentaban los GCH, 
pensamos que había que tener un diagnóstico 
de las causas que lo originaron, y para eso, era 
necesario relevar lo construido en vivienda. Lo 
primero que hicimos fue inventariar los proble-
mas que detectábamos en el proceso de mate-
rialización de los conjuntos. La primera variable 
que se analizó fue la durabilidad, porque no era 
razonable que a los tres, cuatro, cinco años de la 
final de obra aparecieran carpinterías oxidadas, 
revoques fisurados o desprendidos entre otras 
patologías.

Entendimos que estos problemas se relacionaban 
con la calidad de lo producido, entendiendo como 
calidad satisfacción de las necesidades del usua-
rio de la vivienda.

Este concepto amplió el objeto de estudio, lo tec-
nológico y lo social quedaron implicados. 

CU: ¿Cuáles fueron los problemas detectados?

RD: Los análisis tecnológicos los corroboramos con 
el departamento de Construcciones del INTI y los 
completamos, con el Departamento de Sociología 
de la Subsecretaría de Vivienda. Con una encuesta 
de satisfacción cuyo resultado mostró coherencia 
entre los problemas que percibía el usuario y los 
problemas de construcción relevados. 
Cuando hablamos de los grandes conjuntos nos 
referimos a dos mil cien viviendas en Piedra Bue-
na, tres mil doscientas en Soldati, ocho mil ocho-
cientos en Lugano. Nosotros tuvimos la oportuni-
dad de estudiar a fondo la estructura de Piedra 
Buena y de Soldati que en su momento fueron 
concebidos sin considerar cómo iban a ser usados 
y administrados, por eso la noción de calidad no 
sólo es la de calidad constructiva, sino que con 
un nuevo criterio reemplazamos calidad por des-
empeño, que significa conocer cómo responde el 
objeto proyectado a lo largo de su vida útil.

CU: ¿El desempeño edilicio, con qué otros aspectos 
lo relacionas? 

RD: Creo que la estructura social/familiar y la es-
tructura de la comunidad tienen que estar soste-
nidas por la estructura espacial y por la estructura 
administrativa que va a gestionar el funcionamien-
to de ese bien durante su vida útil. 

A través de convenios que firmamos con la CMV 
realizamos un diagnóstico de la situación de los 
conjuntos de Piedra Buena y Soldati y también es-
tudiamos Lugano Tanto en Soldati como en Piedra 
Buena, el gran problema que tenían era adminis-
trativo, no había forma de separar en el esquema 
de proyecto propuesto unidades consorciales in-
dependientes Cuando escrituraron según la Ley de 
Propiedad Horizontal que dice que la propiedad 
de lo edificado tiene que responder a la propiedad 
de la tierra. No fue posible y los consorcios en vez 
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ciudadano. Cuando trabajamos en Piedra Buena 
y en Soldati, una de las cosas que pedían era un 
acceso personal cerrado y calle y número a donde 
recibir una carta. 

CU: ¿Entonces fueron pensados como una utopía?

RD: La utopía la plantearon los socialistas fran-
ceses en función de compartir espacios comunes. 
Proponían como actividades comunes comer, co-
cinar, el juego de los niños, entre otras.

CU: ¿Vos creés que el hecho de no tener puerta de 
acceso, o no tener número de calle tiene más que 
ver con ese ideal comunitario?

RD: Creo que pesaba más la imagen formal, creo 
que estábamos copiando o siendo influidos por la 
imagen de lo que hizo el Team X, en Inglaterra, 
pabellones de seis pisos con una sola vincula-
ción a nivel del tercer piso. Tanto en Piedra Bue-
na como en Soldati, con el argumento de ahorrar 
paradas de ascensor, hicieron paradas cada tres 

de ser divididos por lo que se había diseñado, los 
dividieron en cuatro consorcios delimitados por las 
calles que dividían Piedra Buena, resultando con-
sorcios de cientos de unidades.

CU: ¿Vos planteás entonces que la administración 
futura del edificio se explica en el diseño?

RD: Claro, eso tiene que haber sido contemplado 
en el diseño. Y era tan simple, en Piedra Buena hi-
cimos una propuesta de subdivisión en consorcios 
por escaleras. En Soldati hay tres mil doscientos 
titulares. Bueno, el tema es que en Soldati noso-
tros planteamos que, la unidad mínima de una 
red tan grande tiene que ser tu edificio, y el edi-
ficio está determinado por el acceso, por donde 
se puede poner una puerta de entrada y calle y 
número, esto es fundamental. 
La rehabilitación de los primeros conjuntos fran-
ceses priorizó cerrar los accesos, poner números 
a los edificios y un buzón de cartas para cada 
uno de los vecinos, porque para los franceses te-
ner su propio buzón propio era ser considerado 

Conjunto  Habitacional Piedra Buena. 2100 Viviendas. Año 1981.
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pisos. Un análisis del sistema circulatorio nos dio 
que solo el diecinueve por ciento de la población 
de Soldati y de Piedra Buena tenía acceso directo 
a su casa, quiere decir que, si había un enfermo, 
un muerto o algo así, sólo el diecinueve por ciento 
de los vecinos llegaba en forma directa a su casa. 

CU: Y acá, en este funcionamiento de los planes de 
vivienda ¿qué problemáticas tuvieron? 

RD: Creo que faltan controles de calidad en todas 
las etapas del proceso: Programa, licitación, pro-
yecto, construcción, adjudicación y organización 
administrativa.

En Piedra Buena las escaleras secundarias son 
prefabricadas con especificaciones técnicas tal 
vez no tan específicas porque hay zonas donde 
ya hubo que repararlas. En arquitectura de la vi-
vienda los programas deben responder a las ne-
cesidades de la gente, a su capacidad adquisitiva 
y a la posterior gestión administrativa, entre otros 
factores. 

En un estudio de seis grandes conjuntos obser-
vamos que un problema que atentaba a la dura-
bilidad era la falta de especificaciones técnicas 
precisas a nivel de proyecto. Las empresas adju-
dicatarias se manejaban con sus propias especi-
ficaciones .en la construcción. Las especificacio-
nes técnicas permiten controlar la ejecución en 
obra.

La otra dimensión es el uso, que tiene que estar 
contemplado en el proyecto, en los detalles, en 
las especificaciones técnicas y en la construcción, 
para que eso sea posible de ser mantenido en el 
tiempo, y ahí aparece el tema de la organización 
administrativa.

CU: ¿Cómo se pensaban los grandes conjuntos en 
sus inicios? 

RD: Cuando vos me hablás de los grandes conjun-
tos como parte de la vivienda social, yo rescato 
los profesionales que pensaron esto globalmente. 
Nosotros con Vladimiro Acosta en 1961 hicimos un 
plan piloto de vivienda obrera cuyo destino era 
realojar la población de la isla Maciel.

Vladimiro partía de la idea que lo primero que 

había que entender era al usuario. Antes de hacer 
el proyecto algunas noches fuimos a Villa Maciel 
a hablar con la gente; a ver cómo se organizaban, 
qué necesidades tenían, a hablar con ellos. Ellos 
habían generado su organización mediante una 
cooperativa de consumo, y estaban peleando por 
su vivienda, eso los unía. 

Cuando pudimos ir de día nos recibían abajo de 
un árbol, así el espacio externo protegido apare-
ció como una necesidad importante, un patio, una 
terraza, un lugar de expansión. Otras premisas 
fueron la relación entre la cocina y el espacio de 
comer exterior y el estar interior, las condiciones 
de habitabilidad, asoleamiento, ventilación cruza-
da, iluminación entre otros.

CU: ¿Y pudieron concretar esa experiencia?
RD: Bueno, la experiencia no la concretamos noso-
tros, pero sí otros. El conjunto Justo Suarez tomó 
nuestra planta y la tipología de tiras de plata baja 
y tres pisos que después se replicó en muchos con-
juntos. Al sur estaban los dormitorios, al norte el 
living, de tal manera que penetrara en los dormito-
rios. Y la otra cosa que estudiamos con Vladimiro 
era ¿qué se ganaba con una ola escalera con los 
largos pasillos que quitan privacidad e iluminación? 

CU: ¿Qué experiencias exitosas de conjuntos habi-
tacionales podés destacar? y ¿por qué?

RD: Sería un paso anterior a los grandes conjun-
tos habitacionales. Rescato Nágera, Castro, Zamo-
ré, Alfredo Palacios (Catalinas Sur) y Constitución 
pero no grandes conjuntos.

CU: Bueno pero Palacios tiene dos mil doscientas 
unidades.

RD: En todos estos, la organización administrativa 
estaba contemplada. Son torres o pabellones de 
perímetro libre que les permite administrarse en 
forma independiente. Nosotros lo ponemos como 
ejemplo de buen funcionamiento. Alfredo Palacios 
lo construyó Kocourek, con enfoques constructi-
vos muy interesantes y todos están bien por su 
escala y organización gestionable.

CU: ¿Y vos creés que eso se debe especialmente 
a una cuestión de organización, digamos, de con-
sorcio?
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RD: De organización, de calidad constructiva y de 
escala.

CU: Y en el deterioro posterior de los edificios. 
¿Cómo envejecen los grandes conjuntos, cómo in-
fluye en su funcionamiento en el tiempo?

RD: Mira, ahí vimos un dato. Envejecen mal, como 
lo hacen algunos edificios que no son de vivienda 
social, porque hoy día en Buenos Aires, el cuaren-
ta por ciento de los edificios de propiedad hori-
zontal tienen las expensas en mora. Las expensas 
atienden lo inmediato pues no disponen para el 
mantenimiento preventivo

Nosotros hicimos un análisis de las expensas en 
Soldati, Piedra Buena y Los Perales. En los Pera-
les tienen bajo costo porque no tiene ascensor, 
es planta y tres pisos. Fue construido con pared 
de treinta y cuarenta y cinco en algunos lados, 
la escalera está hecha con parapeto, revocado 
y terminado con mosaico reconstituido la base, 

los solados son de mosaico. Hay ocho depar-
tamentos por piso, y el único gasto que tenían 
era la luz del pasillo, gasto de lavandina y están 
perfectos.

Cuando Thatcher privatizó el parque habitacional 
de Londres era municipal y lo mantenía el muni-
cipio. Lo compraron compañías de seguros que 
necesitaban mantener el valor de su patrimonio. 
Analizaron cuáles eran las tipologías que menos 
gastos devengaban, y llegaron a la conclusión 
que el monoblock de planta baja y tres pisos, era 
la más eficiente desde el punto económico para 
su mantenimiento. Los monoblocks del barrio 
Grafa, los Perales están bien. Los barrios nuevos 
que se están haciendo ahora en la ciudad, Villa 
Veinte, Rodrigo Bueno, adoptaron estas tipolo-
gías.
CU: En cuanto a las problemáticas de los GCH: 
¿Cuáles son los aspectos que considerás que influ-
yeron más en el funcionamiento de los Conjuntos?

RD: Yo creo que los programas son los que deter-

Conjunto Habitacional Los Perales. 1068 Viviendas. Año 1949.
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minan el funcionamiento posterior. Cuando digo 
programa es programa de arquitectura. Las políti-
cas que implementás son las que determinan eso. 
Los arquitectos influyen, las empresas influyen, 
pero el programa según se plantee, así funciona.

CU: ¿Es decir que el problema inicial es el programa 
o política que plantean los funcionarios públicos?

RD: En gran parte sí. En Francia cambian los presi-
dentes pero los funcionarios siguen los proyectos 
de largo alcance. Los proyectos se evalúan y en 
base a la crítica los mejoran. Nosotros no tene-
mos autocrítica sistematizada, que permita trasla-
dar a la próxima dirigencia las conclusiones. A mi 
criterio el Instituto de la Vivienda tendría que ser 
un organismo independiente con una política de 
vivienda de largo alcance

CU: ¿Harías grandes conjuntos como solución habi-
tacional, o conjuntos habitacionales?

RD: Yo no haría nada sin un análisis previo, por-
que primero creo que cada vez hay más gente con 
menos posibilidad de acceso a la vivienda, cada 

vez hay más precarización, es decir, hace cuatro 
cinco años el conurbano tenía áreas abiertas, y 
hoy está lleno de gente que no puede alquilar y 
se lleva tres cuatro chapas y arma una casa, en-
tonces, ¿qué políticas de grandes conjuntos si no 
sé cómo comen y cómo vive esa gente? Realmen-
te, yo creo que una política de vivienda debe es-
tar acompañada con una política de trabajo, una 
política habitacional y una política de salud.

También creo que tan importante es la vivienda 
como que la infraestructura llegue a donde tenga 
que llegar, después la vivienda se hace, pero ha-
cer viviendas sin infraestructura, ese es el proble-
ma que tiene la vivienda individual, que tiene un 
desarrollo de infraestructura terrible. Yo tengo un 
gran interrogante en este momento. 

CU: Con la política en general digamos…

RD: Llegar a esta altura de mi vida y decirte que 
tengo dudas…. De todas maneras creo que hay que 
seguir haciendo, hay que seguir investigando. Es 
decir, me dicen la loca del inventario, yo creo que 
saber con qué contás, te ayuda ver para adelante.
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Resumen

Una mirada extendida sobre el Hábitat Social de nuestro país debe incorporar insoslayablemente la 
recuperación del colectivo conformado por los más de 1.300.000 habitantes de los denominados Gran-
des Conjuntos Habitacionales, la mayoría de los cuales conviven en condiciones de alta precariedad.

Estos conjuntos, proyectados su mayoría originalmente entre los años 60 y 80 del siglo pasado, cons-
tituyen, luego de décadas del abandono de un estado que ha permanecido ausente y sin que se hayan 
recreado condiciones adecuadas de “apropiamiento” por parte de sus habitantes, los resultados no 
han sido los esperados, falta de integración con el medio urbano, viviendas con precarias condiciones 
de habitabilidad, obsolescencia, falta de mantenimiento interno y externo, deterioradas, y con vínculos 
altamente deteriorados entre sus habitantes. 

Palabras Clave: Grandes conjuntos habitacionales - integración urbana.
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“Fomentar la mejora del patrimonio de viviendas existentes

mediante la rehabilitación y mantenimiento y el suministro

adecuado de servicios, instalaciones y comodidades básicos”

 (Naciones Unidas Hábitat II, Estambul, 1996)
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Introducción

En el plano internacional, la decisión de construir 
Conjuntos habitacionales de alta densidad se de-
fine en la Europa de postguerra de comienzos de 
siglo motorizado por el marco del debate de la 
modernidad, discusión que quedará sintetizada 
en la carta de Atenas en 1933, formulada en el 
Congreso de Arquitectura Moderna. 

Centralmente se sostenía la necesidad de encon-
trar alternativas al crecimiento de las “Ciudades 
Industriales”, por lo que se proponía construir en 
la periferia bajo el concepto de “Conjuntos Res-
plandecientes” (Cités Radieeuses), máquinas de 
habitar en torres espaciadas, rodeadas de natu-
raleza, vinculadas por vías rápidas de circulación, 
pensamiento a lo que se sumó la necesidad de 
dar respuesta a la tragedia de la destrucción de 
ciudades producto de la segunda guerra mundial. 

Pero las respuestas aplicadas no verificaron las 
hipótesis planteadas. En las décadas siguientes 
a su instrumentación en la mayoría de los casos, 
la movilidad social de los sectores medios, tri-
butarios del confort brindado por los conjuntos 
determinó el abandono progresivo de los mismos, 
siendo reemplazados por una población más fra-
gilizada, en particular inmigrantes, sin posibilida-
des de mantenimiento, sin el cual los edificios y 
espacios comunes, comenzaron un largo proceso 
de degradación, y que en numerosos casos finali-
zó con la destrucción de los mismos. 

América Latina

En América Latina en el periodo posterior a la 
guerra, se desarrolla el ideario desarrollista mate-
rializándose en 1948, con la creación de agencias 
internacionales dependientes de Naciones Unidas 
ONU, como la Organización de Estados America-
nos (OEA) y la Comisión Económica para la Améri-
ca Latina (CEPAL), a los que se sumó el giro de la 
política exterior estadounidense que se activa en 
1961 con la denominada “Alianza para el Progre-
so”, dirigida al Continente, ante el riesgo de que 
distintos países replicarán la gesta libertaria pro-
ducto de la Revolución Cubana 1959 al presente. 
A pesar de la Alianza para el Progreso y de la 
prolongada presencia de la sustitución de impor-
taciones en las economías de los países latinoa-
mericanos, para finales de los 60 la industrializa-
ción no se había ni diversificado ni consolidado 
especialmente en términos de bienes duraderos 
y de capital.

Como reacción a la realidad instalada se desarro-
lla en el Continente el concepto de planificación 
como instrumento reparador para solucionar los 
perjuicios causados por la sustitución de impor-
taciones y las dificultades para continuar en una 
nueva etapa de acumulación. 

En efecto, para comienzos de los 70 era evidente 
que más allá de la burguesía industrial y parte de 
la clase media, el «modernizante estilo de desa-
rrollo» de las décadas anteriores no había alcan-

Summary

An extended look at the Social Habitat of our country must inevitably incorporate the recovery of the 
collective conformed by the more than 1,300,000 inhabitants of the so-called Great Housing Complexes, 
most of whom live in conditions of high precariousness.
These complexes had been mostly projected originally between the 60s and 80s of the last century, and 
constitute a failure of an absent State, after decades of abandonment. The results have not been as ex-
pected: inadequate conditions of “appropriation” by its inhabitants, lack of integration with the urban 
environment, housing with poor living conditions, obsolescence, lack of internal and external maintenan-
ce, deterioration, and highly deteriorated links among its inhabitants.

Key words: Large housing complexes - urban integration.
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zado a otros estratos de la población, especial-
mente a la creciente masa de «pobres urbanos» 
aumentada por la migración rural urbana.

Vivienda Social Masiva en Argentina

En la misma década en Argentina en el campo de 
la vivienda se instaló un profundo debate disci-
plinar, en relación a los proyectos urbanos, parti-
cularmente en la escala de los mismos, explorán-
dose alternativas superadoras al parque edilicio 
construido en la primera mitad del siglo. Los obje-
tivos centrales se sintetizaron en dos componen-
tes: el costo beneficio final y la racionalidad de las 
respuestas a adoptar en la vivienda legitimándose 
tipologías urbanas alternativas. 

El procedimiento elegido y la promoción de po-
líticas estatales activas orientó el camino de la 
disciplina arquitectónica hacia el campo de la 
vivienda social de escala masiva, para lo cual 
se convocaron concursos con la modalidad del 
proyecto y precio, dirigidos por su escala a ar-
ticular a los grandes grupos empresarios nacio-
nales, con los estudios de arquitectura más re-
nombrados, sus habituales socios en numerosos 
proyectos. 

Las características de los concursos, definió no 
sólo una vasta producción arquitectónica y urbana 
para el periodo, sino también la instalación del 
pensamiento integrador del movimiento desarro-
llista basado en dos (2) prioridades, sistemas de 
prefabricación pesada de origen europeo radican-
do compañías de capital extranjero multinaciona-
les y financiamiento externo.

Las decisiones políticas adoptadas se sintetizan 
en la producción de más de dos décadas de cons-
trucción de grandes Conjuntos Habitacionales, 
fundamentadas en la necesaria respuesta ur-
gente a la demanda no satisfecha de vivienda 
producto de la superpoblación originada en el 
periodo de la inmigración masiva ocurrido en 
esos años, y en muchas intervenciones para 
relocalizar, a miles de familias expulsadas de 
Villas y Asentamientos erradicadas que en la 
Ciudad de Buenos Aires ascendieron a 120.000 
literalmente tiradas la mayoría en el 3º y 4º 
cordón del Conurbano, de las 140.000. preexis-

tentes, solo resistieron 20.000, que a partir del 
regreso a la democracia a fines de la década 
de los 80 volvieron acrecer exponencialmente, 
posteriormente la evaluación de la experiencia 
anterior llevada a cabo por parte de organismos 
nacionales y provinciales reconoció a los resul-
tados obtenidos como un fracaso productor de 
una serie de efectos no deseados.

La tipología de los grandes conjuntos incorporó 
los patrones vigentes en la reconstrucción de los 
países de Europa de la posguerra, caracterizado 
por la producción de viviendas nuevas que in-
cluían el desarrollo de infraestructura, y equipa-
miento urbano, equipadas, organizadas a gran es-
cala y con funcionamiento autónomo. En general 
se encontraban localizados en áreas periféricas de 
las ciudades, impulsando a nivel urbano procesos 
de extensión territorial discontinua y de incorpo-
ración de tierras rurales.

La propuesta de construir estos conjuntos, se ge-
neró en las ideas dominantes de la época en que 
la producción de viviendas en grandes series re-
ducía los costos, lo que como consecuencia de-
terminó, por la escala de los emprendimientos, 
la necesidad de localizar las intervenciones en 
grandes superficies de suelo, ubicables solamen-
te en emplazamientos alejados de los centros 
urbanos. 

El resultado determinó que se produjeran conjun-
tos en localizaciones desarticuladas de la trama 
física y social preexistente, e incluso en algunos 
casos en áreas con serios problemas ambientales. 
Todos estos factores incidieron fuertemente en la 
valoración negativa de los conjuntos, tanto res-
pecto a la integración social como urbanística, y 
finalmente en la reducción del valor económico de 
las unidades habitacionales.

Además, la dimensión de los conjuntos y en con-
secuencia, el volumen de las obras determinó que 
sólo pudieran ser realizadas por un grupo reduci-
do de grandes empresas, que carecieron en mu-
chos casos del conocimiento técnico de los siste-
mas utilizados sin los controles imprescindibles 
por parte de los estados nacional o local, que 
realiza una dirección de obra independiente, ya 
que ni la Secretaria de Vivienda ni los Institutos 
Provinciales de Vivienda contaban con personal 
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capacitado necesario para el control de las obras. 
Es evidente, que muchos de los problemas técni-
co constructivos que hoy se observan, tienen su 
origen en falencias originadas en el proceso de 
construcción.

En la mayoría de los conjuntos habitacionales a 
partir de su habilitación se aprecia la degradación 
y pérdida del valor patrimonial. Esto se explica 
en un continuado abandono particular del esta-
do y también de sus habitantes por no disponer 
de los recursos necesarios para ello. Los espacios 
comunes en muchos casos se transformaron en 
“espacios de nadie”, sumado a la ausencia de un 
adecuado mantenimiento tanto de los elementos 
exteriores del conjunto como de componentes in-
ternos particularmente instalaciones de cada uni-
dad habitacional. 

Asimismo se han detectado en muchos complejos 
problemas constructivos, que por la no respuesta 
en tiempo y forma se agrava la situación, lo que 
determina posteriormente que son imposibles de 
resolver por sus ocupantes. 

Las condiciones señaladas, determinan una degra-
dación social y económica, a lo que se le suma, la 
no apropiación por parte de sus habitantes de sus 
responsabilidades del pago de sus cuotas, y en 
especial en el cuidado y mantenimiento de los es-
pacios comunes. Se constituyen en “tierra del no 
uso”, También se verifica la dificultad para hacer 
frente a la vida social en los conjuntos, a lo que 
se ha sumado la alta rotatividad de los mismos, 
lo que representa una serie de dificultades para el 
funcionamiento de los mismos. 

Un aspecto a enfatizar es que en el modelo de 
gestión adoptado por el estado centrado en la 
construcción, se prescindió de los alcances cul-
turales y sociales que nuestra sociedad asigna al 
derecho de propiedad, que por ejemplo impide la 
posibilidad de transferir, y/o asegurarse una te-
nencia segura. En el marco legal de aplicación, se 
omitió la figura de regularización dominial.

Finalmente, se excluyó además a los habitantes 
como personas físicas con derecho, del ámbito 
real donde se desenvuelve la vida cotidiana, lo 
que impidió alcanzar la inscripción de las unida-
des funcionales. 

Propuesta

Como recomendación para recuperar la habitabili-
dad del parque habitacional interpelado, a través 
de su puesta en valor, se propone un modelo de 
gestión que a partir del relevamiento exhaustivo de 
las familias que lo habitan, considerando la tenencia 
de los mismos, se analice el estado administrativo 
de cada una de las unidades en búsqueda de su 
regularización dominial asegurando la propiedad. 

En relación a la organización consorcial se debe 
analizar prioritariamente su modificación, a efec-
tos de modificar los actuales formatos reducién-
dolos de forma tal que asegure el mantenimiento 
de los mismos, con la plena participación del co-
lectivo en las decisiones.

Con respecto a la integración urbana en las áreas 
en donde se encuentra emplazado, se analizará 
su articulación con las localizaciones vecinas, su 
vinculación con los centros productivos, la accesi-
bilidad al transporte, provisión de equipamientos 
de servicios, sociales, educacionales y de salud, 
otros.

El relevamiento edilicio de cada uno de los edifi-
cios de los conjuntos, en el exterior e interior de 
las unidades, deberá definir inicialmente el plan 
de trabajo priorizando las intervenciones que por 
su gravedad deban resolverse inicialmente, se es-
tima que desde el estado los ejecutores que por 
su experiencia y localización en el ámbito nacio-
nal, se encuentra representado por los Institutos 
de Vivienda Provinciales, que a través de la con-
formación de Cooperativas de Trabajo aseguren 
asimismo una importante participación de los 
usuarios afectados. 
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Resumen

El objetivo de este artículo es describir y analizar algunos aspectos vinculados a las experiencias del 
habitar que testimoniaban los residentes de una vivienda social construida bajo el formato del gran 
conjunto urbano en un barrio del sur porteño. Recurrimos a un trabajo de campo etnográfico realizado 
en el período 2003-2008 entre habitantes del Conjunto Soldati para reconstruir,entre otros aspectos, 
los diversos itinerarios de llegada de sus moradores y para reflexionar sobre algunos relatos de origen 
que pesaban sobre esta mega-obra.  
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Introducción 

La edificación de viviendas públicas bajo el for-
mato del gran conjunto constituyó una tendencia 
que se registró inicialmente en Europa occidental 
y América anglosajona (desde el período de entre-
guerras y durante la etapa de reconstrucción que 
siguió a la segunda contienda mundial y al boom 
de natalidad de los ’60) y con cierta posterioridad 
en América Latina. En el Área Metropolitana de 
Buenos Aires (AMBA), la dictadura autodenomina-
da Revolución Argentina (1966-1973)inauguró una 
era de complejos habitacionales de inédita enver-
gadura. Estas construcciones fueron levantadas 
en el marco de un Plan de Erradicación de Villas 
de Emergencia (PEVE) que apuntaba a la supre-
sión de los asentamientos precarios existentes en 
el centro y la periferia de la aglomeración, y a la 
reubicación de su población en viviendas nuevas 
de alta densidad.

Es en el seno de esta política pública desplegada 
en la década del ’70 que debemos situar los orí-
genes del Conjunto Urbano Soldati, una obra ins-
pirada en los lineamientos de la planificación téc-
nico-funcionalista tributaria del legado de Le Cor-
busier, arquitecto suizo que llevó al extremo los 

principios racionalistas de la modernidad urbana 
(Amendola, 2000). Erigidas entre 1972 y 1978 por 
iniciativa estatal, pero con una importante parti-
cipación del sector privado, sus 3200 unidades-
habitacionales repartidas en torres y pabellones 
con fachadas pintadas de colores fuertes (azul, 
ladrillo, amarillo y verde) resultaron imponentes 
en un barrio porteño -periférico y relegado como 
el de Villa Soldati- en el cual predominaban las 
casas bajas, las áreas industriales, los espacios 
verdes y los basurales.1

En las páginas que siguen interesa describir y 
analizar algunos aspectos vinculados a las expe-
riencias del habitar que testimoniaban los mora-
dores del Conjunto Soldati. Como bien ha seña-
lado Giglia (2001 y 2012), el habitar constituye 
una actividad socialmente producida basada en 
una apropiación cotidiana del espacio que permi-
te al sujeto la identificación de un anclaje físico 
donde estar localizado y amparado. Localización 
y amparo no necesariamente van de la mano: se 
puede estar localizado y permanecer -total o par-
cialmente- desprotegido, tal como lo atestiguan 
las numerosas caras del déficit y la precariedad 
habitacional. Como bien señala Giglia (2012), el 
habitar no es una práctica ajena a las relaciones 

Summary

The aim of this article is to describe and analyze some aspects related to the inhabiting experiences of 
residents of a social housing project under the format of a large urban complex in a southern neighborhood 
of Buenos Aires. We used ethnographic field work carried out in the period 2003-2008 among in habitants 
of the Soldati Complex in order to reconstruct, among other aspects, the different arrival itineraries of its 
inhabitants and to reflecton some stories of origin that weighed on this mega-work.

Key words: To inhabit, Soldati housing project, Ethnography.

1.	 Pueden consultarse varios trabajos recientes sobre la articulación de intereses públicos y privados (ligados a la industria de la con-
strucción y a grandes estudios de arquitectura) en la promoción de vivienda masiva de financiamiento estatal durante los ’70: Ballent 
(2018) y Gomes (2018). Para el análisis de una experiencia similar a la del Conjunto Soldati que también tuvo lugar en el AMBA bajo 
el paradigma de la arquitectura moderna se recomienda Risso Patrón (2017). 
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de poder, es más bien una experiencia asimétri-
ca que expresa la desigualdad de los sujetos en 
sus vínculos con el espacio como recurso y en 
su capacidad para domesticarlo. Desde la pers-
pectiva antropológica de esta autora el habitar 
constituye, pues, una construcción socio-históri-
ca dinámica que se realiza en el tiempo mediante 
la continua significación y uso del espacio de 
residencia; un constructo situado en tramas de 
relaciones intersubjetivas que se recrea en una 
diversidad de dimensiones (cognitivas, normati-
vas, valorativas, emotivas)

El análisis de las experiencias del habitar que 
compartimos a continuación se nutre de un tra-
bajo de campo etnográfico que tuvo lugar en el 
“Complejo Soldati”, tal la denominación local, en-
tre 2003 y 2008en el marco de una investigación 
doctoral ya concluida. Durante ese lapso mantu-
vimos conversaciones y entrevistas abiertas/en 
profundidad con aproximadamente 40 residentes 
(incluyendo ex-habitantes que conservaban sus 
departamentos); asistimos a 10 asambleas de 
consorcio correspondientes a torres individuales y 
nudos (denominación dada al punto de confluen-
cia de 4 torres);y realizamos numerosos recorridos 
internos acompañando a arquitectos y obreros 
que pertenecían a la Unidad de Mantenimiento 
del Programa de Rehabilitación de Conjuntos Ur-
banos dependientes del Instituto de Vivienda de 
la Ciudad de Buenos Aires (IVC)

La perspectiva histórico-etnográfica puesta en jue-
go forma parte de los abordajes metodológicos 
de raíz comprensivista (también llamadas meto-
dologías cualitativas) y arraiga, principalmente, 
en la tradición antropológica. Dicha perspectiva 
se centra en la figura del investigador como do-
cumentalista, intérprete y traductor de mundos 
fenoménicos particulares en los cuales participa 
-y con cuyos sujetos entra en diálogo- a fin de 
comprender y reconstruir “la lógica informal/im-
plícita” en la escala cotidiana de la vida social 
-siempre en su vinculación con procesos sociales 
más generales (Batallán, 1992 y 2007).

De todos lados y de ningún lado: 
itinerarios de llegada al Conjunto 
Soldati

Cuando se preguntó a los residentes de diversos 
barrios de Buenos Aires de dónde creían que eran 
los porteños, las respuestas se unificaron en tor-
no a un recurrente nivel de imprecisión: “…de to-
dos lados y de ningún lado…” (Lacarrieu, 2002)2 

Retomamos esta singular frase como encabezado 
para sintetizar la diversidad de itinerarios de lle-
gada al Conjunto Soldati. Los primeros habitantes 
arribaron en 1974 para ubicarse en las tiras ba-
jas de uno de sus sectores, mientras proseguía 
la construcción de torres. Algunos integrantes de 
grupos familiares provenientes de modalidades 
del hábitat popular (inquilinatos de San Cristóbal, 
conventillos de La Boca o bien villas miseria) pon-
deraron su infraestructura -con paredes de mate-
rial y servicios de red-; al tiempo que contrastaron 
el propio entusiasmo con las vivencias de otros 
recién llegados: “…no todos los vecinos tuvieron 
la misma experiencia que yo, viste, algunos ve-
nían de Belgrano y el nuevo barrio no les gustaba, 
a nosotros no nos pasó eso porque éramos perso-
nas sencillas, gente de trabajo que compramos la 
casa con mucho sacrificio…” (Entrevista con Nelly, 
ex-residente del Conjunto Soldati, 20/11/03). Julia, 
oriunda de la villa 31 de Retiro comentaba: “…en 
cuanto me asignaron el barrio vine a chusmearlo 
y me gustó…” (Entrevista con Julia, residente del 
Conjunto Soldati, 20/11/03)3 Los fragmentos selec-
cionados ponen de relieve que la relación estable-
cida con una nueva vivienda (de aprecio en estos 
casos) suele construirse a partir de las específicas 
posiciones socio-económicas de los sujetos, de 
sus orígenes y experiencias residenciales previas, 
de sus expectativas respecto de la mudanza y de 
las condiciones en las cuales se realizó esta últi-
ma. 

Tras el quiebre constitucional de 1976, las me-
didas adoptadas por la dictadura cívico-militar 
aceleraron la instalación de residentes en los edi-
ficios altos: “Leandro cuenta que si bien el Com-

2.	 Dato proveniente del Proyecto de Investigación “Culturas Urbanas en América Latina y España desde sus Imaginarios Sociales” (coor-
dinación en Buenos Aires: Dra. Mónica Lacarrieu y Lic. Verónica Pallini, coordinación general: Dr. Armando Silva), del cual participára-
mos como entrevistadora entre 1999 y 2000.

3.	 Los nombres de todos los entrevistados fueron reemplazados para preservar sus identidades.
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plejo se empezó durante el gobierno de Perón, 
fueron los milicos los que trasladaron a la mayor 
cantidad de gente sin importarles si escrituraban 
o no, porque lo único que querían era sacar las 
villas de emergencia por el Mundial de Fútbol…” 
(Registro de campo, recorrido con trabajador del 
IVC, 12/05/04);“…me mudé en 1978 del Bajo Bel-
grano, durante el gobierno de Videla nos salió 
la posibilidad de acceder a un techo propio en 
los mono bloques, el precio era muy accesible. 
Igual si no nos íbamos nos hubieran terminado 
desalojando…” (Entrevista con Ariel, residente del 
Conjunto Soldati, 13/11/03).4 Incluso para quienes 
no procedían de villas de emergencia y accedie-
ron a los departamentos por iniciativa propia, la 
violencia desplegada por el gobierno de facto no 
pasó desapercibida: “…cuando hacías la mudan-
za te custodiaba el ejército, te acompañaba hasta 
que guardabas la última cosa, cuando entrabas o 
salías también. Además las manzanas del Comple-
jo estaban enrejadas, había solamente unas pocas 
entradas en donde tenías que mostrar los docu-
mentos…” (Entrevista con Malena, residente del 
Conjunto Soldati, 11/03/04)

Junto con la erradicación de villas, otras inicia-
tivas de la Junta Militar también coadyuvaron -y 
quizás mucho más fuertemente- al poblamiento 
del Complejo. La Ley 21.342 de locaciones ur-
banas, que zanjó una larga discusión entre al-
quileres libres o congelados, contribuyó a la lle-
gada de inquilinos compelidos por la liberación 
de precios (los hemos conocido provenientes de 
Villa Pueyrredón, Monserrat, Mataderos, Boedo, 
Parque Patricios, Floresta, Villa del Parque y Bal-
vanera).La desregulación dio paso a juicios en-
tablados por los propietarios contra quienes no 
podían enfrentar los pagos mensuales y a sen-
tencias de desalojo que se cumplieron, muchas 
veces, mediante el uso de la fuerza pública. Fren-
te a la inminente expulsión, y en un contexto de 
aumento de los costos de la construcción, mu-
chos debieron aceptar las viviendas disponibles 
en mega-complejos porteños o del conurbano. 
Según el señero análisis de O. Oszlak, cerca de 
medio millón de inquilinos vieron empeorar sus 

condiciones habitacionales, “el golpe asestado 
a un extenso segmento de la sociedad se re-
fractaba, como un haz de luz, en miles de im-
pactos individuales recibidos y absorbidos con 
resignación e impotencia” (Oszlak,1991:133):“…
con mi marido, de recién casados, alquilábamos 
en Congreso, pero nos mudamos en 1978 por el 
aumento de los alquileres. Él trabajaba en una 
financiera, quiso probar suerte solo ¿viste?, bue-
no, las cosas no fueron bien, entonces hubo que 
aceptar esto que era más barato para nosotros…” 
(Entrevista con Ester, residente del Conjunto Sol-
dati, 24/05/05)

La sanción del Código de Planeamiento Urbano en 
1977, y su consecuente política de construcción 
de estacionamientos y autopistas, también tuvo 
efectos en el Conjunto Soldati: “…se fue poblando 
con gente de distintas condiciones sociales, por-
que se modificó la Av. 9 de Julio, porque el sindi-
cato tal otorgó a sus empleados una unidad, por 
inquilinos desalojados, después trajeron gente 
de las villas…” (Entrevista con Matilde, ex-re-
sidente del Conjunto Soldati, 25/09/03); “…no-
sotros vivíamos en Arenales y Carlos Pellegrini 
y cuando se modifica la 9 de Julio tiran abajo 
todas esas casas, cuando mi familia va a recla-
marle al gobierno le dijeron si te gusta vayan 
allá o te quedas en la calle, no había mucha 
opción…” (Entrevista con Carla, ex-residente del 
Conjunto Soldati, 25/09/03). En contraposición 
a las experiencias de quienes vivieron la mu-
danza al Conjunto Soldati como un pasaje de 
la informalidad / marginalidad a la formalidad 
urbana, entrevistados auto-adscriptos a la clase 
media -como Matilde y Carla- experimentaron el 
cambio como un empeoramiento de sus condi-
ciones habitacionales, un inesperado y coerci-
tivo descenso social. Aun cuando la situación 
implicó para muchos de ellos (que se desempe-
ñaban como trabajadores del Estado) el acce-
so a su primera propiedad, la imposición de la 
solución habitacional se tradujo en resignación 
y pragmática adaptación, sensaciones que se 
agudizaron al prolongarse en el tiempo lo que 
se pensaba como una etapa pasajera. 

4.	  El asentamiento del Bajo Belgrano comenzó a formarse en los años ’20, cuando vendedores ambulantes, changarines y obreros no 
calificados ocuparon sus primeras manzanas. Hacia 1978, la villa extendía sus 11 ha sobre un área privilegiada de la ciudad -parquiza-
da, con lagos, campo de golf, campo hípico y el estadio RiverPlate inaugurado por los militares- (Blaustein, 2006). Para una exhaustiva 
reconstrucción de los procedimientos de erradicación de la población villera que recaló en el Conjunto Soldati durante la dictadura 
genocida se recomienda la investigación de Bettanin (2014).
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Demandar, esperar, obtener

La antropóloga ítalo-mexicana A. Giglia ha argu-
mentado que la adjudicación de viviendas de inte-
rés social puede analizarse como un proceso que 
permite el pasaje de la condición de demandante 
a la de beneficiario a través de un conjunto de 
prácticas individuales y/o colectivas. Dispositivo 
burocrático y proceso social, la adquisición de una 
vivienda pública implica diferentes combinaciones 
del nivel formal e informal, la construcción de un 
entramado de redes sociales no reductibles a una 
normatividad preestablecida en el plano institu-
cional (Giglia, 2001)

El testimonio que sigue rememora la lucha pro-
tagonizada por los pobladores del Barrio de In-
migrantes de la villa 31 de Retiro, a quienes les 
adjudicaron departamentos en las tiras bajas tras 
una serie de movilizaciones que los llevaron a ser 
recibidos por J. López Rega y por M. E. Martínez 
de Perón: “...cuando se nos cerró la puerta fuimos 
al Banco Hipotecario, tomamos el edificio y nos 
fuimos cuando nos dieron las viviendas. Fue una 
pelea muy grande, empezó en septiembre del ‘75 
y terminó en febrero, antes del golpe...” (Entre-
vista con Enrique, residente del Conjunto Soldati, 
12/07/05).Pero en contraposición a este accionar 
colectivo, el trabajo de campo realizado permitió 
documentar que para gran parte de los entrevista-
dos la obtención de vivienda fue una experiencia 
mayormente individual, una estrategia de los gru-
pos familiares que les permitió resolver su situa-
ción habitacional. Cumplimentando los requisitos 
oficiales necesarios para resultar adjudicatarios 
(carecer de vivienda propia y/o estar en situación 
de desalojo; poseer familia numerosa y efectuar 
pagos mensuales), los futuros residentes se aco-
gían a la convocatoria lanzada por los organismos 
públicos (los interlocutores se referían indistinta-
mente al “Banco Hipotecario”, la “CMV”-Comisión 
Municipal de la Vivienda- y el “FONAVI” -Fondo 
Nacional de la Vivienda): “…mis padres alquila-

ban, vivíamos en San Cristóbal y bueno un día lle-
gó el desalojo, pero casualmente se habían anota-
do en un plan que auspiciaba el gobierno y salió 
justo y bueno nos vinimos acá en el año 1978…” 
(Entrevista con Carlos, residente del Conjunto Sol-
dati, 13/04/06)5; “…nosotros vivíamos en Lavalle 
entre Pasteur y Uriburu, alquilábamos, y en esa 
época era la etapa de los desalojos, bueno, a no-
sotros nos tocó como a tantos la circular 1050 y 
bueno, el Banco Hipotecario estaba adjudicando 
departamentos, nos anotamos y nos adjudicaron 
éste…” (Entrevista con Débora, residente del Con-
junto Soldati, 02/12/03)6

La recurrencia de expresiones tales como “nos 
tocó”, “nos salió”, “nos dieron”, “nos mandaron” 
o “nos asignaron” -todas frecuentemente utiliza-
das por los interlocutores a la hora de describir 
la adjudicación de sus unidades-, grafica lo que 
pareció ser una modalidad de relacionamiento en-
tre solicitantes y otorgantes. Los primeros experi-
mentaron la obtención de sus viviendas como un 
proceso regido por entidades del poder local con 
tendencia a proceder de modo poco previsible y 
asistemático, como una asignación aleatoria, im-
personal y burocrática: “…nosotros alquilábamos 
y nos anotamos en el plan hipotecario, en el Ban-
co Hipotecario, de ahí nos pasaron al FONAVI, que 
nos dieron esto, y lo aceptamos. Hay gente que 
no lo habían aceptado porque no les gustó, mu-
cha gente que no le gustó…” (Graciela, residente 
del Conjunto Soldati, 21/07/05); “…había todo una 
movida que salió en los diarios, que se publicó, 
se llamaba a la gente para que se acerque. Yo me 
anoté en su momento y después de un año me 
llamaron y me dieron mi vivienda, esto estaba en 
obraje todavía…” (Entrevista con Pablo, residen-
te del Conjunto Soldati, 13/04/06).Como Pablo, 
varios entrevistados llegaron al Complejo duran-
te los años que gobernó la fórmula Perón-Perón 
(1973-1976) y estuvo vigente el Plan Alborada, un 
momento en el cual el financiamiento público se 
concentró en este tipo de obras. Sus narraciones 

5.	  En 1978 Carlos era un adolescente de 18 años que se sintió negativamente afectado por la mudanza: “…yo antes de venir, esta zona 
no la conocía, yo estaba acostumbrado a moverme en el centro, trabajaba en Montevideo y Lavalle, hacía deporte en el velódromo 
de Palermo o sea, no conocía este sector…” (Entrevista con Carlos, residente del Conjunto Soldati, 13/04/06)

6.	 La circular 1050 fue implementada durante la dictadura cívico-militar por Adolfo Diz (presidente del Banco Central) y José Alfredo 
Martínez de Hoz (Ministro de Economía), permitiendo la indexación de los créditos hipotecarios por un promedio de tasas de in-
terés que resultó en un brutal aumento de cuotas y en la pérdida de viviendas de los deudores (Diario Tiempo Argentino 21/05/16 
y Suplemento Cash, Diario Página 12 06/11/16)
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coincidieron en señalar las ventajas que repre-
sentaban los créditos de aquel período: cuotas 
baratas -“casi regaladas” y a pagar en 20 años; 
intereses bajos; ausencia de reajustes; asignacio-
nes rápidas (de hecho, algunos se sorprendieron 
al resultar beneficiados -pensando que sólo los 
“acomodados” serían llamados-); departamentos 
amplios.

Si bien la casa individual ha sido, indiscutible-
mente, la modalidad residencial más valorada por 
los interlocutores (asociada a una mayor privaci-
dad e intimidad familiar, a la ausencia de espa-
cios compartidos, a la presencia de luz natural y 
al patio/terraza/quincho donde realizar asados o 
practicar oficios), la comodidad de las unidades 
otorgadas fue igualmente destacada, quizás uno 
de los aspectos más ponderados de las viviendas: 
“…la chica de al lado es la que tiene seis ambien-
tes, tiene cuatro habitaciones, el comedor, ¡son 
cómodos adentro, realmente son cómodos!...” 
(Entrevista con Débora, residente del Conjunto 
Soldati, 02/12/03); “…cuando nosotros llegamos 
los departamentos eran nuevos, ¡no sabés lo que 
eran! muy lindos, yo siempre digo qué bueno si 
me hubiese tocado uno más grandecito, como el 
de cuatro dormitorios y dos baños…” (Entrevista 
con María José, residente del Conjunto Soldati, 
12/04/05)

Hasta aquí, el repaso de algunos itinerarios de 
llegada al Conjunto Soldati ha puesto de relieve 
la heterogeneidad social que lo marcó desde su 
constitución. Esta diversidad se ha nutrido en el 
tiempo mediante la continua llegada de nuevos 
residentes -provenientes de países limítrofes, de 
distintas provincias del país, de otros complejos 
habitacionales o barrios de la ciudad y el Gran 
Buenos Aires; quienes adquirieron las unidades 
por compra directa al dueño, por vía de una inmo-
biliaria o a través de IVC.Un relevamiento realiza-
do por estudiantes de la carrera de Trabajo Social 
(FCSOC-UBA) en el sector 32-correspondiente a 
316 departamentos ubicados en las primeras ti-
ras bajas que se entregaron en 1974- confirmó 
la constatación de esta heterogeneidad: algunos 
de sus habitantes se habían mudado en el mar-
co del PEVE que afectó a la villa 31; otros a raíz 
de la remodelación de la Av. 9 de Julio; otros 
por compra o alquiler a un particular; y unos po-
cos en los últimos años, mediante la política de 

créditos individuales de emergencia habitacional 
del IVC (Bettanin, 2014). De este modo, tanto el 
trabajo de campo como los datos secundarios re-
velaron variadas formas de acceso a las vivien-
das del Conjunto Soldati: a través de la acción 
estatal directa (según las modalidades específicas 
vigentes en cada momento histórico), mediante 
el mercado formal de alquiler y venta, o bien por 
medio de iniciativas no formalizadas (préstamo de 
familiares, subalquiler de una pieza, ocupación de 
departamentos deshabitados).

Primeras imágenes del desencanto

“…qué se puede decir del Complejo, con sólo 
mirarlo está todo dicho…”

(Registro de campo, encuentro con Arturo, 
residente del Conjunto Soldati, 11/12/03)

“…claro cuando uno ve la maqueta es divino, las 
pasarelas y los puentes, el verde, las ventanitas, 

las personas caminando, pero cuando 
venís te encontrás con esto…”

(Registro de campo, recorrido con trabajador del 
IVC, 12/05/04)

Ya mencionamos que la construcción de vivienda 
social en la Argentina de los ’70 incorporó los 
dictados de la planificación moderna de inspiración 
corbuseana. Si bien esta modalidad permitió un in-
cremento en el volumen edificado, los especialistas 
han coincidido en señalar que los resultados obte-
nidos no fueron los esperados: proyectos pensados 
sin la participación de sus futuros usuarios, obras 
de estética dudosa y residentes insatisfechos son 
vivencias que se repiten en distintas ciudades. “…el 
proyecto es arquitectónicamente malo, está proba-
do que los grandes complejos habitacionales son 
un fracaso, en la Argentina y el mundo. Responden 
a una tendencia que en su momento fue dominan-
te pero ahora está muy cuestionada. El Conjunto 
Soldati, por ejemplo, tiene pasillos que se cortan 
y no llevan a ningún lado, espacios internos a los 
que es muy difícil acceder para limpiarlos o mante-
nerlos, lugares en los que nunca da el sol, el lado 
sur es muy húmedo y frío…” (Registro de campo, 
encuentro con trabajadora del IVC, 23/03/04)

La combinación del carácter monumental y com-
pacto del Conjunto Soldatino dejó indiferente a 
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sus flamantes habitantes, a quienes se les adju-
dicaron los departamentos sin un conocimiento 
previo del barrio -de hecho, muchos de ellos lo 
conocieron el mismo día de la mudanza o poco 
antes-:“…cuando ya me enteré que me lo iban a dar 
al departamento entré por Mariano Acosta y cuando 
vi todo esto yo dije me voy, no lo quiero, y bueno, 
me agarré una desilusión bárbara, dije ¡no! yo a 
mis hijos no los traigo acá…” (Entrevista con Eda, 
residente del Conjunto Soldati, 29/04/05); “…cuan-
do vinimos por primera vez estaba en construcción, 
pero ya vi los colorinches, digo ¿será acá?, todo 
abierto, no había nada ni siquiera los ascensores. 
Yo decía, no puede ser, se equivocaron acá, yo no 
me quise mudar…” (Entrevista con Carlos, residente 
del Conjunto Soldati, 13/04/06)

Muchas de las primeras reacciones se debieron tan-
to al uso de colores llamativos como a la dureza de 
su formato intrincado -a la vez recto y monótono- 
que favorecía la sensación de encierro, sobre todo 
entre quienes no vivían sobre las calles perimetra-
les: “…tenés un edificio pegado ¡no hay luz!, saliste 
y no tenés espacio físico donde caminar, vos viste, 
es un laberinto, hay un pasillito, edificio con edi-
ficio enfrentado, ¡imagináte qué deprimente para 
la vista! Es-tá-mal-he-cho…” (Registro de campo, 
Pablo, residente del Conjunto Soldati, 13/04/06). El 
diseño del Complejo recibió distintas calificaciones: 
falta de luz natural; falta de espacios para jugar; “…
lo más acertado de este barrio es el nombre que le 
pusieron, complejo…” sentenció una residente en 
una asamblea de consorcistas. Las torres fueron 
especialmente adjetivadas: “…son un injerto…”, 
“una forma de apilar a la gente” o bien “…un pro-
yecto todavía más insensato que las tiras bajas…”. 
En relación a la edificación geométrica e irregular, 
un entrevistado sostenía: “…acá se hizo todo mal 
desde el principio, cualquiera construiría poniendo 
lo más grande abajo y lo más chico arriba, acá en 
cambio hicieron al revés, ¡mire esos edificios!, los 
bloques más grandes están arriba…” (Registro de 

campo, encuentro con Aníbal, propietario de de-
partamentos en el Conjunto Soldati, 12/05/04).Otro 
entrevistado también manifestó su disconformidad: 
“…uno de los problemas del Complejo es que no 
tiene sombra ni tiene buenos bancos, no es un lu-
gar que invite a quedarse, la gente no tiene donde 
sentarse…” (Registro de campo, encuentro con Ma-
nuel, ex-residente del Conjunto Soldati, 06/11/03). 
Un trabajadora del centro de salud contiguo al 
Complejo realizó una lectura singular de su diseño 
arquitectónico: “…volvé a observar cómo son las 
calles, si pasa algo acá adentro, con que vos te 
pongás una tanqueta acá y otra acá (relata mien-
tras muestra el plano del Complejo), no sale nadie 
por las calles, está pensado de alguna manera tam-
bién desde ese lugar…” (Entrevista con profesional 
del CESAC 6 y ex-residente del Conjunto Soldati, 
25/09/03)

Para quienes tomaron posesión en tiempos dicta-
toriales, la impresión negativa resultó indisociable 
de las condiciones de entrega de las unidades, 
con la ya mencionada presencia militar-policial, y 
de una información que corría entre los recién lle-
gados: que en las tiras bajas habían alojado a los 
erradicados de las villas porteñas. Así, muchos re-
sidentes atribuyeron -indistinta y simultáneamen-
te- sus reacciones iniciales a la fealdad de la solu-
ción urbano-arquitectónica y a la presencia de los 
villeros: “…cuando llegamos estaba bastante fea 
la parte de las casas bajitas, colchones afuera, no 
nos gustaba porque estábamos acostumbrados a 
otra cosa, igual lo tomamos, lo aceptamos…” (En-
trevista con Claudia, residente del Conjunto Sol-
dati, 15/11/05)7

Los datos producidos a través del trabajo etno-
gráfico no solo revelaron un fuerte desfasaje entre 
los propósitos modernizadores de los planifica-
dores del Conjunto Soldati y las vivencias de los 
habitantes, sino que resultaron contundentes en 
relación a dos aspectos: el carácter inconcluso de 

7.	 Según palabras de una entrevistada: “…el Complejo se pobló con gente de la villa. Mi abuela me contó que fue de terror el acon-
tecimiento porque se venía diciendo que se venía la gente de la villa y de hecho pasó, se vinieron en malón y se metieron en los 
edificios altos que ya estaban empezando a ser construidos…” (Entrevista con Carla, ex-residente del Conjunto Soldati, 25/09/03). No 
hemos podido comprobar que la población villera “tomara por asalto” los departamentos del Complejo, instalándose con los gallos 
y gallinas que traían de la villa -según sostuvieron algunos entrevistados-. Sin embargo, este rumor acerca de la intrusión alimentó 
una suerte de hito dramático que no ha hecho más que robustecer las imágenes estigmatizantes que pesan sobre el lugar. Gravano 
(2003) recuperó recuerdos similares sobre el poblamiento de los Conjuntos Lugano I y II: según este autor, el relato del saqueo de las 
torres remitía a un acontecimiento inaugural que confirmaba el prejuicio sobre la inmoralidad de los villeros.  
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la obra y su localización en un medio ambiente 
degradado.

Por un lado, la condición inacabada del Complejo 
al momento de tomar posesión de los departa-
mentos fue reiteradamente resaltada: falta de pla-
nos generales de cañerías y de subdivisión catas-
tral de las viviendas, ascensores sin habilitación y 
algunos todavía sin funcionar, instalación eléctrica 
incompleta, detalles sin terminar (vigas a la vista, 
mesadas de cocina de material bruto, lavaderos 
descubiertos). “…si te muestro la escritura figura 
todo esto (hace un gesto con las manos para re-
presentar todas las manzanas que nos rodean), mi 
casa es Lacarra, Triana, Mariano Acosta y Roca, es 
una mansión, una chacra tengo…” (Entrevista con 
Patricia, residente del Conjunto Soldati, 23/04/04)

Investigaciones relativamente recientes detecta-
ron falencias de ejecución -fallas constructivas, 
falta de terminación de equipamientos interiores 
y exteriores-, de uso y de mantenimiento en el 
Conjunto Soldati (FADU 2000). Pero para quienes 
presenciaron en forma directa la gestación de este 
espacio urbano moderno; es decir, para quienes 
lo conocieron desde sus cimientos, la mala cali-
dad revelada por los expertos no hizo más que 
confirmar sus presunciones iniciales: “…cuando yo 
vi el Complejo por primera vez supe que iba a te-
ner problemas de agua, porque digamos que so-
bre el relleno tiraron los caños, le tiraban un poco 
de arena y ahí nomás se asentaba el caño, te digo 
porque yo llevaba los telegramas al obrador…” 
(Entrevista con Luis, ex -residente del Conjunto 
Soldati, 24/08/06)

Con frecuencia, las percepciones del Complejo 
como un barrio “…mal hecho desde el vamos…” o 
donde “…todo fue hecho al revés…”, iban acompa-
ñadas de miradas apocalípticas que resaltaban su 
absoluta inviabilidad, poniendo al mismo tiempo 
de relieve la desesperanza de algunos entrevis-
tados: “…esto se tendría que haber tirado abajo 
hace mucho tiempo y hacer de nuevo, porque no 
puede ser que tengamos una sola calle en el me-
dio de todo el barrio, me parece que es horroroso 
estar así ¿no es cierto?...” (Entrevista con Nidia, 
residente del Conjunto Soldati, 02/08/05)

Por otro lado, todos los residentes contactados 
desempolvaron recuerdos vinculados a la ubica-

ción del Complejo en un área urbanísticamente 
contaminada, en el límite con el Riachuelo y en 
las inmediaciones de un vertedero de residuos 
(situación que afectaba por igual a los vecinos de 
los monoblocks y del barrio viejo de Villa Soldati). 
“…yo vine acá en 1978, por cierto totalmente de-
ficiente la construcción, las paredes no tenían el 
revoque fino o sea vos te apoyabas y te quedabas 
toda blanca, pero principalmente las moscas, las 
moscas fue caótico…” (Entrevista con Nilda, resi-
dente del Conjunto Soldati, 07/04/05); “…donde 
ahora está el Parque Roca, había una quema de 
basura, el olor no era tan fuerte pero lo realmente 
insoportable eran las moscas, se te venían todas 
juntas en cuanto bajabas del colectivo en Roca 
y Acosta...” (Registro de campo, encuentro con 
Julia, residente del Conjunto Soldati, 20/11/03). La 
eliminación de la quema recién se concretó en 
1979con la inauguración del Polideportivo J. A. 
Roca, el cual formó parte del plan de ampliación 
de espacios verdes llevado adelante por el gobier-
no dictatorial. 

Acerca de algunos relatos
de origen del Conjunto Soldati

En este último apartado quisiéramos reflexionar, 
aunque se brevemente y de manera seguramente 
incompleta, sobre la omnipresencia de la muerte 
en el devenir del Conjunto Soldati; una figura que 
reapareció una y otra vez en las experiencias del 
habitar de sus moradores y que si bien hundía 
sus raíces en el pasado dictatorial -e incluso más 
atrás-, continuó retroalimentándose a lo largo del 
tiempo.

En un accidente ocurrido en 1962 sobre el paso a 
nivel de las calles Lacarra y Rodrigo de Triana, el 
tren que arroyó a un micro escolar dejó el saldo 
de más de treinta niños muertos. El aciago episo-
dio fue recordado por un monolito levantado por 
vecinos del barrio viejo en honor a los “33 ange-
litos que perdieron la vida” a metros de donde se 
emplaza el Complejo: “…yo siempre digo lo mis-
mo, acá es una legión de espíritus que hay dando 
vueltas dentro de este barrio y que no dejan que 
la gente se vaya. Las primeras noches, no sabés 
lo que fue las primeras noches. Se escuchaban 
chicos caminando, era terrible. Y yo le decía a mi 
marido, porque él vivió mucho antes que yo acá y 
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él me decía ¿mami, vos sabés que esto fue siem-
pre así?, siempre fue así. Le digo yo: ¿pero por 
qué? Y me dice que por la desgracia de los neni-
tos de ahí…” (Entrevista con Brenda, residente del 
Conjunto Soldati, 05/01/05)

Para Abel, un jubilado nacido y criado en el barrio 
viejo de Villa Soldati, los lazos entre la muerte y 
los monoblocks resultaron igualmente estrechos 
pero más lejanos en el tiempo: los edificios se 
habrían alzado sobre los restos (materiales y hu-
manos) de la vieja Villa Cartón, una “cuna de ma-
leantes” que si bien “tenían códigos, no como 
los de ahora (…) terminaron matándose entre sí o 
muriendo en enfrentamientos con la policía”. Res-
pecto de esta edificación del Complejo sobre los 
cuerpos de legendarios ladrones, la residente de 
una torre comentaba:“…la gente que cree en eso 
comenta que estamos malditos de entrada porque 
estamos sobre muertos, como que de entrada ya 
no puede salir nada bueno de acá…” (Registro de 
campo, encuentro con Débora, Conjunto Soldati, 
22/03/04)

Los fragmentos citados constituyen, siguiendo a 
Silva (1992), una producción cultural que remite a 
la construcción imaginaria de relatos fantasmales 
compartidos, la proyección de un cosmos de figu-
ras opacas que poblaban este rincón de la ciudad 
y lo conducían a destinos inverosímiles: “…como 
este es terreno muy bajo se juntaba agua, encima 
que ahí se juntaba toda la basura de Buenos Ai-
res. Pero lo que rompió, cómo decir, la gota que 
rebalsó el vaso fue que desde el Cementerio de 
Flores sacaban todos los restos que había y nos 
tiraban la parte de los cajones. Entonces los chi-
cos, los hijos de la gente que cirujeaba los usaban 
como botes…” (Entrevista con Enrique, residente 
del Conjunto Soldati, 12/07/05)

Pero con mucha más frecuencia, los testimonios 
obtenidos aludieron a las secuelas más ominosas 
del Terrorismo de Estado: “…un día del ’79 vino 
Cacciatore, que era intendente, y mandó a que 
no se tire más basura y mandó a sembrar pasto, 
entonces yo irónicamente siempre digo, cómo no 
van a nacer cosas si tiene abono humano ahí aba-
jo. Lamentablemente estoy segura de eso, no lo 
puedo afirmar porque no lo vi, pero estoy segu-
ra porque lo oí…” (Entrevista con Nilda, residente 
del Conjunto Soldati, 07/04/05); “…del segundo 

piso de toda la parte de Roca y Lacarra podíamos 
ver cómo a la noche estaban en la quema camio-
nes del ejército y cómo pasaban las topadoras…” 
(Entrevista con Enrique, residente del Conjunto 
Soldati, 12/07/05). Estos recuerdos recurrentes 
sobre la muerte pueden ser considerados como 
una suerte de relatos de origen o narraciones fun-
dacionales que elaboraban simbólicamente expe-
riencias compartidas tanto por los residentes del 
Complejo como por los vecinos del barrio viejo: 
“…nosotros a los militares les debemos que nos 
hayan sacado la quema, les debemos cosas bue-
nas como esa, Cacciatore sacó la quema, y cosas 
malas como lo que hacían en la quema…” (Regis-
tro de campo, encuentro con Rosa, residente del 
barrio viejo, centro de jubilados de Villa Soldati, 
07/03/05)

M. Pollak sostuvo que los trabajos de encuadra-
miento de la memoria -tanto en su versión in-
dividual como colectiva- se alimentan del mate-
rial provisto por la historia y que se constituyen, 
principalmente, en torno a dos elementos: “En 
primer lugar, son los acontecimientos vividos per-
sonalmente. En segundo lugar, son los aconteci-
mientos que yo llamaría vividos indirectamente, o 
sea acontecimientos vividos por el grupo o por la 
colectividad a la cual la persona se siente perte-
necer” (Pollak, 2006:34). En el Conjunto Soldati, 
la memoria colectiva de este espacio urbano se 
construía en torno a los recuerdos -personales y 
en algunos casos directos- de un acontecimiento 
atroz: el asesinato y la desaparición de las víctimas 
de la última dictadura. En los recuerdos enhebra-
dos, el orden sensorial constituía un insoslayable 
punto de referencia: las evocaciones auditivas de 
Nilda (quien llegó al Complejo en 1978 y asegu-
raba haber oído ráfagas de metralla provenientes 
del viejo basural); la memoria visual de Enrique. 
En los discursos de los entrevistados, la memoria 
de lo acontecido también se construía en torno a 
un lugar específico, la quema o vertedero, luego 
suplantado por el espacio verde del Parque Roca. 
Como bien apuntó Vezzetti (2004), la memoria no 
es un registro espontáneo del pasado, sino que 
requiere de un marco de recuperación y de senti-
do en el presente, y un horizonte de expectativa. 
En un sentido similar, el mismo Pollak (2006) afir-
mó que el incesante trabajo de reinterpretación 
del pasado se hace en función de los combates 
del presente y del futuro. En el caso analizado, 
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las diversas memorias asociadas a la muerte (los 
niños accidentados, los ladrones baleados, los 
restos óseos del cementerio próximo y los des-
aparecidos) operaban -en la perspectiva de los 
residentes- como una especie de marca inaugural 
que había signado el desgraciado comienzo del 
Complejo Soldati; preanunciando, asimismo, su 
evolución futura. 

Los relatos sobre la muerte rondando al Conjunto 
Soldati se han reactualizado a lo largo de tiempo 
a través de acontecimientos más cercanos: episo-
dios delictivos, peleas entre familiares o vecinos, 
mujeres asesinadas por violencia de género, hom-
bres jóvenes víctimas del VIH-SIDA en los años 
’80 y de la violencia punitiva en la década del ’90. 
“…a partir de los ’70 nos hicieron mierda con las 
armas y con los desaparecidos, pero en los ’80 
nos hicieron mierda con la droga, entonces yo te 
digo una cosa, uno de los dolores más grandes 
es que de mis amigos de ahí no tengo a nadie, 
quedaron uno o dos...” (Entrevista con Andrés, 
ex-residente del Conjunto Soldati, 20/08/05); “…
acá murieron un montón... ”; “…murió mucho chi-
co…”; “…los pibes pasaron directamente de Sol-
dati al cementerio de Flores…”; “…yo conocí a mu-
chos chicos de acá que jugaban con mi hija que 
ahora están bajo tierra…”; fueron algunos de los 
comentarios recogidos, hubo incluso quienes se 
animaron a arrojar una cantidad -fijando en 200 el 
número de fallecidos.8

Finalizando esta sección no podemos dejar de 
mencionar las muertes por incendio de departa-
mentos y por inhalación de monóxido de carbono, 
dos situaciones que eran consecuencia del preca-
rio estado de la red de gas de todo el Complejo, 
lo cual llevó -entre otros motivos- a la declaración 
de su emergencia edilicia y ambiental en el año 
2002. En relación a esto último, un entrevistado 
se refirió a las muertes generadas por los proble-
mas estructurales del Complejo, muertes silencio-
sas que contrastaban con la visibilidad de otras 

víctimas: “...si empezamos a contar la cantidad 
de muertos que hubo, creo que pasamos los 194 
largamente, por ataque cardíaco, por no tener as-
censor, por paredes electrificadas por filtraciones 
y humedad, departamentos que se incendiaron 
porque los bomberos no podían acceder, enton-
ces qué me vienen a decir, si Soldati es un Croma-
ñón a la décima potencia...” (Entrevista con Luis, 
residente del Conjunto Soldati, 24/08/06)9

Palabras finales 

El análisis de las experiencias del habitar de los 
residentes del Conjunto Soldati que analizamos 
en estas páginas se ha nutrido, principalmente, de 
la reconstrucción de los itinerarios de llegada -o 
narraciones de arribo- de sus primeros ocupantes. 
La revisión de estos relatos, elaborados a través 
de la investigación etnográfica y de los diálogos 
de campo, reafirma dos cuestiones a nuestro jui-
cio insoslayables a la hora de reflexionar sobre 
los grandes conjuntos habitacionales que fueron 
edificados en el AMBA mayormente en la década 
del ‘70:por un lado, las consecuencias que las me-
didas de reordenamiento -y merecimiento- urbano 
aplicadas durante la última dictadura cívico-militar 
tuvieron en la población de esta aglomeración; 
por otro lado, la heterogeneidad socio-económica 
de los hombres y mujeres que habitan en estas ti-
pologías de vivienda pública (y que muchas veces 
son unificados bajo la clasificación de sectores po-
pulares, marginados o excluidos, entre otras de-
nominaciones posibles). El tratamiento mediático 
suele reforzar las miradas sobres estos conjuntos 
habitacionales como territorios homogéneamente 
concebidos en términos de pobreza y peligro. 

Por el contrario, nos ha interesado remarcar que 
aun cuando los mecanismos coercitivos subyacen-
tes en la paulatina ocupación del Conjunto Soldati 
atraviesan muchos de los testimonios analizados 
(villeros erradicados por la fuerza, inquilinos des-

8.	 Fueron varios los residentes que aludieron, como Andrés, a una suerte de “despoblamiento por oleadas” de los distintos nudos y sec-
tores del Complejo: “…empezaron a caer como monos e incluso había hasta ahora, en este último tiempo de los noventa y pico, era 
como que vos ya sabías, había un tiempo en que no pasaba nada y que de repente empezaban a caer, que se murió fulano y morían 
como 20 en dos o tres meses. ¡De los que uno conocía! En la otra punta se morían otros 20…” (Entrevista con Andrés, ex-residente 
del Conjunto Soldati, 20/08/05)

9.	 El entrevistado hacía referencia a las 194 personas que murieron en diciembre de 2004 en el incendio del local bailable República 
Cromañón, ubicado en el barrio porteño de Once. Cabe agregar que en septiembre de 2015, un adolescente falleció tras una caída 
de 24 metros que se produjo al ceder la baranda de una escalera del Conjunto Soldati (Diario La Nación, 05/09/15). 
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protegidos, propietarios afectados por la construc-
ción de obras públicas y otros ejemplos de trasla-
do a falta de mejor opción), las diversas vivencias 
de acceso a este hábitat revelaban un “universo” 
de adjudicatarios mucho más heterogéneo y difícil 
de subsumir bajo un solo rótulo. 

La categoría analítica de itinerarios de llegada ha 
sido igualmente fructífera para analizar las con-
sideraciones y valoraciones de los entrevistados 
sobre sus situaciones habitacionales previas, para 
desplegar comparaciones con otros espacios del 
habitar (conocidos o simplemente imaginados), 
sopesar esperanzas y desilusiones; todas viven-
cias necesarias de relevar a fin de comprender las 
prácticas y discursos singulares que elaboraban 
los sujetos en relación al hábitat.

Por su parte, los denominados relatos de origen 
nos permitieron iluminar un conjunto de indele-

bles marcas inaugurales que incidieron -desde la 
perspectiva de muchos interlocutores- en la cons-
titución del Conjunto Soldati como un espacio re-
legado. Retomando los desarrollos de A. Giglia 
que comentáramos en la Introducción podemos 
concluir que, aunque heterogéneas, las experien-
cias cotidianas del habitar -o la localización- en 
el Conjunto Soldati se construían de manera ten-
sa, simultánea y contradictoria entre el amparo 
/ la efectivización del derecho a la vivienda/ la 
ciudadanización(expresados en el hecho de po-
seer un techo provisto por el Estado a través de 
políticas públicas) y el desamparo/ la vulneración 
del derecho a la vivienda / la des-ciudadaniza-
ción (producto de la precariedad inicial de la so-
lución habitacional, de la degradación ambiental 
del área de emplazamiento del Complejo, del pro-
gresivo abandono institucional y de la ausencia 
de políticas de mantenimiento/sustentabilidad del 
hábitat). 
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Resumen

Luego de la crisis social y económica que se produjo en la Argentina durante el período 2001-2002, 
el Estado intervino fuertemente en la economía intentando ampliar la demanda agregada. Una de las 
políticas que se llevaron adelante fue la construcción masiva de viviendas sociales, quedando algunos 
proyectos para ser desarrollados por cooperativas y otros tipos de entidades asociativas. En el pre-
sente artículo se analiza la construcción del Conjunto Habitacional Castañares en la Ciudad de Buenos 
Aires por parte de la Misión Sueños Compartidos, dependiente de la Fundación Madres de Plaza de 
Mayo durante el período 2006-2011 desde la mirada de los participantes en el proyecto. También se 
aborda las consecuencias que tuvo la discontinuidad del proyecto en relación a la configuración del 
nuevo barrio y las problemáticas que emergieron a partir de la entrega de las viviendas a sus usuarios. 
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La reurbanización de villas en la 
Ciudad de Buenos Aires y la gestión 
social del hábitat

Durante las últimas dos décadas, se han desa-
rrollado diversos procesos de reurbanización de 
villas y asentamientos en la Ciudad de Buenos 
Aires, siendo la relocalizaciónde habitantes en 
conjuntos urbanos de vivienda social una acción 
necesaria para mejorar las condiciones de habita-
bilidad. De esta manera, la mayor parte del stock 
de vivienda construido en la Ciudad de Buenos 
Aires durante estos años ha sido en el marco 
de procesos de reurbanización de villas y asen-
tamientos, incluyéndose la villa 17 - ex Pirelli -, 
Piletones, Zavaleta, Villa 3 - Fátima-, Villa 20, Vi-
lla 15, Villa 6 - Cildañez -, 1-11-14 - Bajo Flores-, 
y otros asentamientos que se encontraban en el 
borde del Riachuelo y fueron relocalizados en el 
marco de la denominada causa Mendoza (Cuenca 
Matanza – Riachuelo)1 

Las respuestas de las gestiones locales a la cues-
tión han sido diversas, al tiempo que los distin-
tos contextos socio-económicos, la ausencia de 
una política de suelo, la situación de las empre-
sas constructoras, los cambios producidos en las 

áreas de abordaje de la cuestión y los niveles de 
judicialización de la política (Ostuni, 2009) gene-
raron más o menos posibilidades de avanzar en la 
reurbanización y construcción de viviendas en los 
asentamientos. Si bien el proceso de autonomiza-
ción de la Ciudad significó una ventana de oportu-
nidades para la sanción de leyes de carácter pro-
gresista hacia finales del siglo XX (148/98, 324/98, 
341/2000, 403/2000, etc.) (Guevara, 2014), entre 
las que se incluían leyes de villas y asentamien-
tos, el avance de los procesos de reurbanización 
e integración social y urbana ha sido fragmentario 
y lento. 

Hacia fines de la década de 1990, en el marco de 
la descentralización en la Provincias del denomi-
nado Fondo Nacional de la Vivienda (FONAVI), se 
desarrollaron algunas experiencias de reurbaniza-
ción de villas y asentamientos en la Ciudad de 
Buenos Aires (Villa 6 y villa 20 principalmente). 
La gestión de Aníbal Ibarra (2000-2006) intentó 
profundizar estos procesos, pero en el marco de 
la crisis económica y social del bienio 2001-2002 
muchas de las obras quedaron prácticamente pa-
ralizadas. Luego, en el contexto de la salida a la 
crisis, el Estado nacional volvió a asumir un rol ac-
tivo en la construcción de viviendas, expresión de 

Summary

After the social and economic crisis that occurred in Argentina during the period 2001-2002, the State 
intervened in the economy trying to expand aggregate demand. One of the policies that carried out, was 
the massive construction of social housing, leaving some projects to be developed by cooperatives and 
other types of associative entities. This article analyzes the construction of the Castañares Residential 
Complex in the City of Buenos Aires by the Mothers of Plaza de Mayo Foundation during the period 2006-
2011 from the perspective of the participants in the project. It also addresses the consequences of the 
discontinuity of the project in relation to the configuration of the new neighborhood and the problems 
that emerged from the delivery of housing to its users.

Key words: villa reurbanization - social management - public policies - social housing.

1.	 Se conoce como causa Mendoza porque la misma es resultado de un amparo  presentado por Beatriz Mendoza en base a las pé-
simas condiciones ambientales con las que vivían los habitantes de Villa Inflamableen los márgenes del Río denominado Riachue-
lo(Partido de Avellaneda, lindero a la Ciudad de Buenos Aires). Durante el año 2006la misma llegó a la Corte Suprema de Justicia de 
la Argentina, la cual dictaminó que debía avanzarse en relocalizar a los todos los habitantes que vivían en condiciones ambientales 
degradadas al borde del mismo, entre otras cuestiones.
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esta política fueron a partir del 2004 los denomi-
nados Planes Federales. En este marco, la gestión 
local intentó acelerar los procesos, aunque con 
resultados relativamente poco satisfactorios. Fi-
nalmente, las gestiones de Mauricio Macri (2007 - 
2015) generaron una significativa baja y subejecu-
ción del presupuesto del área, una rearticulación 
institucional y distintos intentos de urbanización 
no sustantiva (Cravino; Palombi, 2014) que redun-
daron en una baja performance de construcción 
de viviendas sociales.

En términos arquitectónicos, el stock de vivien-
da construido desde fines de la década de 1990 
intentó dejar atrás el desarrollo de grandes conjun-
tos urbanos que habían traído aparejado una se-
rie aspectos negativos relacionados con el costoso 
mantenimiento de sus infraestructuras, la ruptura de 
la trama urbana, la dificultades que generaban gran-
des consorcios de propietarios, entre otras caracte-
rísticas negativas (Dunowicz; Hasse 2005). De esta 
manera, casi en la totalidad de los casos estudiados 
se priorizó la construcción de edificios de viviendas 
de poca altura, desarrollados con materiales de bajo 
de mantenimiento y consorcios pequeños, lo que 
evitaría repetir las experiencias anteriores. Al mis-
mo tiempo, casi la totalidad del stock construido 
por Gobierno de Ciudad durante estas dos últimas 
décadas fue llevado adelante por el sector privado, 
exceptuándose los conjuntos de vivienda desarrolla-
dos por la Misión Sueños Compartidos, dependiente 
de la Fundación Sueños Compartidos de Madres de 
Plaza de Mayo y algunas experiencias de menor es-
cala en la traza de la ex Au3.2

La comunidad de investigadores, que ha estudia-
do los procesos de reurbanización y/o relocaliza-
ción de villas de la Ciudad de Buenos Aires, ha 
identificado y consensuado la forma en la cual 
se han estructurado los mismos, su lógica interna 

y cómo los procesos encarados desde el Estado 
para reurbanizar los mismos ha tenido avances 
y retrocesos, analizándose las distintas políticas 
públicas. Sin embargo, el estudio de los procesos 
de gestión asociativa para la reurbanización de 
villas de la Ciudad de Buenos Aires no ha tenido 
gran desarrollo, existiendo cierto vacío conceptual 
en relación a las prácticas de gestión asociada 
o autogestivas en procesos de reurbanización de 
villas y asentamientos. Al mismo tiempo, si bien 
han sido de pública trascendencia en nuestro país 
los hechos de índole judicial y política que tuvie-
ron que ver con su desenlace, el caso de estudio 
Castañares no posee ningún tipo de análisis por 
parte de la comunidad académica, lo que refuerza 
aún más el interés que tenemos en el mismo. 

Teniendo en cuenta la singularidad que posee 
nuestro objeto de estudio, creemos importante re-
construir los debates conceptuales en torno a dis-
tintos ejes. En primer lugar, se destacan los traba-
jos sobre las villas y asentamientos de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires. Nos parece pertinente 
rescatar este abordaje dado que, si bien no es 
nuestro objeto de estudio en sí mismo, refiere al 
carácter contextual de los casos de análisis y a los 
sujetos que participan de las experiencias selec-
cionadas. Dentro de esta temática, encontramos 
algunos trabajos se refieren al estudio de la eco-
nomía informal (Cravino, 2006), la identidad ville-
ra (Grassi, 1997; Guber 1990; Cravino 2008), las 
políticas sociales o de regularización (Clichesky, 
2003) y los de procesos de hábitat desarrollados 
por las organizaciones populares (Cravino, 2008). 

Por otra parte, en torno a los procesos autogesti-
vos desarrollados en la Ciudad de Buenos Aires, 
se destacan los trabajos de María Carla Rodríguez 
y otros (2007) y María Cecilia Zapata (2015) que se 
basan en la experiencia de autogestión y forma-

2.	 En plena Dictadura Militar (1976-1983), en el marco de un ambicioso plan de construcción de autopistas de la Ciudad de Buenos 
Aires, se definió la realización de la Autopista 3 Central, cuyos planos iniciales concebían la traza desde Puente Alsina hasta la Auto-
pista Panamericana. Con pie de plomo, la dictadura avanzó con la desocupación de unas 800 propiedades a través de un sistema 
de indemnizaciones, como paso previo a la liberación de la traza. Las obras comenzaron desde Saavedra (Panamericana y Gral. Paz) 
hacia Nueva Pompeya. Por esta razón, en el norte se concentró la mayor cantidad de casas expropiadas: entre las avenidas Congreso 
y Juan B. Justo, se desocuparon 713 viviendas, principalmente en los barrios de Saavedra, Coghlan y Belgrano. Sin embargo en 1982 
con el retroceso de la Dictadura las obras se paralizaron, gran parte de las casas desocupadas quedaron abandonadas y terminaron 
siendo ocupadas por nuevos habitantes.

	 Durante el período democrático fueron varias administraciones que intentaron, sin éxito, resolver esta problemática generada por 
la Dictadura Militar. Tras varias negociaciones, en el año 1999 se sancionó la Ley 324 que significó un programa integral de reur-
banización del área, el cual contemplaba la reconstrucción de la trama urbana y social de los polígonos antes comprendidos por el 
trazado de la autopista. De esta forma, los habitantes de la Ex Au3 podían optar por diferentes operatorias en el camino de obtener 
una solución habitacional definitiva, entre las cuales existía la posibilidad de adherir al Programa de Autogestión de Viviendas.
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ción de cooperativas en áreas centrales. También 
podemos citar dentro de esta vertiente a Herzer 
(1995) y Acosta (et. al. 2008) y otros estudios que 
analizan la implementación de la ley 341/2000 de 
autogestión de la vivienda en la CABA (Acha, et. 
al 2006), (Szajnberg, et. al. 2005)

Otro aspecto específico dentro de la gestión social 
o asociativa se refiere a la implementación partici-
pativa de políticas públicas de hábitat. Dentro de 
este campo encontramos trabajos que dan cuen-
ta de la gestión asociada / social entre el Estado 
y organizaciones de la sociedad civil, en especial 
ONG’ S, organizaciones comunitarias y políticas, 
destacándose los trabajos de Moreno (2014) y Di 
Virgilio (2007). En este marco, la Misión Sueños 
Compartidos constituyó una experiencia dentro de 
este campo de implementación, en tanto fue desa-
rrollada por una organización de la sociedad civil 
con fondos aportados por el Estado nacional.

Tomando el caso del Conjunto Habitacional Casta-
ñares, el presente trabajo busca desarrollar un ba-
lance de la experiencia, en el marco de la casi nula 
producción académica existente. Analizaremos la 
forma en la cual se pensaba la inclusión laboral y 
el acceso a un hábitat y a una vivienda adecuada 
y cómo los participantes de la misma fueron, reafir-
mando, resignificando o transformando las formas 
de hacer. También, abordaremos que resultados ha 
tenido la iniciativa en el habitar cotidiano y cómo 
influyó en esta cuestión las iniciativas que el Estado 
local tomó luego de la discontinuidad de la Misión 
Sueños Compartidos.

En primer lugar, desarrollaremos en qué contexto 
surge la Misión Sueños Compartidos, la forma en la 
cual estaban organizados los distintos equipos de 
trabajo y qué especificidades tuvo la experiencia en 
los distintos barrios de la Ciudad de Buenos Aires. 
Luego, abordaremos las formas cotidianas por me-
dio de la cuales se llevaba adelante el programa en 
el Proyecto Castañares, en un primer momento de-
nominado Carlos Mugica, incluyendo las dificultades 
que observaban los participantes y las transforma-
ciones que se fueron produciendo en los colectivos 
de trabajo. Finalmente, analizaremos qué conse-

cuencias tuvo sobre los integrantes del proyecto 
y los barrios la discontinuidad del proyecto, cómo 
es el habitar en el presente en este conjunto habi-
tacional, qué problemáticas se desarrollaron en el 
barrio y qué rol jugó el Estado luego de la discon-
tinuidad de la Misión Sueños Compartidos.

El trabajo se basa en un abordaje cualitativo, a 
partir del cual mediante la realización de entre-
vistas se fue reconstruyendo y analizando el pro-
yecto. Se entrevistó a participantes en la expe-
riencia, integrantes del equipo técnico, referentes 
barriales, integrantes de organizaciones políticas 
y funcionarios del Estado local. Se utilizaron fuen-
tes secundarias a fin de reconstruir el contexto, la 
trama de hechos y comprender los objetivos del 
proyecto, relevándose periódicos y material de di-
fusión de la Fundación Madres de Plaza de Mayo.

La Misión Sueños Compartidos
en la Ciudad de Buenos Aires

A continuación se hace una breve caracterización 
de la política nacional de vivienda desarrollada 
durante el período 2003-2015con el fin de con-
textualizar en que marco se desarrolló la Misión 
Sueños Compartidos, dependiente de la Funda-
ción Madres Plaza de Mayo.

Durante el período 2003-2015 se incrementó fuerte-
mente la inversión del Estado Nacional en materia 
de vivienda, cambiándose la orientación de las po-
líticas como parte de un proceso más general de 
reconstrucción productiva, generándose altas tasas 
de crecimiento económico, una mejora progresiva 
en los índices sociales y laborales y una fuerte re-
cuperación salarial. Como afirma Fernández Wagner 
(2008) en esta fase cambia el rol del Estado, siendo 
la obra pública una herramienta para la reactivación 
económica y generadora de empleo formal, refleján-
dose en el territorio. En este marco, la denomina-
da Política Federal de Vivienda (PFV), impulsada en 
alianza con la industria de la construcción, se ca-
racterizó por la producción de masiva de viviendas 
sociales para subsidiar el acceso a las mismas por 
parte de los sectores populares (Barreto, 2018).3

3.	 Tal como afirma Barreto (2018), si bien la política de los gobiernos kirchneristas no modificó la estructura del Fondo Nacional de la 
Vivienda (FONAVI), la Política Federal de Vivienda lo incorporó y lo subsumió a sus propósitos. Para ello realizó un importante aporte 
adicional de fondos del Tesoro Nacional, que fueron transferidos a los gobiernos provinciales en forma de subsidios no reintegrables 
para financiar un conjunto de programas nuevos y para reactivar el Fonavi. 
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Al mismo tiempo, en el año 2003 se creó el Minis-
terio de Planificación Federal, Inversión Pública y 
Servicios para centralizar toda la obra pública. To-
dos los programas habitacionales fueron centrali-
zados bajo la Subsecretaría de Desarrollo Urbano 
y Vivienda y los fondos de los nuevos Programas 
Federales se asignaron a las jurisdicciones por 
proyectos aprobados, mediante convenios pun-
tuales. 

Si bien la alianza con la Cámara de la Construc-
ción fue uno de los pilares de la Política Federal 
de Vivienda, también se destinó una porción de 
recursos a formas de producción desmercantiliza-
das, como cooperativas de trabajo integradas por 
organizaciones sociales y distintas organizaciones 
territoriales, sindicales y de derechos humanos. 
Una de estas experiencias ha sido la Misión Sue-
ños Compartidos (2005-2011), ejecutada por la 
Fundación Madres de Plaza de Mayo.

La Misión Sueños Compartidos desarrolló tres 
experiencias en la Ciudad de Buenos Aires: Villa 
15, Piletones y Castañares, contemplándose apro-
ximadamente 1200 viviendasfinanciadas por la 
Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda del 
Ministerio de Planificación Federal4. En términos 
de diseño, la tecnología utilizada para la construc-
ción de viviendas sociales era novedosa, ya que 
se trataba de la utilización de un sistema italiano 
denominado Emmedue (M2). Este sistema tenía 
menor tiempo de ejecución en relación al tradi-
cional y se necesita poca capacitación por parte 
de los trabajadores para lograr aplomar paneles, 
colocar las instalaciones y proyectar el revoque. 
Además, no se trabaja con elementos pesados ni 
requiere gran fuerza física.

La Fundación Madres de Plaza de Mayo había 
comenzado a desarrollar la Misión Sueños Com-
partidos partir del año 2005, implementando una 
experiencia piloto en la villa 15, donde a raíz del 
incendio de la manzana 28 de este asentamiento 

se construyeron 36 viviendas. Luego, se fueron 
planteando más de 20 proyectos en todo el país 
en las provincias de Chaco, Misiones, Mendoza, 
Santa Fe, Río Negro, Neuquén, Santiago del Este-
ro, Buenos Aires y Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires.

Caracterizamos al proyecto Sueños Compartidos 
como un proyecto de gestión social tendiente a la 
inclusión de población vulnerable, diferenciándolo 
de los proyectos de autogestión y autoconstruc-
ción por ayuda mutua desarrollados anteriormen-
te en la Ciudad de Buenos Aires por otras or-
ganizaciones. En este sentido, consideramos que 
fue un proyecto de gestión desmercatilizada en la 
medida en la cual el Estado financió la construc-
ción de viviendas y la Fundación Madres de Plaza 
de Mayo llevó adelante el diseño y las distintas 
obras. Esto implicó que si bien algunos futuros 
usuarios participaron de la construcción de las vi-
viendas, no existía un nivel de participación de 
los mismos para definir el diseño, ni dónde se 
emplazarían las mismas. Estas cuestiones fueron 
definidas en la totalidad de los proyectos por los 
Directivos de la Fundación y el equipo técnico.

Como afirmamos anteriormente, consideramos 
que la Misión Sueños Compartidos fue una po-
lítica de gestión social tendiente a la inclusión 
social de población vulnerable, la cual en su ma-
yoría residían en villas y asentamientos de la zona 
suroeste de la Ciudad de Buenos Aires, aunque 
también participaron de la experiencia habitantes 
de distintos barrios de otras zonas de la Región 
Metropolitana.

Según el convenio firmado por la Fundación de 
Madres de Plaza de Mayo con el Gobierno de la 
Ciudad, el compromiso de la primera era absorber 
fuerza de trabajo que se encontrara en situación 
de desocupación dentro de los barrios de inter-
vención y trabajadores discapacitados, cumplien-
do con igual proporción de hombres y mujeres. 

4.	 La Misión Sueños Compartidos utilizó este sistema constructivo para montar la tabiquería y las paredes de las viviendas, el cual 
pertenecía en el país a la empresa de origen italiano Cassaforma S.A., que cedió sus derechos de uso a la Fundación (cuestión que 
también contemplaba la transferencia de la tecnología). El Emmedue es un sistema abierto (adaptable a cualquier tipo de diseño), 
basado en la utilización de paneles interiores y exteriores portantes, compuestos por dos mallas de alambre de acero que encierran 
placas de poliestireno expandido. Según sus fabricantes, aporta resistencia térmica y acústica, sobre los que se proyecta el concreto 
de cemento de unos 3 cm. de espesor, que convierte a los muros en portantes. Otro de los atributos de este sistema constructivo 
sería el de proveer aislación hidrófuga e ignífuga. 
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Desde el grupo de conducción de la Fundación 
Madres de Plaza de Mayo la participación de los 
trabajadores era pensada como una política de 
inclusión social. 

Los proyectos desarrollados en la Ciudad de Bue-
nos Aires contemplaban la construcción de depar-
tamentos de 3, 4 y 5 ambientes, los cuales serían 
entregados amueblados, con todos los artefactos 
colocados (termotanque, cocina y estufas), es de-
cir, en condiciones inmediatas de ser habitados. 
El proyecto preveía un acompañamiento por parte 
del equipo social de la Fundación para quienes 
habitaran los nuevos departamentos, ya que se 
pensaba a la mudanza de la villa al conjunto ha-
bitacional como un proceso en el cual mediante 
la organización política de los usuarios se podría 
transformar a población vulnerable en ciudadanos 
organizados políticamente en torno a sus dere-
chos.

El proyecto Castañares

El Proyecto Castañares fue emplazado en la comu-
na 8 de la Ciudad de Buenos Aires, concretamente 
en el barrio de Villa Lugano, sobre los polígonos 
existentes entre las calles Castañares y las vías 
del Ferrocarril Belgrano Sur, lindando al norte con 
el Barrio Piedrabuena, al sur con la villa 19 (INTA), 
al este con el asentamiento Barrio Obrero y el 
oeste con la colectora de la Avenida General Paz. 
Representó un caso de relocalización de distintas 
villas y asentamientos.5 Resulta sustancial aclarar 
que no fue finalizado por la Fundación, ya que 
sólo un 20% de los departamentos habían sido 
terminados y habitados al momento que estalla-
ron las denuncias públicas y judiciales por hechos 
de corrupción, en los que estarían involucrados el 
apoderado y otros directivos de la misma.

El Barrio Castañares, fue financiado por el Pro-
grama de Urbanización de Villas y Asentamientos 
Precarios, perteneciente a la Subsecretaría de Vi-
vienda del Ministerio de Planificación Federal. Si 
bien en un primer momento la Fundación Madres 

de Plaza de Mayo había firmado un convenio en 
mayo del año 2007 para la realización de 220 
viviendas, luego, en el contexto de necesidad de 
buscarle una solución habitacional a los evacua-
dos provenientes de Villa El Cartón se amplió el 
proyecto a 780 soluciones habitacionales6. 

La idea original del conjunto Castañares era que 
en el mismo pudieran convivir los evacuados de 
Villa el Cartón, con relocalizados de los barrios 
Bermejo, Barrio Obrero y Villa 19, todos barrios 
linderos al polígono de referencia.

La Misión Sueños Compartidos proyectó 3 proyectos 
en la Ciudad de Buenos Aires, el primero fue en la 
Villa 15, sumándose luego el Conjunto Castañares y 
Los Piletones. El segundo tenía algunas diferencias 
con el desarrollado anteriormente en la villa 15 “Ciu-
dad Oculta”, ya que se trataba de un programa de 
relocalización de barrios y tenía una escala mucho 
mayor. Esta última cuestión lo asemejaba más, en 
su tipología, a un conjunto habitacional “llave en 
mano” construido por el Estado. Además, la escala 
que tenía cada uno de los edificios - 60 departa-
mentos - era significativamente mayor a las prime-
ras experiencias de 15 viviendas desarrolladas en el 
asentamiento de Mataderos (villa 15)

En este proyecto participaron en calidad de tra-
bajadores aproximadamente 8 arrio Obrero, Villa 
19 y Villa 15 principalmente-. Si bien casi la tota-
lidad de la población que había vivido en la Villa 
El Cartón tenía una inserción muy marginal en el 
mercado de trabajo, en los demás barrios había 
una porción de participantes que en el algún mo-
mento habían tenido experiencia en el mercado 
laboral formal.

Respecto al diseño arquitectónico, el proyecto 
agrupaba a los 13 edificios de 60 departamen-
tos en bloques de 20 unidades funcionales que 
se comunicaban mediante un jardín con juegos 
infantiles y estacionamiento. También se preveía 
construir equipamientos comunes a todas las vi-
viendas, como un polideportivo, y distintos es-

5.	 Definimos a las villas y asentamientos como “fragmentos de ciudad sin status de ciudad” (Cravino, 2008: 125). En este sentido, con-
sideramos que son parte de la ciudad, por lo que las intervenciones en estos constituyen políticas de re-urbanización que brindan 
criterios de planificación al espacio construido.

6.	 Al respecto puede consultarse Palombi, A. (2016)
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pacios verdes. Los edificios estaban proyectados 
como tiras lineales, emplazándose 9 de ellas per-
pendiculares a la Avenida Castañares y 4 internas. 
La Fundación Madres de Plaza de Mayo había pla-
nificado conformar los consorcios con el apoyo de 
su equipo social al momento de entrega de las 
viviendas.

Podemos afirmar que la construcción del Barrio 
Castañares en estos terrenos no contó con una 
planificación adecuada respecto a los efectos que 
podía generar emplazar un barrio de vivienda so-
cial de aproximadamente 4000 personas en un 
territorio de las características de la comuna 8 
en cuantodéficit de equipamiento educativo y de 
salud7. Más allá de prever espacios comunes y 
servicios comunitarios, como un polideportivo y 
un comedor, el proyecto no contemplaba en un 
principio un establecimiento educativo, ni la po-
sibilidad de instalar locales comerciales (cuestión 
muy importante en barrios de vivienda de interés 
social), tampoco un centro de atención primaria 
para la salud ni otro tipo de equipamiento. Estas 
cuestiones, si bien eran consideradas necesarias 
por parte del equipo técnico, se esperaban poder 
concretar en gestiones con el Gobierno local du-
rante el desarrollo del proyecto.

Por otra parte, un sector de una tira de 60 depar-
tamentos fue construida en terrenos que no habían 
sido transferidos al Gobierno de la Ciudad de Bue-
nos Aires, por lo que, si bien eran propiedad del 
Gobierno Nacional, esta cuestión traería aparejada 
diversos problemas para la posterior construcción 
de los equipamientos y su regularización dominial. 
Al mismo tiempo, el comienzo de las obras no con-
tó con el cambio de normativa por parte de la Ciu-
dad Autónoma de Buenos Aires, situación que con-
tinúa sin ser cumplimentada hasta nuestros días, a 
pesar de la sanción reciente de un nuevo Código 
Urbanístico en el año 2018.

El proyecto como inclusión social y 
organización política de los sectores 
populares

Desde el grupo de conducción de la Fundación 
Madres de Plaza de Mayo la participación de los 
sectores vulnerables como trabajadores era pen-
sada como una política de inclusión social. De 
esta manera, todos los trabajadores estaban afilia-
dos a la UOCRA (Unión Obrera de la Construcción 
de la República Argentina), por lo que contaban 
con obra social y los beneficios que brindaba el 
sindicato. También existía un equipo social, com-

7.	 A fin de un análisis específico de las tipologías residenciales y jerarquías urbanas de la comuna 8 puede consultarse Palombi, A. 
(2014)

Fuente: Fundación de Madres de Plaza de Mayo.

Fig.1: planos del Conjunto Castañares
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puesto por sociólogos y asistentes sociales, que 
se encargaba de garantizar que los trabajadores 
realicen los controles médicos correspondientes, 
gestionándole una autorización para ausentarse 
del trabajo sin perder el presentismo. Además, el 
equipo educativo promovía que los trabajadores 
finalicen sus estudios secundarios y primarios me-
diante la articulación con programas del Estado 
Nacional y el acompañamiento de profesionales 
del área.

En el marco de la Fundación se desarrollaban ta-
lleres de capacitación con las mujeres, donde se 
conversaba acerca de situaciones de violencia de 
género y otras cuestiones vinculadas a su rol den-
tro de sus familias. En esta línea, notamos que al 
darse en el marco de un proyecto de mayor alcan-
ce, en el cual las mujeres podían acceder a cierta 
independencia económica gracias a insertarse en 
una fuente de trabajo, existían condiciones para 
que ellas pudieran alejarse de estas situaciones 
familiares complejas.

Los miembros del equipo técnico al ser consulta-
dos relatan las dificultades que tenían al trabajar 
junto a población que no tenía, o no había teni-
do por muchos años, inserción en el mercado de 
trabajo. De esta manera, se propiciaba que todas 
las personas contratadas pudieran adquirir una 
rutina en sus tareas, por lo que si bien existían 
sanciones disciplinarias por inasistencia u otras 
situaciones, se intentaba que nadie fuese despe-
dido de la obra. Incluso, se aspiraba a incorporar 
a la población más marginal, dándole un lugar 
en la seguridad de la obra, que implicaba cuidar 
las herramientas del obrador o evitar que se pro-
duzcan ocupaciones en los edificios que se iban 
terminando.

Desde la Fundación se buscaba que los obreros 
que habitaban en los distintos barrios se puedan 
integrar en equipos de trabajo, tratando de que 
construyeran colectivos laborales. A la vez, en las 
entrevistas con los trabajadores se evidencia que 
percibían que la Fundación intentaba brindarles 
reconocimiento y valorar el aprendizaje adquirido, 
que excedía la capacitación estrictamente laboral. 
Inclusive, dicha organización premiaba a quienes 
ponían más interés en aprender. Según los entre-
vistados pertenecientes al equipo técnico de la 
Fundación, el principio del aprendizaje estaba ya 

presente en el sistema de construcción en sí mis-
mo. En las entrevistas realizadas a los profesiona-
les a cargo de la dirección de obra se relata cómo 
a medida que se iban construyendo las distintas 
plateas iba mejorando la calidad del trabajo.

Resulta relevante afirmar que los trabajadores que 
participaron en la experiencia conciben la misma 
como el acceso a una modalidad de empleo for-
mal, valorada como positiva, mientras que se des-
dibuja en la percepción el carácter autogestivo de 
otras prácticas de construcción de vivienda. Es 
decir, se pondera esta forma de trabajo por so-
bre la forma cooperativa, que se la considera una 
modalidad devaluada o precaria de empleo. Esta 
cuestión aparece en otras experiencias del perío-
do como la que relata Viviana Moreno (2014) en 
relación a cooperativas cercanas políticamente a 
los intendentes de los Municipios del Conurbano 
Bonaerense que desarrollaban viviendas sociales.
A la vez, en las entrevistas realizadas encontramos 
una fuerte valoración de los participantes respec-
to a su acceso al consumo derivado del ingreso 
percibido, que era asimilado al de otros empleos 
formales. Se afirma cómo el poder consumir cosas 
muy básicas (zapatillas, lavarropas, televisores, 
etc.), pero de alta representación social, significó 
un cambio importante en la calidad de vida de los 
participantes en la Misión Sueños Compartidos. 

También, se evidencia cómo el desarrollo de la 
obra del Barrio Carlos Mujica repercutió en la re-
activación económica de los comercios informales 
que funcionaban dentro de los barrios, generán-
dose emprendimientos gastronómicos y la instala-
ción de otro tipo de rubros. Incluso, en las entre-
vistas realizadas a los participantes se relata que 
supuestamente habían decrecido los niveles de 
violencia gracias a que los que tenían adicciones 
y trabajaban en la obra no debían robar para “lo-
grar conseguir dinero”. Más allá de si realmente 
se produjo de esta manera la cuestión, expresa un 
sentimiento de inclusión.

Uno de los miembros del equipo social de la Fun-
dación consideraba que la inclusión laboral redun-
daba en importantes cambios en la subjetividad. 
Se relata que, en función del acceso a un trabajo, 
formal algunas familias podían planificar, acciones 
como ampliar su familia, irse de vacaciones, visi-
tar a la familia en su provincia y/o país de origen.
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Por otra parte, existen algunas cuestiones que son 
vistas como problemáticas por los participantes 
en la Misión Sueños Compartidos. Respecto a las 
condiciones laborales, se manifiesta que en mu-
chas ocasiones faltaban los elementos de seguri-
dad pertinentes, como zapatos, ropa de trabajo 
y cascos, aunque en general no se lo caracteriza 
como algo grave. Esta última cuestión creemos 
que está relacionada con que muchos no poseían 
experiencias de trabajo formal, a la vez que la 
construcción históricamente en el país se caracte-
rizó por el no cumplimiento de ciertas normativas 
laborales.

También existían serios problemas respecto al 
pago de los sueldos, ya que como los fondos los 
aportaba el Gobierno Nacional y lo debía abonar el 
Gobierno de la Ciudad a la Fundación, se registra-
ban atrasos en los mecanismos financieros ya que 
los trámites burocráticos eran complejos. A la vez, 
se evidencian fallas en la seguridad de los obrado-
res, lo que generaba que se roben materiales y he-
rramientas en el horario de la noche. Esta cuestión 
nos permite pensar que algunos habitantes de los 
barrios linderos no lo veían como un proyecto pro-
pio sino que, por el contrario, tomaban distancia o 
disociaban el empleo del acceso a la vivienda.

Sin embargo, en la memoria de los entrevistados 
la participación en la Misión Sueños Compartidos 
de la Fundación Madres de Plaza de Mayo es re-
cordada como positiva, en tanto les permitió ac-
ceder a una fuente laboral formal y, en muchos 
casos, a la expectativa de poseer una vivienda 
mejor. En este sentido, los aspectos negativos de 
la experiencia, como la falta de herramientas de 
trabajo, elementos de seguridad y retrasos en los 
pagos, son recordados como cuestiones menores 
en el marco de la desarticulación de la Misión. 

Se debe señalar que en la memoria de los entre-
vistados se observa una diferenciación valorativa 
entre la organización Madres de Plaza de Mayo y 
los directivos de la Fundación. En este sentido, 
se evidencia un respeto a la trayectoria de lucha 
social y política de “las Madres” frente a los direc-

tivos, que son vistos como personas con rasgos 
autoritarios que buscaban beneficios personales.

La abrupta discontinuidad
del proyecto y sus consecuencias

La entrada en crisis de la Misión Sueños Compar-
tidos a partir de mediados del año 2011 - y la pos-
terior continuidad de la obra bajo una modalidad 
de empresa privada por decisión del Gobierno de 
la Ciudad modificó fuertemente los objetivos del 
proyecto8. 

Claramente, existió un aprovechamiento político 
de los supuestos hechos de corrupción que in-
volucraban al apoderado de la Fundación Madres 
de Plaza de Mayo. Si bien no entra dentro de los 
límites de nuestra investigación, resulta evidente 
que, una vez que entró en crisis el proyecto de 
la Misión Sueños Compartidos, el Instituto de la 
Vivienda, organismo a cargo del proyecto, tuvo 
una fuerte inacción por un tiempo prolongado 
que profundizó una serie de problemáticas que 
comenzaron a producir de manera inmediata a la 
mudanza de las familias.

En el marco de un creciente enfrentamiento entre 
el Gobierno Nacional a cargo de Cristina Kirchner 
(2007-2015) y el Gobierno local de Mauricio Macri 
(2007-2015), y teniendo en cuenta que la Misión 
Sueños Compartidos había sido parte de un pro-
grama nacional, el proceso que comenzó a partir 
de la discontinuidad de la Misión se caracterizó por 
estar condicionado por la situación de la política de 
vivienda de las gestiones del Mauricio Macri (2007-
2015) en la Ciudad de Buenos Aires. La disputa 
entre ambos proyectos políticos, generó que la 
ejecución de obras y transferencias de fondos que 
estaban contempladas dentro de la Política Federal 
de Vivienda vayan decreciendo, más que nada por 
la virtual paralización de los proyectos que generó 
la gestión de Macri en la Ciudad de Buenos Aires.

En otros trabajos (Cravino; Palombi 2013) hemos 
desarrollado cómo la reducción y subejecución 

8.	 En el marco de las denuncias existentes contra el apoderado de la Fundación en relación a hechos de corrupción con fondos que 
aportaba el Estado Nacional, y el creciente enfrentamiento entre éste último y la gestión del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, 
encabezada por Mauricio Macri (2007-2015), se desvinculó a la Fundación Sueños Compartidos de la Obra, quedando en manos del 
Instituto de Vivienda de la Ciudad la responsabilidad de continuar la misma.
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presupuestaria en el área de vivienda durante 
estos ejercicios redundó en una baja performan-
ce en la construcción de viviendas sociales, lo 
que, en el marco de una creciente judicialización 
de la política, generó que una parte de las uni-
dades funcionales de Castañares debieran des-
tinarse para absorber la demanda de usuarios 
derivada de la causa Mendoza. Cuestión que se 
realizó de manera improvisada y sin haber ge-
nerado ningún proceso de integración entre po-
blaciones que tenían trayectorias habitacionales 
distintas9.

La entrega de las viviendas se produjo a partir 
del año 2010 en distintas etapas, siendo los eva-
cuados de Villa El Cartón las primeras 120 familias 
que se mudaron cuando la Misión Sueños Compar-
tidos aún se encontraba en funcionamiento. Luego 
de la discontinuidad del proyecto, se entregaron 
otras 60 viviendas a familias que habitaban en el 
camino de sirga del Riachuelo y debían ser reloca-
lizadas por sentencia judicial, completándose otras 
120 viviendas para habitantes del Cartón. Algunos 
beneficiarios, como los que habitaban en el Barrio 
Obrero, linderos al proyecto, se negaron a ser re-
localizados en las nuevas viviendas en el marco 
de desarticulación de la iniciativa. En relación a la 
situación laboral, si bien una porción de trabajado-
res fueron reabsorbidos por la nueva empresa para 
continuar trabajando, muchos de ellos no pudieron 
permanecer en sus puestos, teniendo que volver a 
ganarse la vida a partir de pequeño trabajos even-
tuales (“changas”), reciclado de residuos sólidos 
domiciliarios (“cartoneo”) u otro tipo de activida-
des.

Al mismo tiempo, la discontinuidad del proyecto 
alteró las tareas correspondientes a los finales de 
obra de algunas unidades y la conexión de las 
viviendas con los caños troncales de gas y luz, 
tareas que se hicieron, en algunos casos, de ma-
nera provisoria para garantizar que las familias 
pudieran mudarse, cuestión que se subsanó va-
rios meses después.

La discontinuidad del proyecto también llevó a 
que el Instituto de la Vivienda decidiera no desa-
rrollaren un primer momento, los equipamientos 
comprometidos, suspendiéndose la construcción 
del polideportivo, y desarrollándose recién en el 
año 2016, con fondos de la Corporación Sur, un 
comedor que debía realizarse por sentencia judi-
cial.

Al momento de la entrega de las viviendas no 
se contempló el acompañamiento para la cons-
titución de los nuevos consorcios, cuestión que 
redundó en conflictos de todo tipo por el cuidado 
y mantenimiento de los espacios comunes. Esta 
cuestión significó un uso de los espacios públi-
cos desorganizado y caótico, donde competían la 
necesidad de estacionar los automóviles y carros 
decartoneo con la recreación de los niños y niñas 
y la necesidad de espacios para desarrollar depor-
tes. En relación a los espacios comunes dentro de 
los edificios, nose contempló un esquema de lim-
pieza y mínima organización de estos, los cuales 
fueron invadidos por necesidades individuales, 
desarrollándose una temprana degradación de los 
mismos.

Por otra parte, se observan los efectos de la dis-
continuidad de la Misión Sueños Compartidos en 
los costos fijos que demanda vivir en una vivien-
da de estas características. De hecho, si bien los 
departamentos fueron entregados en comodato, 
algunas familias, en un contexto de desarticula-
ción de sus principales fuentes laborales y la ne-
cesidad de afrontar los servicios de la unidad, han 
vendido informalmente sus viviendas y se tras-
ladaron nuevamente a un asentamiento cercano.  
En el marco de un proceso de relocalización que 
no contó con un acompañamiento por parte del 
Estado, se produjo de manera improvisada, sin la 
participación en la toma de decisiones de los fu-
turos habitantes del barrio, para algunos de ellos 
significó un retroceso en relación a su situación 
anterior en términos económicos pero también de 
pérdida de redes sociales.

9.	 Tal como hemos trabajado en otros artículo, véase (Fainstein C.; Palombi, A.), La dinámica entre judicialización, conflictividad y 
respuesta del Estado también constituyó un elemento central que incidió en muchas de las políticas. Si bien, la gestión respondió 
a cada una de las sentencias de manera tardía, o directamente las incumplió, esta dinámica incidió fuertemente en la política más 
general orientada a villas, de hecho, el magro stock de vivienda construido por la gestión debió ponerse a disposición de distintas 
sentencias judiciales. 
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El acceso a la vivienda como 
cuestión problemática y la 
emergencia de abordaje del
Estado local

Los vecinos entrevistados dan cuenta de la exis-
tencia de un momento crítico en el barrio que 
se extendió desde el 2012 hasta 2016 aproxi-
madamente. A las problemáticas anteriormente 
enumeradas, relacionadas con la abrupta discon-
tinuidad de la Misión Sueños Compartidos, se 
le sumaron la improvisación y aprovechamiento 
político del Gobierno de la Ciudad de Buenos 
Aires que conjugó un avance muy lento de las 
obras con la inacción en los sectores de viviendas 
ya entregadas.

Según los testimonios, una las problemáticas más 
graves que sufrieron en ese período estuvo rela-
cionada con la creciente violencia juvenil y social 
que se fue desarrollando tempranamente en el ba-
rrio. Claramente, se evidencia que el Estado brin-
dó una respuesta policial, en lugar de una política 
de prevención. 

Teniendo en cuenta que se estaba relocalizando 
población con distintas trayectorias habitaciona-
les, en el marco de un territorio con creciente gra-
do de fragmentación, el Gobierno de la Ciudad 
debería haber previsto una política de integración 
entre poblaciones con recorridos disímiles. De la 

misma manera, el mismo diseño arquitectónico 
del proyecto, pensado en un marco de organiza-
ción político - social, donde los usuarios resolve-
rían sus necesidades de manera colectiva, generó 
una especie de enclave, condición de posibilidad 
para el posible desarrollo de la violencia social. 
Por último, la introducción dentro del mercado de 
vivienda informal de un aproximadamente un 25% 
de las mismas, como correlato de la poca presencia 
del Estado en el barrio en el período de referencia, 
facilitó la penetración del narcotráfico, el cual con-
tribuyó al desarrollo de la violencia social.

En relación a las problemáticas relacionadas con 
la cuestión constructiva, un relevamiento desarro-
llado durante el año 2014, sobre la base de 120 
viviendas visitadas mostraba distintos tipos de de-
ficiencias. Por un lado se encontraron vicios cons-
tructivos, como pérdidas de agua en los caños de 
los baños que afectaban los cielorasos de los de-
partamentos inferiores. En algunos casos también 
se evidenciaba que estas pérdidas de agua pene-
traban en la cañería eléctrica. También podemos 
caracterizar dentro de esta categoría a la rotura 
o englobamiento de cerámicas en alguno de los 
ambientes, las filtraciones de las canaletas de las 
unidades ubicadas en el cuarto piso de los edificios 
y la falla en el funcionamiento de las carpinterías 
metálicas. En algunas unidades se evidenciaban 
roturas en las paredes y fallas en los artefactos 
de gas natural.

Fuente Nicolás Lovarvo. Archivo personal.

Fig.2: El Conjunto Castañares hacia el año 2014
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Una problemática también relacionada con el uso 
de las viviendas, pero que también podríamos ca-
racterizarla como una falla del sistema construc-
tivo, era la propagación de plagas. En particular, 
merece destacarse la fuerte presencia de roedo-
res, que se alimentaban del polipropileno expan-
dido que se encontraba dentro de las paredes, 
dañando el carácter aislante del sistema.

Si bien en los testimonios de quienes participa-
ron como trabajadores en la obra y accedieron a 
una vivienda en el barrio se evidencia una fuerte 
valoración de la mejora de su situación habita-
cional, existe cierto pesar por la desarticulación 
temprana de la organización político- comunitaria. 
Esto no implica que en ciertos sectores del barrio 
los vecinos hayan organizado distintas iniciativas, 
como es el caso del Comedor la Misión que fun-
cionó en una vivienda desde el año 2011 y hacia 
principios del año 2018 logró que el Gobierno de 
la Ciudad le construyera un salón en la zona de 
equipamientos. 

Por otra parte, en los testimonios de los usuarios 
se evidencia que su acceso a una vivienda no ha 
significado una forma distinta de acceder a la ciu-
dad, ni un cambio en el estatus y estigma que sig-
nifica vivir en una villa o un conjunto habitacional 
de sectores populares. En este sentido, notamos 
cierto sentimiento de relegación, dado que no han 
mejorado sus condiciones de movilidad, cercanía 
a centros educativos, trabajo y representaciones 
de sus jerarquías urbanas. 

A partir del año 2016, en el marco en el cual tanto 
la Defensoría del Pueblo como la Defensoría Ge-
neral y Asesoría tutelar habían iniciado distintas 
actuaciones e iniciativas en el barrio, el Instituto 
de la Vivienda, en un marco de reactivación de la 
política de reurbanización de villas, comenzó algu-
nas tareas de reparación de las viviendas. Aun así, 
siguen existiendo la mayoría de las problemática 
enumeradas en este conjunto habitacional.

Consideraciones finales

A lo largo del presente artículo intentamos reali-
zar un balance de la experiencia de desarrollodel 
Conjunto Castañares en la comuna 8 de la Ciudad 
de Buenos Aires. Esta cuestión se encuentra en el 

marco de repensar los procesos de reurbanización 
de villas y asentamientos en el distrito y contribuir 
a generar nuevas perspectivas.

El Conjunto habitacional de referencia fue cons-
truido mayormente bajo una experiencia que he-
mos caracterizado de gestión social del hábitat, 
desarrollado por la Fundación Madres de Plaza 
de Mayo. Esta experiencia ha sido parte de una 
porción de la Política Federal de Vivienda desarro-
llada durante los gobiernos de Néstor y Cristina 
Kirchner (2003-2015) que eludió el acuerdo marco 
con la Cámara Argentina de la Construcción, donde 
el sector privado fue el adjudicatario de la mayor 
parte de los recursos. Resulta importante tener en 
cuenta que la misma no fue una experiencia de 
autogestión o autoconstrucción por ayuda mutua 
sino que más bien apuntó a la organización políti-
ca de población con una inserción informal y mar-
ginal en el mercado de trabajo, bajo un esquema 
de planificación y ejecución centralizado desde los 
directivos de la Fundación. 

Al mismo tiempo, el proyecto se desarrolló en ar-
ticulación con la UOCRA (Unión Obrera de la Cons-
trucción de la República Argentina), accediendo 
los participantes a los beneficios que brindaba el 
sindicato. En este marco, en los relatos de los 
entrevistados se evidencia una valoración de la 
inserción laboral formal frente a formas coopera-
tivas o autogestivas que son visualizadas como 
formar precarizadas de trabajo.

Resulta importante afirmar que la iniciativa con-
templó un abordaje de género. Dado que la tec-
nología de construcción utilizada no precisaba ca-
pacidades que en general son vistas como mascu-
linas, fuerza física principalmente, se generó una 
incorporación masiva de mujeres como trabajado-
ras en la obra. Esta cuestión, que redundó en una 
creciente independencia económica, sumado a 
que el equipo social de la Fundación brindaba un 
acompañamiento para el abordaje de situaciones 
de violencia de género, significó que se pudieran 
mejorar la situación de muchas mujeres que parti-
ciparon en la iniciativa.

Por otra parte, en los relatos de los participantes 
en la experiencia se evidencia como la misma tuvo 
un fuerte impacto económico indirecto dentro de 
los barrios y permitió que sectores marginales em-
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pobrecidos pudieran a acceder a consumir bienes 
de alta representación simbólica para ellos, como 
electrodomésticos o zapatillas, generando, según 
los testimonios, una mejor calidad de vida.

La discontinuidad de la Misión Sueños Comparti-
dos significó que el proyecto original se abandona-
ra, existiendo un nivel de improvisación y desidia 
del Gobierno Local que produjo que el barrio se 
degrade tempranamente. Estas acciones se lleva-
ron adelante con un claro aprovechamiento político 
de los supuestos hechos de corrupción que invo-
lucraban al apoderado de la Fundación Madres de 
Plaza de Mayo. Resulta evidente que el Instituto 
de la Vivienda de la Ciudad de Buenos Aires, orga-
nismo a cargo del proyecto, no arbitró los medios 
correspondientes para que el conjunto se finalizara 
y habite de acuerdo a estándares mínimos, al tiem-
po que por la baja performance de construcción 
de viviendas de la gestiones del Ing. Macri (2007-
2015) destinó viviendas del Conjunto Castañares a 
habitantes el camino de sirga del Riachuelo para 
cumplir, tardíamente, una resolución judicial.

Al momento de la entrega de las viviendas no se 
contempló el acompañamiento para la constitución 
de los nuevos consorcios, cuestión que redundó en 
conflictos por el cuidado y mantenimiento de los 
espacios comunes dentro de los edificios. También 
esta cuestión posibilitó un uso de los espacios pú-
blicos desorganizado y caótico.

Por otra parte, un porcentaje no menor al 25% de 
los usuarios que accedieron a sus viviendas dentro 
de las primeras entregas decidieron vender la misma 
y volver a vivir en algún asentamiento cercano. De 
esta manera, algunos habitantes, en un contexto de 
desarticulación de sus principales fuentes laborales, 
con la obligación de afrontar los servicios públicos 
de la unidad, y de creciente violencia social, decidie-
ron mudarse. Esto no quita que en muchos testimo-
nios también aparezca una fuerte valoración de la 
mejora en su situación habitacional.

En relación a la calidad de las viviendas, se eviden-
ciaban distintos tipos de deficiencias, algunas es-
tructurales derivadas de la incorrecta aplicación del 
método constructivo, pero otras derivadas de finales 
de obra deficientes gracias a la improvisación que 
existió por parte del Gobierno de la Ciudad luego de 
la desarticulación de la Misión Sueños Compartidos.

Si bien gracias a la presión que realizaron los habi-
tantes del barrio y diversos organismos como la De-
fensoría General y Defensoría del Pueblo a partir del 
2016 se comenzaron a abordar algunos problemas 
del barrio en relación a las cuestiones constructivas 
y de abordaje social, hasta el presente impera en los 
testimonios de los vecinos un sentimiento de relega-
ción. Es decir, al acceso a la una vivienda no ha signi-
ficado una forma distinta de acceder a la ciudad, ni un 
cambio en el estatus y estigma de vivir en una villa o 
un conjunto habitacional de sectores populares. 
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Resumen

En la ciudad de Buenos Aires, el distrito con mayores recursos por habitante del país, las desigualda-
des sociales y espaciales se han profundizado en los últimos 10 años. En todo este período, con polí-
ticas locales de fuerte sesgo neoliberal, el mercado se ha constituido como el ámbito casi excluyente 
de acceso a la vivienda. En ese contexto, la actual gestión de gobierno local se ha visto exigida judicial 
y políticamente por las organizaciones territoriales para avanzar con el plan de urbanización de villas 
establecido en las diferentes normativas locales. Frente a la actual construcción de viviendas sociales 
bajo el formato de monobloks en las villas de la ciudad, es necesario poner de relieve el llamado 
“problema de los con techo” (Sugranyes, 2005) a modo de advertir posibles escenarios futuros que 
debieran preverse para evitar consecuencias sociales contradictorias, excluyentes y precarias.  
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Introducción 

En este artículo me propongo presentar algunas 
de las problemáticas sociales y espaciales pre-
sentes en los complejos urbanos de la Ciudad de 
Buenos Aires. 

Mi rol al frente a la Auditoría General de la Ciudad 
de Buenos, desde 2011, mi experiencia previa en-
tre los años 2005 y 2007 en complejos urbanos 
en los que trabajé en equipos interdisciplinarios 
para promover procesos de organización consor-
cial y comunitaria y, conjuntamente, mi participa-
ción como militante política en barrios populares 
de la ciudad, nutren la fundamentación empírica 
de este trabajo. La preocupación que lo guía es 
el acceso a la vivienda, y puntualmente, a qué 
tipo y calidad de vivienda acceden los sectores 
populares, con el foco puesto en los complejos 
habitacionales. 

El acceso a una vivienda digna, sostenible y sus-
tentable en la ciudad es un derecho social y hu-
mano esencial ya que se vincula e interrelaciona 
con otros derechos vitales tales como la alimen-
tación, la vida familiar bajo un mismo techo y el 
acceso a las externalidades urbanas que las ciu-
dades concentran como la educación, la salud, el 
transporte cercano y fluido, el trabajo, la cultura, 
entre otras.

Paradójicamente, en la ciudad con mayores recur-
sos por habitante del país, nos encontramos fren-

te a un escenario con grandes desiguales sociales 
y económicas, con un crecimiento exponencial del 
déficit habitacional - mientras que la población 
que reside en la ciudad se mantiene constante- y 
con una gestión de gobierno local que parece res-
ponder sólo si es exigida judicial y políticamente 
por las organizaciones sociales.

Entre los años 2016 y 2018 se ha observado el 
crecimiento del presupuesto destinado a vivienda 
en la CABA, comparado con el periodo 2008-2015, 
que estuvo caracterizado por la desinversión en 
política de vivienda y la subejecución presupues-
taria. Frente al actual despliegue de construcción 
de viviendas colectivas bajo el formato de mono-
bloks en el marco de largos y erráticos procesos 
de (re)urbanización de villas, considero necesario 
poner de relieve el llamado “problema de los con 
techo” (Sugranyes, 2005) o del denominado “dé-
ficit cualitativo de vivienda” a modo de advertir 
posibles escenarios futuros que debieran preverse 
para evitar consecuencias sociales contradictorias, 
excluyentes y precarias. 

La conferencia Hábitat II de la ONU sobre Asen-
tamientos Humanos (1996) considera que: “Una 
vivienda adecuada significa algo más que tener 
un techo bajo el que guarecerse. Significa también 
disponer de un lugar privado, espacio suficiente, 
accesibilidad física, seguridad adecuada, segu-
ridad de tenencia, estabilidad y durabilidad es-
tructurales, iluminación, calefacción y ventilación 
suficientes, una infraestructura básica adecuada 

Summary

In the city of Buenos Aires, the district with greater resources per inhabitant of the country, social and 
spatial inequalities have been deepened during the past 10 years. Throughout this period, due to strong 
neoliberal local policies, the market has became the exclusive access to housing. In this context, territorial 
organizations demanded politically and judicially that the current management of the local government 
advance on the slum urbanization plan, which is stated in different local regulations. Facing the current 
construction of social housing under the format of monobloks in the city slums, it is necessary to highlight 
the so-called “housing problem of the persons with houses” (Sungrayes 2005) to take into account 
possible future scenarios that should be anticipated to avoid precarious, exclusive and contradictory 
social consequences.

Key words: Slum urbanization - Urban complexes - Habitat - Social Housing - Inclusion - Socio-spatial 
inequality.
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que incluya servicios de abastecimiento de agua, 
saneamiento y eliminación de desechos, factores 
apropiados de calidad del medio ambiente y rela-
cionados con la salud, y un emplazamiento ade-
cuado y con acceso al trabajo y a los servicios 
básicos, todo ello a un costo razonable”. 

En términos teóricos y políticos, la vivienda ha 
dejado de pensarse sólo como un espacio físico 
de cuatro paredes y un techo. En las últimas déca-
das, ha tomado relevancia una visión integral de 
la vivienda más vinculada al concepto de hábitat 
-la cual incluye servicios e infraestructura urba-
na- o al concepto de servicios habitacionales (Yu-
jnovsky, 1984) que incluye necesidades humanas 
primordiales, dinámicas y cambiantes, tales como: 
albergue, refugio, protección ambiental, espacio, 
vida de relación, seguridad, identidad, accesibili-
dad física, entre otras. 

En términos jurídicos, la Ciudad de Buenos Ai-
res, a través de su Constitución, incorpora una 
serie de principios que denotan una visión social 
y progresista con la ampliación de garantías y el 
reconocimiento de derechos económicos, sociales 
y culturales. En su Artículo 31, define que “la Ciu-
dad reconoce el derecho a una vivienda digna y 
a un hábitat adecuado” e incluso propugna por 
acciones proactivas al definir que para ello debe 
resolver “progresivamente el déficit habitacional, 
de infraestructura y servicios, dando prioridad a 
los sectores de pobreza crítica y con necesidades 
especiales de escasos recursos”. Se destaca que 
a tal fin, en su texto incorpora acciones concre-
tas a realizar: “auspicia la incorporación de los 
inmuebles ociosos, promueve los planes autoges-
tionados, la integración urbanística y social de los 
pobladores marginados, la recuperación de las 
viviendas precarias y la regularización dominial y 
catastral, con criterios de radicación definitiva”. 
En tanto, en el artículo 17 se dispone que co-
rresponde a las autoridades desarrollar “políticas 
coordinadas para superar las condiciones de po-
breza y exclusión mediante recursos presupuesta-
rios, técnicos y humanos”, asistir “a las personas 
con necesidades básicas insatisfechas” y promo-
ver “el acceso a los servicios públicos para los 
que tienen menores posibilidades”. 

Adicionalmente, existen en la Ciudad de Buenos 
Aires, leyes particulares sobre la temática habita-

cional como la Ley 341/2000, que establece que 
el Poder Ejecutivo local “instrumentará políticas 
de acceso a vivienda para uso exclusivo y per-
manente de hogares de escasos recursos en si-
tuación crítica habitacional”; la Ley 3706/2010 de 
Protección y Garantía Integral de los Derechos de 
las personas en Situación de Calle o en Riesgo a 
la Situación de Calle; la Ley 148 que dispone la 
urbanización de villas, la Ley 177/1998 que crea el 
programa de rehabilitación y puesta en valor de 
los conjuntos urbanos, entre otras.
Sin embargo, en las últimas tres gestiones de go-
bierno, es persistente el contraste entre los de-
rechos que se encuentran consagrados y los que 
efectivamente se garantizan a través de políticas 
públicas concretas orientadas a reducir esa bre-
cha. Esta presencia errática e insuficiente del Esta-
do ha profundizado las desigualdades, anulando 
el principio de progresividad de todo el cuerpo 
legal y convirtiendo a la ciudad en un espacio 
gobernado por la lógica de la expulsión, la des-
igualdad y la injusticia espacial.

Vivienda social en la Ciudad de 
Buenos Aires: un poco de historia

El acceso a la vivienda en la Ciudad de Buenos Aires 
es una problemática de larga data que afecta mayo-
ritariamente a los sectores populares. Cada proyecto 
político gobernante ha dado distintas respuestas a 
la falta de vivienda, que hoy las podemos obser-
var a través de la actual fisonomía de la ciudad, en 
la cual conviven heterogeneidades socio espaciales 
que han consolidado profundas desiguales. 

La primera manifestación del hábitat popular en 
Buenos Aires fue el alquiler de piezas en conven-
tillos e inquilinatos ubicados, mayoritariamente, 
en los barrios de La Boca, San Telmo, Barracas, 
Constitución, Abasto y Palermo. A principio del 
siglo pasado, el malestar urbano tuvo su máxima 
expresión en los abusos y arbitrariedades que su-
frían los inquilinos por parte de los propietarios 
de estos inmuebles. La llamada Huelga de los In-
quilinos y luego la Huelga de Escobas, en 1907, 
fue la primera lucha masiva de los inquilinos de 
diferentes ciudades que decidieron, a modo de 
protesta, interrumpir colectivamente el pago fren-
te a los aumentos desmedidos aplicados por los 
propietarios.
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La aparición de la villa, como espacio donde se 
agudizan todas las problemáticas habitacionales 
de la ciudad, se produce entre los años 20 y 30 
del siglo pasado. La villa 31, en Retiro, y la del 
Bajo Belgrano, ambas en la zona norte de la ciu-
dad, fueron las primeras en hacerse visibles y, por 
lo tanto, se convirtieron en un nuevo símbolo del 
malestar urbano. 

Una de las primeras intervenciones en materia ha-
bitacional fue la sanción de la Ley de Casas Bara-
tas en 1907, que facilitó la construcción del Barrio 
Azucena Butteler, y la Ley Cafferata, en 1915, que 
da lugar a la creación de la Comisión Nacional de 
Casas Baratas. Sin embargo, los cambios signifi-
cativos tanto en términos de legislación habitacio-
nal como de respuesta y/o construcción masiva de 
vivienda llegarán en 1945 de la mano del primer 
gobierno peronista. 

Durante el primer peronismo, el acceso a la vi-
vienda se constituye en una reivindicación política 
y en un derecho social que debe ser garantizado 
por el Estado. Los 10 años de gobierno popular 
(1945-1955) se caracterizaron por el otorgamiento 
masivo y accesible de créditos y la construcción 
masiva de viviendas. La variedad morfológica de 
estas iniciativas estatales es también una marca 
del periodo en que se construyeron desde chalets 
de estilo californiano hasta modernos monoblocks 
de baja o mediana altura y densidad. 

La sanción de la Ley de Propiedad Horizontal, en 
ese mismo periodo, significó un cambio radical 
en las condiciones de acceso a la vivienda, ya 
que permitió la división de los edificios en de-
partamento a partir de la cual cada unidad fun-
cional podía ser vendida o alquilada de forma 
independiente. Esta ley democratizó el acceso a 
la propiedad que, junto con la construcción de 
viviendas y el otorgamiento de créditos hipoteca-
rios, revolucionaron el mercado inmobiliario y las 
condiciones de vida de la clase trabajadora. Con-
juntamente con la Ley de Alquileres, que congeló 
los precios de las locaciones urbanas y rurales 
y prorrogó los contratos, completó un escenario 
de regulaciones estatales que permitió invertir 
la proporción de inquilinos versus propietarios. 
Mientras que en 1943 el 70% de la población de 
la ciudad alquilaba, en 1953 el 70% de la pobla-
ción era propietaria.

A partir de 1955, con el derrocamiento del se-
gundo gobierno constitucional de Perón comienza 
una nueva etapa política en Argentina signada por 
la proscripción del peronismo y la alternancia en-
tre gobiernos constitucionales y militares. A pesar 
de esta inestabilidad política caracterizada por la 
debilidad democrática, se mantiene cierta impron-
ta desarrollista en términos económicos y la ini-
ciativa estatal frente a la problemática de vivienda 
(Ballent, 2018). Es en esta nueva etapa cuando se 
construyen en la Ciudad de Buenos Aires los pri-
meros grandes Complejos Urbanos (C.U.)

Los grandes Complejos Urbanos se caracterizan 
por su gran densidad poblacional, su construcción 
en altura y la compleja trama organizativa que 
deben desarrollar sus habitantes para el manteni-
miento de los espacios comunes. Otra caracterís-
tica que los define es su localización en los confi-
nes de la ciudad, en vastas zonas vacantes y sin 
uso. La mayoría de estos grandes C.U. se ubicaron 
en la zona sur de la ciudad, tales como el Com-
plejo Urbano Nágera, de 1967, los C.U. Lugano I y 
II, y el C.U. Mariano Castex, entre otros. El diseño 
y tipología de esta intervención habitacional se 
inspira en experiencias que previamente se ha-
bían desarrollado en Europa, luego de la Segunda 
Guerra Mundial, y que tuvieron como uno de sus 
principales mentores al arquitecto y urbanista sui-
zo Le Corbusier. 

La construcción de estos complejos fue una polí-
tica habitacional, que a través de la optimización 
del uso del espacio urbano, intentó construir una 
respuesta masiva a la falta de vivienda en zo-
nas segregadas con escaso equipamiento urbano 
(transporte, establecimientos educativos, sanita-
rios, espacios verdes, entre otros). El malestar ur-
bano vivido en estos espacios, sin embargo, ha 
inspirado estudios que analizan las patologías 
constructivas desde la arquitectura o la ingeniería; 
la segregación social y la sostenibilidad y susten-
tabilidad de hábitat, desde el urbanismo y la so-
ciología; y las representaciones y usos del espacio 
en tensión con el espacio planificado, desde la 
antropología urbana. 

La última dictadura militar (1976-1983) continuó 
con la construcción de estos complejos urbanos 
dando origen al C.U. Soldati, C.U. Piedrabuena, 
C.U. Arbarellos y C.U. Villa Lugano. Es importan-
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te señalar que, durante este periodo, el gobier-
no militar comienza a instalar un discurso sobre 
la ciudad y a realizar intervenciones urbanas que 
irán configurando un régimen de exclusión que se 
extenderá en el tiempo y que puede sintetizarse 
en la expresión del entonces intendente brigadier 
Cacciatore: la ciudad hay que merecerla.

En ese marco, una de las medidas más brutales 
fue la implementación de un plan sistemático de 
erradicación violenta de villas y asentamientos. La 
mayoría de las familias asentadas en estos barrios 
populares fueron expulsadas de la ciudad, debie-
ron volver a sus lugares de origen sin una alterna-
tiva habitacional, y sus casas fueron arrasadas y 
demolidas con topadoras. Algunos pocos habitan-
tes fueron adjudicatarios de viviendas en los C.U. 
construidos por la dictadura militar, centralmente 
en C.U. de Soldati y de Piedrabuena en la ciudad, 
en el Barrio Ejército de Los Andes, en Ciudadela y 
en Don Orione, en Claypole. 

 Con la recuperación de la democracia, la mayoría 
de las villas que habían sido violentamente erradi-
cadas comienzan a repoblarse, se abandona el pa-
radigma erradicatorio de los asentamientos popu-
lares, y se legitima la radicación y el mejoramiento 
para las urbanizaciones informales y precarias. Sin 
embargo, estas intervenciones avanzan a cuenta 
gotas hasta la actualidad, impulsadas por proce-
sos de organización y lucha de sus pobladores. A 
partir de ese momento, la informalidad urbana en 
la ciudad crece exponencialmente. 

Los complejos urbanos de alta densidad dejan 
de construirse a mediados de los años noventa 
(los últimos fueron Mascias, Samoré, Lafuente, 
Consorcio XVI y Donizetti, destinados a sectores 
medios y trabajadores de diferentes áreas del Es-
tado). Asimismo, se expande como modalidad de 
construcción de edificios individuales construidos 
por cooperativas de trabajo (Covitur, Poder Legis-
lativo, Codepro, Personal del Subterráneo, entre 
otros) con menor intensidad y en áreas de mayor 
centralidad urbana. 

En todo este período, de fuerte hegemonía en la 
ciudad del proyecto económico neoliberal, la in-
tervención del Estado local en materia de vivien-
da merma considerablemente, constituyéndose el 
mercado como el ámbito casi excluyente de acce-

so a la vivienda. Consecuentemente, en este lapso 
se agudizaron los procesos de desigualdad y se-
gregación socio espacial generando escenarios de 
contrastante entre la relegación y exclusión urba-
na de la zona sur y la revalorización y el ennoble-
cimiento de zonas ubicadas en el centro y norte 
de la ciudad para los sectores más acomodados.
 
En la ciudad, este proceso de mercantilización de 
la política habitacional fue matizado, entre el 2003 
y el 2007 durante la gestión Ibarra/Telerman, por 
una política habitacional que se caracterizó por la 
construcción de viviendas como parte del proceso 
de (re)urbanización de villas de la ciudad sumado 
a la apertura de calles, liberación de zonas para la 
generación de espacio público en estos barrios y 
la extensión de servicios urbanos (Villa 17/Barrio 
Pirelli, Zavaleta, 1-11-14, Piletones, Villa 15, Fáti-
ma)

En cambio, la gestión macrista, como se señaló, 
se carcetizó por la desinversión en materia habi-
tacional y preeminencia del mercado como orde-
nador de la política habitacional. En efecto, Mau-
ricio Macri asumió como Jefe de Gobierno en 2007 
con la promesa de construir 10.000 viviendas por 
año. Sin embargo, en sus 8 años de mandato no 
construyó el equivalente a lo comprometido para 
un sólo año. Durante sus dos periodos de ges-
tión (2007-2015) se detuvo significativamente el 
ritmo de construcción, y las intervenciones se re-
dujeron al embellecimiento del espacio urbano y a 
la regularización dominial de complejos urbanos. 
También se intentó avanzar, sin éxito, en la regu-
larización de viviendas precarias en villas. 

Esta iniciativa “regularizadora” en los conjuntos 
urbanos, consistía en transferir a sus ocupantes la 
numerosa cantidad de viviendas cuya titularidad 
de dominio aún recaía, a través del Instituto de 
Vivienda (IVC), sobre el Estado de la Ciudad. El 
IVC, como integrante de los consorcios, era re-
ceptor de reclamos y responsabilidades legales 
y económicas ante, por ejemplo, los juicios por 
falta de pagos de expensas, o reclamos de per-
sonal contratado por el consorcio. Asimismo, se 
le adicionaban otras demandas como la falta de 
mantenimiento y arreglos en los edificios (algunos 
vinculados con vicios estructurales u ocultos), el 
mantenimiento de ascensores, los problemas de 
convivencia (muchas veces vinculados al propio 
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diseño de megaconsorcios con servicios comunes, 
a los procesos de adjudicación y a la coyuntura 
económica, entre otros). En la dinámica cotidia-
na de estos complejos, el IVC aparecía, entonces, 
como el único canal de interlocución de los ve-
cinos con el Estado local para poder vehiculizar 
reclamos y demandas.

La regularización dominial fue presentada como 
una política progresiva en materia habitacional 
porque avanzaba en la seguridad de la tenencia 
de la vivienda, pero perseguía otro fin: desres-
ponsabilizar al Estado de aquellos compromisos 
que legalmente le correspondían como titular de 
dominio y desentenderse de aquellos que le co-
rresponden como Estado. Sobre este punto en 
particular, es necesario afirmar que, más allá de la 
regularización dominial, hay responsabilidad esta-
tal porque el Estado nunca puede desentenderse 
de su obligación de garantizar el derecho a una 
vivienda adecuada. Además, muchas de las obras 
y mejoras que establecen las leyes de emergencia 
habitacional de villas y conjuntos urbanos nunca 
se terminaron, de modo que ahí también existe 
una indelegable responsabilidad del Estado local.
Paradójicamente, la política habitacional del go-
bierno macrista en la ciudad convivió con una 
administración nacional que desde la salida de 
la crisis neoliberal de principios de siglo, promo-
vió políticas de reparación de derechos sociales 
orientadas a la mejora general de las condiciones 
de vida de los habitantes. Durante los años de 
administración nacional kirchnerista, las políticas 
habitacionales nacionales fueron uno de los mo-
tores de la reactivación económica y la generación 
de empleo, a través del aumento de la inversión 
pública para la (re)urbanización de asentamien-
tos informales y villas, la construcción y mejora-
miento de viviendas mediante la implementación 
de distintos planes y programas como los Planes 
Federales I y II, Techo y Trabajo, Mejor Vivir o el 
Procrear (Ostuni, 2007; Cravino 2012)

En la actualidad, nos encontramos ante un esce-
nario donde el gobierno de la Ciudad de Buenos 
Aires se ha visto exigido por la Justicia y por orga-
nizaciones civiles y sociales a cumplir con las leyes 
que reconocen el derecho a la vivienda digna y el 
derecho a la urbanización y radicación de los ha-
bitantes que viven en condiciones de precariedad 
urbana. Luego de años de lucha en las calles y en 

los tribunales, el actual Gobierno local se com-
prometió a urbanizar cuatro villas porteñas (Villa 
20, Villa 31, Villa Rodrigo Bueno, Villa Fraga) y a 
continuar con la (demorada) relocalización de las 
familias asentadas sobre el Camino de Sirga de la 
Cuenca Matanza Riachuelo. En este contexto, se 
encuentran en construcción una importante canti-
dad de complejos de mediana altura y densidad 
para la relocalización in situ de familias asentadas 
en estas zonas precarias de la ciudad. 

En el próximo apartado me propongo advertir 
sobre problemáticas del habitar en los grandes 
complejos de vivienda social, tanto en aquellos 
construidos en los años 60 y 80 del siglo pasado 
como en los más recientes construidos o adjudi-
cados en los últimos 15 o 20 años, en el marco de 
procesos de (re)urbanización de villas.

El espacio colectivizado: los 
efectos contradictorios de una 
política pública

Las viviendas de interés social que adoptan la for-
ma de grandes complejos urbanos, o también lla-
mados conjuntos habitacionales, se caracterizan 
por contar con una gran cantidad de espacios y 
bienes comunes que los habitantes deben com-
partir y gestionar. Aquellos construidos entre los 
60 y los 80 llegaron a contener 2000 viviendas 
(Piedrabuena), 3000 viviendas (Soldati) y hasta 
6500 viviendas (Savio I y II). Aquellos construidos 
y en construcción en el marco de procesos de (re)
urbanización de villas recientes cuentan con una 
densidad media, máximo 3 o 4 pisos de altura, y 
concentran entre 200 y, máximo, 600 viviendas.

Las evaluaciones sobre la performance de estas 
plazas habitacionales ya construidas arrojan, en 
primer lugar, que el estado edilicio si bien es di-
símil, en la mayoría de los casos presenta dificul-
tades de mantenimiento. En algunos, el deterioro 
edilicio alcanzó niveles de alta gravedad convir-
tiéndose en un problema social y urbano que de-
mandaba de conocimientos técnicos y recursos 
económicos que excedían ampliamente la posi-
bilidad de resolución de forma autogestiva por 
parte de la comunidad de residentes. Los princi-
pales problemas que padecen estos complejos se 
vinculan con condiciones de inseguridad edilicia, 
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y espacios y bienes de uso común deteriorados, 
situación que impone para su mejoramiento accio-
nes preventivas y correctivas1.

A fines de la década del 90, vecinos organiza-
dos de diferentes complejos de vivienda social 
lograron dar visibilidad a su problemática y que 
el Poder Legislativo local sancionara diferentes 
leyes que reconocían la necesidad de realizar 
diagnósticos técnicos y elaborar e implementar 
soluciones desde el Estado para rehabilitar el par-
que de vivienda social. La Ley 177/99 constituye 
la base troncal de estos avances y abarca a va-
rios complejos habitacionales (Lafuente, Samoré, 
Donizetti, Rivadavia II, Illia, Consorcio XVI, Savio 
III y Copello). Luego se dictaron leyes específicas 
para problemáticas puntuales de cada complejo, 
por ejemplo la Ley 623/01 del C.U. Soldati, la Ley 
625/01 del C.U. Illia, la Ley 1333/04, la Ley 1686/05 
del C.U. Piedrabuena, entre otras. 

Sin embargo, la cuestión edilicia no es la única 
dificultad. La falta de pago de expensas, la apro-
piación de espacios comunes u otros tipos de in-
cumplimientos de normas de convivencia, las ad-
ministraciones vacantes, la estigmatización social 
de los habitantes, los servicios urbanos limitados 
y la violencia e inseguridad completan el cuadro 
de la relegación urbana. En síntesis, una política 
pública que se propuso solucionar el problema 
del déficit habitacional generó las condiciones 
para el surgimiento de otras problemáticas que 
algunos autores han llamado “el problema de los 
con techo”.

Para abordar la complejidad del malestar urbano 
en estos espacios debemos tener en cuenta:

Condiciones sociales del entorno barrial; 

1)	 Localización: cercanía o lejanía respecto a 
la centralidad urbana;

2)	 Conectividad;
3)	 Densidad y altura;
4)	 Antigüedad edilicia;
5)	 Calidad constructiva;
6)	 Tamaño, funcionalidad y accesibilidad;

7)	 Niveles de complejidad organizativa para 
la gestión de espacios y bienes comunes;

8)	 Costo de mantenimiento;
9)	 Composición social de los residentes;
10)	 La mayor o menor presencia y acompaña-

miento del Estado en los procesos de relo-
calización, inserción y mantenimiento;

11)	 Los niveles de participación de los desti-
natarios en los procesos de relocalización;

12)	 La coyuntura social y económica en tanto 
se favorezcan condiciones de inclusión o 
exclusión social. 

Todas estas variables influyen en la problemáti-
ca de los con techo, dan cuenta de su gravedad 
y dependiendo su desarrollo inciden en la ma-
yor o menor complacencia de los usuarios con su 
vivienda. Ahora bien, al considerar el grado de 
satisfacción de los residentes con su hábitat, se 
deben tener en cuenta tres escalas de análisis: 
vivienda, complejo habitacional y barrio (Cravino, 
2012).

Cuando el malestar se refiere a la vivienda propia-
mente dicha, en la mayoría de los casos se vincula 
a la calidad constructiva, al tamaño inadecuado 
para la cantidad de integrantes o a su imposibi-
lidad de agrandarla o de convertirla en un local 
comercial. En síntesis, si se adapta o no a las 
necesidades cambiantes de la vida familiar. 

Más recientemente, a partir de 2016, con el au-
mento desmedido de las tarifas de los servicios 
básicos y esenciales como el agua, la luz, el gas, 
el ABL y las expensas, se ha adicionado un nue-
vo problema que complejiza los existentes, en la 
medida en que la vivienda se ha convertido en un 
bien aún más costoso de mantener.

Cuando el eje está puesto en el complejo habita-
cional, en general está vinculado a los conflictos 
de convivencia por la falta de mantenimiento de 
los espacios comunes, la apropiación individual 
de espacios colectivos (por ejemplo, espacios 
circundantes a los departamentos de las plantas 
bajas que son apropiados para convertirlos en lo-
cales) y los altos niveles de morosidad en el pago 

1.	 Ver Informe de Auditoría 1.16.09 IVC Relevamiento del Estado, Seguridad e Infraestructura de los conjuntos habitacionales del IVC.
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de expensas, lo que conlleva la imposibilidad de 
una gestión consorcial adecuada.

Finalmente, el entorno barrial es otro de los as-
pectos que evalúan los residentes a la hora de dar 
cuenta de los mayores o menores niveles de (dis)
conformidad con la vivienda. Cuestiones como 
el acceso a escuelas públicas cercanas, a comer-
cios, a centros de salud, a vías de comunicación y 
transporte público fluido que garanticen una bue-
na conectividad con otras zonas de la ciudad, a 
una adecuada iluminación pública y limpieza de 
las calles, a sentirse seguros en relación a robos, 
delitos u otros tipos de violencia urbana, son par-
te del listado de reclamos. 

Procesos de (re)urbanización de 
villas: desafíos presentes

Desde diciembre de 2007 el PRO gobierna la Ciu-
dad de Buenos Aires. Mauricio Macri fue Jefe de 
Gobierno durante dos períodos. En 2015, Horacio 
Rodríguez Larreta lo sucedió en el cargo. Si bien 
la visión (neo) liberal sobre el Estado, el merca-
do, y la sociedad es compartida por ambos, en 
lo que respecta al hábitat popular, en particular 
las villas de la ciudad, sus modos, recursos y ni-
veles de intervención difieren. Durante la gestión 
de Macri predominó la visión más estrictamente 
liberal sobre el accionar del Estado local en vi-
llas. Las acciones se centraron, como ya mencio-
né, en la regularización dominial -recordemos los 
postulados de De Soto (2000) sobre la titulación 
asentamientos informales- y el maquillaje urbano 
(Cravino, 2016) a partir del embellecimiento de fa-
chadas y espacios comunes con bajo presupuesto 
y subejecución de las partidas. 

Durante la gestión de Rodríguez Larreta (2015-19) 
se vislumbra un aumento presupuestario signi-
ficativo y la ejecución de procesos de (re)urba-
nización de villas destacándose la construcción 
de complejos habitacionales de mediana altura y 
densidad para relocalizar in situ a sus habitantes 
en cinco villas de la ciudad. Si bien la construc-

ción de complejos en el marco de estos procesos 
de (re)urbanización no es nueva2, lo novedoso es 
que de alguna forma se retoman los niveles de 
ejecución que se habían perdido con el primer 
y segundo gobierno macrista, construyéndose en 
paralelo viviendas en la Villa Rodrigo Bueno, Villa 
Fraga, Villa 20, Villa 31 y aquellas destinadas para 
las familias asentadas en el Camino de Sirga en 
el Riachuelo. 

La explicación para este cambio obedece a una 
serie de motivos. En principio, la larga y sosteni-
da lucha de los habitantes de estos barrios, que 
junto con organizaciones de derechos humanos, 
civiles, sociales y políticas han logrado visibilizar 
esta problemática e imponer la necesidad de un 
plan de acción gubernamental. También fueron 
importantes las sentencias judiciales que en de-
fensa de los pobladores obligaron al Gobierno de 
la Ciudad a tomar medidas de acción. Finalmente, 
la (re)urbanización de estas villas está ligada a 
proyectos de desarrollo urbano circundantes. Esto 
quiere decir que el interés no solo está puesto en 
mejorar la calidad de vida de los habitantes sino 
en desarrollar zonas de la ciudad para lo cual se 
hacen necesarias estas intervenciones. 

Dada la experiencia previa y los resultados disí-
miles pero en su mayoría insatisfactorios que han 
arrojado las políticas de construcción de grandes 
complejos urbanos, me pregunto cómo hacer que 
la actual política de (re)urbanización de villas sea 
realmente parte de la solución y no del problema. 
Bourdieu3, ya a fines de los años 70 del siglo pa-
sado, al analizar la vida en los Habitation à Loyer 
Modéré -grandes parques de vivienda pública y 
social en alquiler- advertía que el realojamiento, 
paradójicamente, puede empobrecer a una fami-
lia, en la medida que le hace perder el equilibrio 
que aseguraba su supervivencia. Así, la vivienda 
moderna, contradictoriamente, se convierte en un 
obstáculo a la entrada en la vida moderna que pa-
recía prometer. También nos advertía que lo que 
sucede en los Grands Ensembles franceses está 
vinculado, de manera directa, a las condiciones 
materiales de existencia de quienes allí residen. 

2.	 Se han comenzado a construir a mediados de los ‘90 y tuvieron su mayor producción desde ese entonces hasta el año 2007 cuando 
se construyeron los complejos habitacionales en: Villa 20, Villa 17, Villa 6, Villa Zabaleta, Villa 1-11-14, Los Piletones, Villa Cartón, Villa 
3-Fàtima, Villa 15. Luego entre 2007 y  2015 esta intervención merma considerablemente y retoma su ejecución en 2016.

3.	 Bourdieu, Pierre (2006) ARGELIA 60. Estructuras económicas y estructuras temporales. Siglo XXI Editores Argentina.
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En un escenario de ajuste, inflación y pérdida de 
derechos, es evidente que los objetivos de desa-
rrollo e inclusión enunciados como el horizonte 
de la política habitacional serán fuertemente ero-
sionados. El malestar urbano es el resultado de 
sucesos o procesos cuya lógica no está exclusiva-
mente vinculada a las urbanizaciones mismas sino 
en los mecanismos más globales que organizan la 
vida de los sectores populares, parafraseando a 
Bourdieu (1999), “no es la concentración vertical 
de los habitantes la que produce esos problemas, 
sino que esos problemas son el resultado de la 
concentración vertical de las dificultades”. 

Palabras finales

Revisar los antecedentes de la actual intervención 
urbana me lleva a advertir sobre concepciones y 
errores del pasado, sobre todo en un contexto 
social y económico que en los últimos años se ha 
complejizado en términos de fragmentación, po-
breza, vulnerabilidad y desafiliación social; pero 
también a enfatizar que sin la implementación de 
una política económica que fomente el desarrollo 
y la inclusión social muy difícilmente el resultado 
de estas políticas sectoriales sea exitoso en térmi-
nos de igualdad y justicia espacial. 

 Ante la actual política de urbanización de villas 
de la ciudad se vuelve imprescindible retomar los 
principios políticos, teóricos y jurídicos del con-
cepto de hábitat, entre otros, y lograr efectivizar-
los en la política pública que se está llevando 

a cabo. En este sentido debe desplegarse una 
política integral que garantice la efectividad de 
los diferentes derechos sociales y urbanos en el 
nuevo espacio habitado contemplando las dife-
rentes escalas ya detalladas: vivienda, complejo y 
entorno barrial. 

Otro aspecto a considerar, también, es la tem-
poralidad de la acción estatal en cada momento 
de su intervención. Durante la planificación, eje-
cución y adjudicación de la nueva urbanización 
es imprescindible la participación y construcción 
colectiva con los propios destinatarios de la polí-
tica pública pero también con organizaciones de 
la sociedad civil y organismos de defensa de los 
derechos de los ciudadanos, que permita ejecutar 
acciones consensuadas y realizar evaluación de 
las mismas. 

En el proceso pos adjudicación, uno de los ries-
gos que debe evitarse es motivar procesos de 
gentrificación o exclusión por falta de capacidad 
para hacer frente a las obligaciones económicas 
inherentes a mantener la vivienda. También el Es-
tado debe monitorear de cerca el desenvolvimien-
to de la futura autogestión y capacidad económica 
de las comunidades consorciales para lograr el 
mantenimiento adecuado de los bienes y espacios 
de uso común, y desarrollar acciones cogestivas 
(Comunidad-Estado) cuando la autogestión no 
sea efectiva. La (re)urbanización debe ser integral 
pensando en el espacio urbano en su conjunto y 
no solo en el fragmento espacial que constituye el 
complejo habitacional. 
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Resumen

El articulo propone un recorrido por la evolución de las políticas de vivienda que configuraron el ur-
banismo de las modernas ciudades europeas y establecieron modelos políticos de entender y hacer 
uso del suelo público dedicado a viviendas con algún tipo de protección. Para ello, se realiza una 
aproximación al origen de la vivienda como elemento de protección social, y desarrolla la evolución de 
las políticas según diferentes momentos históricos, que supusieron puntos de inflexión en la adopción 
de estrategias para favorecer el acceso a la vivienda a colectivos vulnerables y/o con escasos recursos 
económicos.

Palabras Clave: Políticas de Vivienda, protección social, ciudades europeas.  

presentado: 10.05.19

Aceptado: 05.07.19

Se permite y alienta la copia y utilización de todos 
los contenidos de este sitio web bajo los términos 
de una licencia Creative Commons BY-NC-SA 3.0



Cuestión Urbana - Año 3 Nro. 5 - 2019

64

Sección > Artículos

Introducción

El presente manuscrito pretende hacer un recorri-
do por la evolución de las políticas de vivienda 
que configuraron el urbanismo de las modernas 
ciudades europeas y establecieron modelos políti-
cos de entender y hacer uso del suelo público de-
dicado a viviendas sujetas con algún tipo de pro-
tección. Para ello, realizaremos una aproximación 
al origen de la vivienda como elemento de protec-
ción social, y desarrollaremos argumentalmente 
la evolución de estas políticas diferenciando tres 
etapas evolutivas, que coinciden con hechos his-
tóricos clave, que supusieron puntos de inflexión 
en la adopción de estrategias para favorecer el 
acceso a la vivienda a colectivos vulnerables y/o 
con escasos recursos económicos. 

Para realizar este recorrido consideramos necesa-
rio la introducción del concepto de vivienda como 
un derecho fundamental, reconocido en todos los 
marcos constitucionales europeos y que reviste 
una especial importancia dado que la no satisfac-
ción de este derecho compromete severamente la 
satisfacción de otros derechos sociales fundamen-
tales reconocidos a nivel internacional.

El derecho a la vivienda es un derecho que se 
desarrolla a partir de la Segunda Guerra Mundial, 
fruto de las enormes dificultades en muchos paí-
ses europeos con un parque de viviendas obsole-
to y seriamente afectado por la contienda bélica. 
Esto ha hecho que no sea un derecho tan desarro-
llado como aquellos derechos de primera genera-
ción y que son comunes en la mayoría de las car-
tas constitucionales de los países democráticos. 

El derecho a la vivienda no suele ser un derecho 
explícito en el marco constitucional de los países 
europeos, sin embargo, ha sido regulado a través 
de legislación específica y, en todo caso, cabría 
deducir este derecho del respeto a los derechos 
humanos reconocidos en los tratados internacio-
nales (Álvarez-Borja, 2014, p. 4).

En esta línea, la Declaración Universal de los Dere-
chos Humanos de 1948, ratificada por España en 
el artículo 10.2 de la Constitución Española, en el 
primer párrafo de su artículo 25 reconoce expre-
samente el Derecho de la vivienda argumentando 
que “Toda persona tiene derecho a un nivel de vida 
adecuado que le asegure, así como a su familia, la 
salud, el bienestar, y en especial la alimentación, el 
vestido y la vivienda”. En estos mismos términos 
se refieren otros pactos internacionales como el 
Pacto Internacional de Derechos Económicos y So-
ciales y Culturales de 1966 en su artículo 11.

En esta definición se incluye el término “adecua-
ción” como un elemento relevante para la confi-
guración y definición del derecho a la vivienda, 
puesto que no queda definido qué requisitos son 
precisos para categorizar la adecuación de una 
vivienda. Si nos atenemos a lo defendido por el 
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Cultu-
rales, la adecuación de una vivienda pasa por po-
seer “calidad suficiente para asegurar la protección 
frente a los elementos, reflejar las necesidades cul-
turales de sus ocupantes (por lo que incluye vehí-
culos, caravanas, campamentos y otras estructuras 
no permanentes), estar conectada a suministros y 
saneamiento públicos y a servicios públicos y opor-
tunidades de trabajo a través de una infraestructu-

Summary

The article proposes a journey through the evolution of housing policies that shaped the urban planning 
of modern european cities, and established political models of understanding and making use of public 
land dedicated to housing with some kind of protection. To do this, an approach is made about the origin 
of housing as an element of social  protection and develops the evolution of the policies according to 
different  historical moments, which leds to turning points in the adoption of strategies to favor access  to 
housing for vulnerable groups and/or with scarce of economic resources.

Key words: Housing policies, Social protection, European cities.
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ra adecuada, así como incluir protección adecuada 
frente al desahucio forzado o sumario y ser asequi-
ble”.(Gómez-Jiménez, 2017, p. 362) Una definición 
de la adecuación de la vivienda compartida por 
la Agencia de los Derechos Fundamentales de la 
Unión Europea (Agencia de los Derechos Funda-
mentales de la Unión Europea, 2010, p. 78).

Siguiendo a Gómez-Jiménez (2017, p. 362), tam-
bién el Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos establece como crite-
rios mínimos sobre la adecuación de la vivienda: 
la seguridad en la tenencia, la disponibilidad de 
los servicios materiales, la asequibilidad, habita-
bilidad y accesibilidad.

Además de la adecuación, apelando a los Princi-
pios Fundamentales recogidos en el Código Deon-
tológico de la profesión de Trabajo Social, la dig-
nidad humana es otro término constituyente de 
una garantía para la satisfacción del derecho a 
la vivienda (Juan-Toset, 2016, p. 14; Paniagua, 
2015). El Alto Comisionado de las Naciones Uni-
das para los Derechos Humanos establece que 
“el derecho humano a una vivienda adecuada es 
el derecho de toda mujer, hombre, joven y niño a 
tener y mantener un hogar y una comunidad se-
guros en que puedan vivir en paz y con dignidad”, 
entendiendo la vivienda como un derecho vincu-
lado intrínsecamente a la satisfacción de otros 
derechos humanos fundamentales y como un es-
pacio adecuado, con unos servicios básicos a un 
precio razonable.

Por tanto, la consecución del derecho a la vivienda 
no se puede limitar a las características de adecua-
ción física y urbana de la misma, sino que también 
se transfiere a la satisfacción de los derechos huma-
nos de quienes la habitan, como lo es la dignidad, 
la seguridad, el desarrollo libre de la propia per-
sonalidad y la participación efectiva en la sociedad 
(Leckie, 1992, p. 18)

El derecho de la vivienda, en definitiva, es un 
derecho clave para el acceso a otros derechos 
básicos, por lo que la falta de acceso al mismo 
origina una vulnerabilidad social que se traduce 
en el menoscabo de la integridad de la persona, 
su salud, su vida familiar y social, la educación, el 
empleo y el medio ambiente (Arredondo, 2017, p. 
27; Pisarello, 2009, p. 2). 

La vivienda, sin embargo, sujeta a las tensiones 
especulativas y del mercado ha entrado de mane-
ra frecuente en conflicto con la garantía del de-
recho que comporta y la función social intrínseca 
que conlleva. 

Origen de las viviendas sociales 

La búsqueda del origen de las viviendas sociales 
nos traslada al siglo XVIII (1750-1780), a los al-
bores de la revolución industrial en Europa, más 
concretamente en Inglaterra. El éxodo rural provo-
cado por el trasvase de la mano de obra agraria al 
sector industrial centralizado en las grandes urbes, 
aumentó la población de las ciudades que se mos-
traron incapaces de absorber tal flujo migratorio. 
A comienzos del siglo XIX, las tensiones sociales 
se fueron recrudeciendo en la medida en la que 
se agravaban problemas sociales como el hacina-
miento, vivienda precaria, pobreza, lucha de clases, 
etc. (Chaves-Palacios, 2004, p. 98). Esta situación 
supuso un reto para la vivienda y alojamiento de 
la clase obrera, no por el respeto a un derecho de 
acceso de la vivienda, entonces inexistente, sino 
por dar respuesta a las deficientes condiciones de 
salubridad y riesgos asociados (enfermedades, epi-
demias, etc.) y los desórdenes públicos derivados 
de la falta de alojamiento (Rule, 1990).

La vivienda obrera, además de escasa y deficien-
te, estaba en manos del libre mercado al servicio 
de los intereses de la clase burguesa, a través del 
cual ejercía un acérrimo control de la clase obrera 
(García-Marquina, 2013, p. 172). La degradación 
del hábitat que encarnó el modelo privado de ges-
tión de la vivienda obrera durante la revolución 
industrial fue denunciado públicamente por Edwin 
Chadwick en 1842 en su informe The Sanitary Con-
dition of the Labouring Population, más conocido 
como Informe Chadwick, evidenciando la necesi-
dad de generar políticas que permitieran el acceso 
a la vivienda a la población con recursos económi-
cos más limitados (Díaz López, 2003, p. 184)

Tal fue la repercusión de este informe, junto con 
otros documentos de denuncia pública y la es-
calada de tensión social ante la precarización de 
la vivienda, que en Inglaterra, en el año 1844, se 
creó una Comisión Real de estudio de la cuestión 
que culminó en 1848 con la Public Health Act. Esta 
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ley gozó de una enorme relevancia puesto que, 
además de identificar los principales problemas 
de salud pública de la época y definir una estruc-
tura para combatirlos, posibilitó que la respon-
sabilidad de la salud pública pasara a manos del 
Estado incluyendo la responsabilidad derivada de 
las condiciones de la infravivienda (Calman, 1998, 
p. 587; Díaz López, 2003, p. 184). 

Así, en Europa, el control de la vivienda social 
pasó, en un breve espacio de tiempo, de estar en 
manos privadas a depender del Estado, inicián-
dose a mediados del siglo XIX un periodo de de-
sarrollo de normativas y legislaciones de carácter 
nacional dirigidos a la regulación, funcionamiento 
y ordenamiento de estas viviendas, que se eri-
gieron como elementos catalizadores para la paz 
social y el desarrollo económico y urbano en los 
países europeos (García-Almirall & Arends-Mora-
les, 2012, p. 5)

Este desarrollo urbano vivió su cénit a finales de 
siglo XIX con el Congreso Internacional de la Vi-
vienda de París de 1889, que supuso un hito de 
referencia internacional sobre las nuevas líneas de 
intervención en urbanismo y vivienda que se esta-
ban dando en la mayoría de los países europeos 
en los que ya habían comenzado trabajos de sa-
neamiento y demolición de viviendas con proble-
mas de salubridad, urbanización y equipamientos 
urbanos. Sin embargo, fue necesario esperar has-
ta la entrada del siglo XX para dar el pistoletazo 
de salida a la génesis y desarrollo de políticas 
de acceso a las poblaciones con rentas limitadas 
(Rodríguez-Alonso, 2009, pp. 126-127) fundamen-
talmente dirigidas, en un primer momento, a la 
construcción de viviendas para trabajadores en el 
Reino Unido, Alemania, Holanda y Escandinavia 
(Louvot-Runavot, 2001, pp. 44-45). 

Sin menoscabar el interés de estas primeras cons-
trucciones destinadas a la población con vulnera-
bilidad socioeconómica, es preciso destacar que 
estas viviendas fueron muy reducidas en número 
si se tienen en cuenta las enormes dificultades de 
acceso a la vivienda de la época. Hubo que es-
perar a la finalización de la Segunda Guerra Mun-
dial, ante los déficits de vivienda en una Europa 
arrasada por las dos contiendas internacionales, 
cuando se comienza una etapa de intensificación 
en la construcción de vivienda pública, principal-

mente de alquiler (Pareja Eastaway & Sánchez 
Martínez, 2012, p. 2) dirigidas a población con es-
casos recursos. A partir de este momento, fueron 
evolucionando los sistemas legales y políticos de 
viviendas sociales de los distintos países, siguien-
do diferentes modelos de gestión pública de las 
viviendas sociales que veremos más adelante.

Para el caso español, el origen de las políticas so-
ciales en materia de vivienda se inicia a mediados 
del siglo XIX, partiendo de iniciativas de gobier-
nos locales de ciudades como Madrid, Barcelona 
o Burgos relacionadas con la cesión de espacios 
o ayudas puntuales destinadas a la construcción 
de viviendas colectivas para la población obrera. 

La vivienda se erigió como un recurso útil para pa-
liar las problemáticas de salud pública, pues per-
mitía a la población mantener unas condiciones 
higiénicas mínimas. Sin embargo, la escasez de 
vivienda a precios económicos imposibilitaba el 
acceso a la población con menores recursos eco-
nómicos. Esta situación promovió la aprobación 
de la Ley de las Casas Baratas de 1911 (Jerez-Mir, 
2012, p. 168), esta ley supuso un hito de gran 
relevancia en la sociedad de principios del siglo 
XX, pues hasta entonces la vivienda y su gestión 
había estado en manos privadas, poco proclives a 
facilitar el acceso a colectivos vulnerables. (Castri-
llo Romón, 2003, p. 6).

A pesar del avance social que emprendió La Ley 
de Casas Baratas de 1911, ésta no contó con el 
éxito que se esperaba debido, lo que requirió diez 
años más tarde, en 1921, de la publicación de una 
nueva ley de Casas Baratas y sus posteriores mo-
dificaciones en 1924 y 1925 (Arias-González, 2011, 
p. 39) que con medidas como la facilitación del 
crédito y las primas a la construcción (Van-Halen, 
2016, p. 160) consiguieron despegar la construc-
ción de casas baratas y económicas con unos re-
sultados de construcción elevados fomentando la 
propiedad de la vivienda frente al alquiler, hasta 
que acaeció la crisis internacional derivada del 
crack de 1929 que derivó en una recesión eco-
nómica en España, que afectó, principalmente, al 
sector de la vivienda y el posterior advenimiento 
de la Guerra Civil española en 1936.

Para que el Estado español asumiera como fun-
ción propia la construcción de viviendas hubo que 
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esperar, como sucedió en el caso europeo, al pe-
riodo de posguerra. El fin de la contienda supuso 
el despegue de las políticas dirigidas a la reforma 
del urbanismo y el modelo de viviendas. Así, la 
Ley de 19 de abril de 1939, por la que se esta-
blece un régimen de protección a la vivienda de 
renta reducida y la creación del Instituto Nacional 
Vivienda (INV) encargado de fomentar la construc-
ción de vivienda protegida, es la primera norma 
relativa a la protección de la vivienda.

Evolución de las políticas sociales 
de vivienda en Europa

La evolución de las políticas de protección social 
sobre vivienda en el continente responde a tres 
etapas diferenciadas por hitos históricos que su-
pusieron puntos de inflexión en la manera de con-
cebir estas políticas. Así, la primera etapa comien-
za en los años 50, tras la finalización de la Segun-
da Guerra Mundial, que deja una Europa con un 
parque de viviendas muy deteriorado por la con-
tienda y con una población europea con grandes 
dificultades para acceder a una vivienda con unas 
condiciones mínimas a un precio asequible. Esta 
etapa finaliza en las postrimerías de los años, 70 
tras los efectos de la crisis petrolera en Europa y 
la instauración de la democracia en España. 

La segunda etapa, se extiende desde los años 80 
hasta la crisis económica de 2008. Este periodo 
se caracterizó por la intensificación de la cons-
trucción en la Unión Europea y en España por el 
desarrollo económico. Se vio truncada por el esta-
llido de la burbuja inmobiliaria que desencadenó 
una crisis económica mundial donde el derecho a 
la vivienda se vio profundamente resentido. 

La última etapa, que abarca los últimos 10 años 
hasta la actualidad, viene definida por las conse-
cuencias de la grave crisis y las profundas refor-
mas en las políticas y legislación dirigidas a resti-
tuir y reformular los derechos y garantías sociales 
que se vieron seriamente comprometidos.
 
Etapa I: desde 1955 hasta finales de 
los 70

La gran crisis económica de los años 30, las dos 
guerras mundiales y las guerras civiles en Espa-

ña y Grecia habían arrasado una buena parte del 
parque de viviendas del que gozaba Europa en 
los inicios del siglo XX, así como de las viviendas 
sociales fruto de las pioneras políticas de vivienda 
que se originaron a mediados del siglo XIX, y que 
hemos referido con anterioridad.

Como indica Rodríguez Alonso (2009, p. 127), la 
escasez de vivienda que se sufre en Europa a fi-
nales de los años 40 y la explosión demográfica 
tras la Segunda Guerra Mundial, fueron causantes 
de un periodo con una elevada construcción de 
viviendas alcanzando, a finales de los años 70 en 
el Reino Unido, Alemania y Norte de Europa, un 
volumen de viviendas adecuado a las necesidades 
de la población.

En este boom constructivo de aproximadamen-
te 30 años de duración, los poderes públicos de 
Europa (fundamentalmente países de las zonas 
Centro y Norte de Europa, ya que en los países 
del sur de Europa el boom de la construcción fue 
posterior, en torno a los años 60) invirtieron ma-
sivamente en vivienda, de manera directa a través 
de la inversión pública como lo hacían los países 
del bloque socialista, o indirecta, incentivando la 
iniciativa privada. También el modelo mixto cuajó 
en muchos países de la zona euro (Fourcaut & 
Voldman, 2013, pp. 6-7).

Así, con el objetivo de garantizar un número de 
viviendas suficiente y favorecer el acceso de toda 
la población a una vivienda adecuada, los países 
europeos, en los años 50, ponen en marcha ayu-
das que se pueden organizar en las siguientes 
categorías en función de la cronología con la que 
se han ido instaurando en este periodo de alta 
intensidad constructiva hasta finales de los 70 
(Rodríguez-Alonso, 2009, pp. 127-128):

•	 Ayudas a la producción. Destinadas a reducir 
los costes de construcción de las viviendas. 

•	 Ayudas a las personas. Destinadas directamen-
te a inquilinos que no pueden soportar el coste 
de la vivienda.

•	 Ayudas fiscales. Dirigidas a reducciones o 
exenciones tributarias por la compra o alquiler 
de vivienda.

Sin embargo, estas ayudas se centraron en gene-
rar suficiente stock de viviendas y, aunque estas 
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ayudas sirvieron para ampliar notablemente el 
parque residencial de estos países, la calidad de 
las viviendas y los servicios urbanos no fueron de 
la mano del aumento residencial.

Por su parte, a nivel nacional, la política de vivien-
da seguida en este periodo en España responde a 
dos líneas fundamentales: por una parte, facilitar 
el acceso a la vivienda en un periodo de posgue-
rra donde la falta de disponibilidad y la precarie-
dad de la vivienda era uno de los problemas más 
acuciantes, a través del desarrollo de políticas 
que favorezcan la promoción y construcción de 
nuevas viviendas. Por otra parte, derivada de la 
orientación en la que se fabricaron estas políticas 
de incentivos a la construcción, se favoreció la 
propiedad frente al alquiler (Naredo, 2010, p. 17).

Como se menciona en el apartado anterior, la 
etapa de construcción masiva en España llega a 
finales de los años 60, esto es, casi dos décadas 
de retraso con respecto al boom constructivo en 
Europa. Sin embargo, esta etapa en España ape-
nas duró una década, de 1964 a 1976, un tiempo 
récord en comparación con los 30 años invertidos 
en Europa para reconstruir el parque de viviendas 
que quedó arrasado tras las Segunda Guerra Mun-
dial (Leal, 2005, p. 67).

Como en el caso europeo, el objetivo de este de-
sarrollismo constructivo era atender a la demanda 
de vivienda debido a que el parque de viviendas 
había quedado obsoleto e insuficiente, incapaz de 
atender las nuevas realidades sociales que sur-
gieron como la migración de la población rural 
española a las ciudades. Asimismo, los Planes de 
Desarrollo Económico y Social de los gobiernos 
franquistas pusieron el foco en el acceso a la vi-
vienda de las personas con menos recursos eco-
nómicos a través de la construcción de viviendas 
protegidas.

Sin embargo, a diferencia de otros países euro-
peos, la legislación española fomentó un parque 
de vivienda de propietarios, frente a otras fór-
mulas como el alquiler. Como afirma Maldonado 
(2005, p. 68), España es un país de propietarios 
a pesar de que en el año 1950 más de la mitad 
de los hogares españoles estaba en régimen de 
alquiler, tendencia que se fue revertiendo por di-
ferentes motivos que estudiamos a continuación.

En primer lugar, por la puesta en marcha de le-
yes que favorecían la compra-venta de la vivienda 
frente al alquiler, es el caso de la Ley de Arrenda-
mientos Urbanos de 1946. Esta ley estableció la 
congelación del valor del alquiler, además de una 
prórroga indefinida de los contratos de alquiler 
con el objetivo de facilitar el acceso de la pobla-
ción con escasos recursos. Sin embargo, esta ley 
tuvo un efecto perverso, no sabemos si deseado 
o no, ya que las promociones de vivienda perte-
necían a manos privadas y los promotores encon-
traron más beneficio en la venta de las viviendas 
que en el alquiler. Esto hizo que se fomentara la 
propiedad del parque de vivienda en detrimento 
del alquiler, manteniéndose este pulso hasta la 
publicación de la nueva Ley de Arrendamientos 
Urbanos de 1994 (Leal, 2005, p. 138).

En segundo término, no es posible hablar del fo-
mento de la vivienda en propiedad sin tener en 
cuenta el Primer Plan de Viviendas Nacional de 
1955 aprobado por el Decreto de 1 de julio de 
1955, a través del cual se otorga la autorización al 
recién creado Instituto Nacional de Vivienda para 
la construcción de 550.000 viviendas de “renta 
limitada” entre 1956 y 1960, que facilitaron la re-
calificación de suelos para aumentar la edificabi-
lidad dando origen a los años del desarrollismo 
desde los sesenta hasta la crisis petrolífera de los 
años setenta que dilapidaron este modelo (Nare-
do, 2010, p. 17).

Otra fórmula con impacto en el aumento de la 
vivienda en propiedad en España fue la desgra-
vación impositiva por inversión en la compra de 
viviendas, a partir de la cual, el comprador de 
vivienda se beneficiaría de exenciones fiscales 
derivadas de la inversión realizada en vivienda, 
motivo que ha facilitado la compra-venta frente 
al alquiler. También las viviendas de protección 
oficial, o lo que es lo mismo, viviendas sociales 
destinadas a la venta, que a precios bajos com-
parados con las viviendas que ofrece el mercado 
libre (Leal, 2005).

Otro elemento es el impulso a la construcción de 
viviendas en España. La construcción de la vivien-
das no sólo cumple con el objetivo de ampliar el 
parque de viviendas para atender las demandas 
de vivienda de la población, sino también cumple 
un objetivo de fomento de la actividad económica 
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y, sobre todo, la creación de empleo en una época 
en la que España vivía aislada por la comunidad 
internacional y donde la capacidad adquisitiva y 
de ahorro era muy reducida (Van-Halen, 2016, p. 
146).

A nivel urbanístico, la legislación española vigente 
en esta primera etapa también contribuyó indi-
rectamente en la configuración de tenencia de la 
vivienda. Es el caso de la primera ley de Suelo 
de 12 de mayo de 1956. Ésta fue una ley avan-
zada que reguló el sistema urbanístico en el que 
la administración pública adquiere las competen-
cias integrales de su gestión, no siendo posible 
la actuación urbanística sin la planificación y au-
torización previa de la Administración. Introdujo, 
también, otros elementos innovadores como la 
valoración del suelo en función de la introducción 
de la clasificación tipológica de suelos, diferen-
ciando entre suelo urbano, de reserva urbano y 
rústico. Sin embargo, fue una ley que vio la luz 
sin un consenso político y con una fuerte reticen-
cia por parte de los ayuntamientos que desvirtuó 
el sentido originario de la norma y, debido a un 
insuficiente seguimiento por parte de las admi-
nistraciones locales competentes y unas medidas 
que no dieron respuesta a los cambios socioeco-
nómicos que se dieron cita en la España de los 
años 50, derivó en el desarrollo de un proceso de 
densificación de vivienda en las grandes ciudades 
y una contribución al desorden urbanístico en la 
periferia, favoreciendo una escalada importante 
del precio de la vivienda (Agudo et al., 2007, p. 
32). Por supuesto este aumento de precio bene-
fició los intereses económicos de los promotores 
que favorecían la venta de vivienda a través de la 
cual obtenían notables plusvalías.

Todo esto contribuyó a que España pasara de 
ser un país donde predominaba el alquiler en los 
años posteriores a la Guerra Civil a un país donde 
las tres cuartas partes de la vivienda son en régi-
men de propiedad y ha calado en la sociedad la 
cultura de la propiedad y la inversión en ladrillo 
para obtener rendimientos especulativos (Mateo, 
2013, p. 50).

Etapa II: de 1978 hasta 2008

Las dos últimas décadas del siglo XX vienen de-
finidas, en materia de vivienda social en Europa, 

por la crisis del petróleo, el freno en el crecimien-
to económico de los países europeos y la desapa-
rición del pleno empleo, lastrando a los Estados 
con bolsas elevadas de desempleo. Estos hechos 
tuvieron un impacto muy importante en la redefi-
nición de las políticas de vivienda en Europa.

Esta reorientación de las políticas llevó a cons-
treñir el sustento público a las viviendas sociales 
por medio de recortes presupuestarios y priva-
tización de viviendas sociales (García-Almirall & 
Arends-Morales, 2012)

En la actualidad, siguiendo a García-Almirall y 
Arends-Morales (2012), la política de vivienda 
europea ha virado de la atención a la clase tra-
bajadora a colectivos vulnerables y en riesgo de 
exclusión social en la sociedad actual, donde la 
cohesión social supone un reto a abordar en el 
siglo XXI junto con la eficiencia energética y la 
sostenibilidad de la construcción. Otro de los 
cambios notables a lo largo de la evolución de 
estas políticas en Europa es la competencia cada 
vez más autónoma de gobiernos locales y regio-
nales en la confección de planes, regulaciones y 
normativas relativas a la promoción y gestión de 
las viviendas sociales con el objetivo de acercar 
la estructura administrativa a la realidad social de 
las personas demandantes de vivienda social.

Centrándonos en la vivienda social, el estudio de 
los modelos de gestión en la Unión Europea re-
viste una enorme complejidad que parte de la 
conjugación de tres elementos fundamentales 
para la estandarización de modelos: el concep-
to de vivienda social, los diferentes modelos de 
gestión de las viviendas sociales y el desarrollo 
legislativo de cada país de acuerdo a su contextos 
específico.

Una de las principales dificultades para clasificar o 
agrupar los diferentes modelos de gestión segui-
dos por los países europeos radica en la defini-
ción del concepto de vivienda social. De acuerdo 
con Pittini & Laino (2012), la Unión Europea se 
caracteriza por la enorme diversidad de situacio-
nes, concepciones y de políticas de los estados 
miembros, siendo varios los conceptos que se 
dan cita para la definición del significado de vi-
vienda social, ente ellos encontramos, el tipo de 
ocupación (venta o alquiler), la titularidad pública 
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o privada de los proveedores, las características 
socioeconómicas de las personas beneficiarias y 
el modo de financiación de las viviendas. En torno 
a estos conceptos existe un amplio espectro de si-
tuaciones y regulaciones para la consideración de 
vivienda social entre los distintos estados miem-
bros. Por tanto, la construcción de una definición 
común de vivienda social resulta complicada. 

Atendiendo a esto, la Unión Europea, con el ob-
jetivo de estandarizar la información relativa a vi-
viendas sociales procedentes de los distintos paí-
ses de la Unión, toma como referencia lo expuesto 
en el II Informe Bienal sobre Servicios Sociales de 
Interés General donde se establece que la provi-
sión de vivienda social incluye;

“el desarrollo, alquiler o venta y manteni-
miento de viviendas asequibles y su atribu-
ción y gestión, que puede igualmente com-
prender la gestión de las propiedades inmo-
biliarias y el su entorno. Asimismo, la gestión 
de la vivienda social puede incluir aspectos 
sociales, sirva de ejemplo, los servicios so-
ciales que incluyen programas de vivienda o 
realojamiento para grupos específicos, o ser-
vicios de gestión de deudas para hogares de 
bajos ingresos.” (Comisión Europea, 2010).

En segundo lugar, parece claro que en los dis-
tintos países europeos se han seguido modelos 
diferentes de gestión de viviendas sociales, en 
función de la historia, los recursos y la evolución 
legislativa y de prestación de servicios que impera 
en cada país, esto ha contribuido a dificultar un 
consenso generalizado en torno a la clasificación 
y regulación de estos modelos de gestión. Así nos 
encontramos en la literatura científica diversas 
clasificaciones según diferentes criterios que es-
bozan comunalidades entre los modelos de ges-
tión de los distintos países europeos.

Es el caso de Lachambre, citado por Juan-Toset 
(2012, p. 454), que clasifica los modelos de ges-
tión de las políticas de viviendas en dos grandes 
sistemas en función de su trayectoria histórica. 
Por una parte, encontramos el “sistema político” 
donde se sitúan países como Reino Unido (hasta 
1988), Portugal, Irlanda, Luxemburgo y España, 
cuya característica común es que el parque de 
viviendas sociales es configurado de acuerdo a 

intereses o criterios políticos, sin tomar en cuenta 
las condiciones económico-financieras del país y 
estableciendo precios muy por debajo de las vi-
viendas sometidas al libre mercado fijados de ma-
nera arbitraria, sin tener en cuenta la capacidad 
de renta de las personas inquilinas. La gestión de 
las viviendas corre a cargo de sociedades conce-
sionarias o instituciones públicas.

Un segundo sistema lo componen aquellos países 
como Alemania, Austria, Holanda, Dinamarca y 
Reino Unido (desde 1988), que buscaron un equi-
librio entre el precio del alquiler de la vivienda 
y los ingresos de la población residente, es el 
llamado “sistema económico” que descarga su 
gestión en instituciones sin ánimo de lucro inde-
pendientes de la administración pública.

Por su parte, el Parlamento Europeo (2006) rea-
lizó una clasificación de los modelos de gestión 
de acuerdo al criterio de volumen de aportación 
económica de cada país dedicado a la política de 
viviendas. Como resultado se obtienen cuatro blo-
ques conformados de la siguiente manera:

•	 Países con una aportación superior al 3% del 
PIB a la política de vivienda. Entre los que se 
encuentran Países Bajos, Suecia y Reino Unido, 
donde los parques de viviendas sociales de al-
quiler son muy extensos.

•	 Países con una aportación entre el 1 y el 2% 
del PIB. Es el caso de países como Austria, 
Dinamarca, Francia y Alemania.

•	 Países con una aportación aproximada al 1% 
del PIB. Irlanda, Italia, Bélgica, Finlandia y Lu-
xemburgo son sus máximos exponentes y se 
caracterizan por tener una elevada vivienda en 
propiedad frente a un parque de viviendas so-
ciales en alquiler reducido.

•	 Por último, países con una aportación inferior 
al 1% del PIB, como son España, Portugal y 
Grecia, donde la propiedad de la vivienda es el 
sector ampliamente mayoritario, con un parque 
vivienda social de alquiler exiguo.

Otra clasificación viene dado por el Observato-
rio Europeo de la Vivienda Social, cuyo criterio 
se establece por el tamaño de población aten-
dido. Así, distingue países con un modelo “uni-
versalista”, esto es, que su política de viviendas 
propone objetivos de vivienda de calidad a pre-
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cios asequibles para el conjunto de la población, 
entre ellos destacan Países Bajos, Dinamarca o 
Suecia. Y, en segundo lugar, el resto de países 
europeos que constituyen el modelo “focalizado” 
donde la vivienda social está dirigido a colectivos 
concretos o grupos vulnerables (García-Almirall & 
Arends-Morales, 2012, p. 8)

Por tanto, la definición de modelos políticos en el 
ámbito de la vivienda en Europa va a depender 
de los criterios que se tomen en cuenta para la 
clasificación de las políticas de viviendas de cada 
país, no obstante, sí parece que en países del 
Norte de Europa se ha apostado por modelos más 
garantistas que en los países del Sur, realizando 
importantes inversiones en materia de vivienda, 
ajustándose a la realidad socioeconómica de las 
personas demandantes de viviendas e incluyendo 
un mayor rango de población susceptible de be-
neficiarse de estas políticas. 

Para el caso español, esta segunda etapa de fi-
nales del siglo XX y comienzo del XXI en España, 
viene definida, además de por las anteriormen-
te descritas características económicas y políticas 
que afectaron a Europa, por la finalización del ré-
gimen franquista y el alumbramiento y desarrollo 
de la Constitución Española de 1978. 

De acuerdo con Agudo-Zamora (2008, p. 7) la co-
rriente europea de finales del siglo XX de incluir 
en sus marcos constitucionales un listado de de-
rechos sociales que constituyera un marco jurídico 
de garantías sociales sobre el que basar un Esta-
do Social de Derecho, influyó en la redacción de 
la Constitución Española que dedicó su Capítulo 
III a la enumeración de los “Principios rectores de 
la política social y económica” y en su artículo 47 
recoger el acceso y disfrute a una vivienda digna 
y adecuada como uno de los derechos sociales 
fundamentales. 

Esta visión social y de derecho de la vivienda 
supone un revulsivo conceptual que incorpora a 
la vivienda en el ara de los derechos que deben 
ser protegidos por los poderes públicos, especial-
mente ante aquellos colectivos vulnerables con 
dificultades en su acceso y sostenimiento, para 
los que es necesario introducir políticas activas 
que favorezcan la satisfacción de este derecho. 
Aunque, como veremos, la puesta en práctica de 

este derecho no alcanzó los objetivos previstos 
en la Norma (Vinuesa & Porras, 2017, p. 104)”pa-
ge”:”101-126”,”volume”:”35”,”issue”:”1”,”sour-
ce”:”revistas.ucm.es”,”abstract”:”Tras el último 
boom inmobiliario y la consiguiente crisis, con 
efectos económicos sobradamente conocidos, hay 
que volver a insistir sobre la necesidad de aban-
donar un modelo de desarrollo urbano gobernado 
por el negocio inmobiliario y ajeno a criterios de 
racionalidad, equidad y sostenibilidad en el uso 
del territorio y en la construcción de espacio re-
sidencial. La vivienda, antes que un alojamiento, 
es un activo económico. Su mercado es la pieza 
fundamental de ese modelo que ignora su papel 
estructurante del territorio y su condición de es-
pacio necesario para satisfacer un derecho básico. 
Se propone una reflexión sobre las raíces del ac-
tual modelo y se subrayan sus consecuencias en 
forma de despilfarro territorial y en el agravamien-
to de las dificultades para acceder al uso de una 
vivienda digna y adecuada. Finalmente, se hacen 
valoraciones a nivel local de los efectos del actual 
modelo, de las necesidades de vivienda y de las 
oportunidades de utilización del parque residen-
cial existente.

Así, la asunción del derecho a la vivienda por par-
te de los políticos se une a los frenéticos cam-
bios que se viven en la España de finales de los 
años 70 y la década de los 80, en la que vivió 
una época de ruptura con el régimen anterior y 
abrazó a las nuevas libertades y garantías que 
ofrecía el marco constitucional y que favoreció 
cambios profundos en todos los órdenes, social, 
artístico, económico y político, que, por supues-
to, tuvo implicaciones en las viviendas sociales y 
su gestión.

Unido a ello, la incorporación de España a la 
Unión Europea en los años 80, trajo consigo 
unas condiciones favorables a la recalificación y 
revalorización urbana que propició el aumento 
desproporcionado de negocios especulativos li-
gados al ladrillo (Naredo, 2010, p. 22). Esto des-
embocó en una intensificación de la construcción 
de vivienda promovida por una bajada de los 
tipos de interés en la zona Euro que hizo que 
los inversores vieran en la vivienda una opción 
segura por la que apostar. También, atraídos por 
esta bajada de tipos de interés, se provocó una 
enorme demanda de hipotecas por parte de las 
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familias españolas para la adquisición de una vi-
vienda en propiedad (en el año 2000 el 82% 
de españoles vivía en una cada en propiedad) 
(Lube, 2013, p. 68). Fruto de esta intensifica-
ción España, pasó de tener déficits de viviendas 
a un peligroso excedente del 48%. Este ritmo 
frenético de construcción, inversión y solicitud 
de crédito hipotecario terminó por generar un 
concepto de vivienda dominado por un interés 
mercantil, olvidando el interés social de la misma 
coincidiendo con el debilitamiento del Estado del 
Bienestar. Asimismo, la participación del Estado 
en la vivienda de protección oficial se redujo de 
una manera drástica pasando de un 60% de vi-
vienda protegida promovida por el Estado en los 
albores de los años 80, a menos del 10% en los 
primeros años del siglo XXI (Pereda, Actis, & de 
Prada, 2004, p. 15)

Como cabía esperar, este aumento de vivienda 
generó consecuencias positivas cuya cita sería in-
eludible en este artículo. La población en general 
se benefició de una sustancial mejora de las con-
diciones de la vivienda y la posibilidad de acceso 
a una casa en propiedad se hizo extensible a 
gran parte de la población, algo impensable para 
generaciones anteriores. Sin embargo, el carácter 
mercantil y de inversión que adquirió la vivienda 
en España supuso que se disparara la especu-
lación sobre la vivienda. El desequilibrio entre 
la oferta y la demanda de vivienda unido a la 
permisividad en la inversión especulativa contri-
buyeron a la escalada exponencial de precio de la 
vivienda que desató la burbuja inmobiliaria entre 

los años 1998 y 2005, ver Figura 1, que aumentó 
de una manera desproporcionada llegando a du-
plicarse el valor en menos de una década (Lube, 
2013, p. 70; Méndez -Valle & Plaza-Tabasco, 2016, 
p. 103)

El laissez-faire de la Administración estatal ampa-
rada en el crecimiento del PIB, el crecimiento de 
la construcción y el aumento del nivel de renta, 
en lugar de acotar una demanda que reajustara 
el equilibrio con la oferta de vivienda y contu-
viera la escalada de precio, y limitar el acceso al 
crédito jugó un papel fundamental en la recesión 
acaecida a finales del año 2007 (Navarro, Torres 
& Garzón, 2011) fruto del estallido de la burbuja 
inmobiliaria que afectó directamente a las familias 
y a los colectivos con mayor vulnerabilidad social 
que se vieron incapaces de afrontar los gastos 
hipotecarios ante las consecuencias directas de 
la crisis financiera, como fueron el aumento del 
desempleo y la bajada de salarios en un contexto 
de un elevado endeudamiento familiar. 

Esto, unido a la falta de vivienda de alquiler, que 
no era deseada porque no dejaba los beneficios 
que se conseguían con el libre mercado de la vi-
vienda en propiedad, condujo a una situación de 
desigualdad social donde los colectivos con me-
nos recursos económicos tenían dificultades para 
acceder a viviendas, teniendo que ocupar espa-
cios urbanos con viviendas devaluadas por la de-
gradación de los edificios y con escasos recursos 
urbanos, generando un proceso de segregación 
residencial en pleno siglo XXI.

Figura 1. Precio de la vivienda libre en España desde 1998 a 2007. (euros/m2)
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Etapa III: de 2008 a la actualidad

Esta etapa se dirime entre las consecuencias de 
la profunda crisis que sucedió al estallido de la 
burbuja inmobiliaria y los esfuerzos de la admi-
nistración pública por corregir, a través de la mo-
dificación y generación de un nuevo marco nor-
mativo, los desajustes que esta crisis provocó en 
el Estado y, por supuesto, en las Comunidades 
Autónomas.

Consecuencias del estallido de la burbuja
inmobiliaria

En cuanto a las consecuencias urbanas y terri-
toriales derivadas de la lógica económica de la 
construcción de viviendas y la trayectoria de ad-
quisición de viviendas en propiedad se ha gene-
rado, en primer lugar, un parque de viviendas so-
ciales de alquiler escaso, ya que el mercado libre 
domina notoriamente la promoción de viviendas. 
En segundo lugar, el modelo urbanístico resultan-
te de la injerencia de esta lógica especulativa ha 
seguido un derrotero incontrolado, masificando 
de viviendas las zonas de interés privado y de-
jando en España zonas prácticamente deshabita-
das, ocupando la primera posición en el ranking 
de países con más localidades abandonadas y 
destrucción del patrimonio inmobiliario (Naredo, 
2010, p. 23). Asimismo, la intensificación cons-
tructiva y la necesidad de generar rendimiento 

económico ha derivado en un parque inmobilia-
rio de escasa calidad tanto en la vivienda como 
en los espacios urbanos, ya que se construyó sin 
atender a los estándares urbanísticos que fijaban 
las normativas en este ámbito.

Las consecuencias en la esfera de lo económi-
co han sido las más evidentes. Cuando la falta 
de liquidez se consolidó debido al estallido de 
la burbuja inmobiliaria, dejó al descubierto una 
alta tasa de endeudamiento público y privado así 
como desequilibrios financieros que llevaron a la 
economía en España a una profunda crisis, dando 
al traste con las inversiones en promoción inmo-
biliaria de empresas y bancos que vieron cómo la 
morosidad se convertía en un problema estructu-
ral que ha puesto a la economía española en una 
situación crítica (Naredo, 2010, p. 24).

Por último, las consecuencias sociales no tardaron 
en ponerse de manifiesto: el aumento del paro, el 
incremento del empobrecimiento de la población 
y las dificultades de afrontar los gastos de la vi-
vienda, por un lado, y el acceso a la misma, por 
otro, fueron los primeros testigos de una precari-
zación del Estado de Bienestar como no se había 
conocido en España en las últimas décadas (Nare-
do, 2010, p. 25). La facilidad de acceso al crédito, 
promovida por las entidades bancarias, provocó 
un sobreendeudamiento en la población que, con 
la falta de liquidez y el aumento del paro, imposi-

Fuente: (Colau & Alemany, 2013)

Figura 2. Lanzamientos y ejecuciones hipotecarias en España
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bilitaron el afrontamiento de las hipotecas y cré-
ditos, conllevando una ola de ejecuciones hipo-
tecarias y desahucios antes desconocidos (Pareja 
Eastaway & Sánchez Martínez, 2012, p. 154), que 
trajo consigo enormes consecuencias sociales es-
pecialmente a la población más vulnerable y con 
menores recursos para la supervivencia socioeco-
nómica.

Reestructuración de las políticas de vivienda
ante la crisis habitacional

Fruto de estas graves consecuencias, se llevó a 
cabo en toda Europa una reestructuración de las 
políticas de vivienda, especialmente en España e 
Irlanda donde la burbuja inmobiliaria afectó con 
más virulencia (Pareja-Eastaway & Sánchez-Mar-
tínez, 2015, p. 154)al igual que en otros campos 
como la educación o la sanidad, es responsabi-
lidad del estado garantizar que todo ciudadano 
tenga acceso a la vivienda. Durante décadas, la 
política de vivienda en España no ha servido úni-
camente a este objetivo sino que ha considerado 
el sector inmobiliario como un elemento dinámico 
en el crecimiento del Pib español y ha reforzado la 
expansión y crecimiento del mismo, en particular 
en lo que concierne a la vivienda en propiedad. 
A partir del año 2008, la crisis económica y el 
colapso financiero han tenido unas consecuencias 
dramáticas en el sistema de vivienda español: la 
vulnerabilidad financiera de las familias ante la 
responsabilidad de asumir sus gastos en vivienda, 
el riesgo al  desahucio,  las  ejecuciones  hipote-
carias,  el  número  elevado  de  viviendas  vacías  
y  un  sector \ninmobiliario estancado son, entre 
otras, las más destacadas. \nLa política de vivien-
da, hoy más que nunca, debe dar respuesta a mu-
chos de los problemas \nque presenta la vivienda 
en España: a los ya tradicionales de asegurar el 
acceso a una vivienda digna (no necesariamente 
de propiedad. 

En primer lugar, España frenó la implementación 
de las políticas tradicionales ante las dificultades 
de acceso de la vivienda como son la provisión de 
Viviendas de Protección Oficial (VPO) y el desarro-
llo de Planes de Vivienda plurianuales dirigidos 
a revertir la situación. La escasez crediticia y la 
falta de liquidez abocaron estas políticas al fraca-
so. La compra venta de VPO en España se redujo 
de cerca de 70.000 viviendas en 2013 a 15.264 

en 2015, quedando por debajo del 5% del total 
de compra-ventas de vivienda en este año (Pare-
ja-Eastaway & Sánchez-Martínez, 2015, p. 162)al 
igual que en otros campos como la educación o la 
sanidad, es responsabilidad del estado garantizar 
que todo ciudadano tenga acceso a la vivienda. 
Durante décadas, la política de vivienda en Espa-
ña no ha servido únicamente a este objetivo sino 
que ha considerado el sector inmobiliario como 
un elemento dinámico en el crecimiento del Pib 
español y ha reforzado la expansión y crecimiento 
del mismo, en particular en lo que concierne a la 
vivienda en propiedad. A partir del año 2008, la 
crisis económica y el colapso financiero han teni-
do unas consecuencias dramáticas en el sistema 
de vivienda español: la vulnerabilidad financiera 
de las familias ante la responsabilidad de asu-
mir sus gastos en vivienda, el riesgo al  desahu-
cio,  las  ejecuciones  hipotecarias,  el  número  
elevado  de  viviendas  vacías  y  un  sector \
ninmobiliario estancado son, entre otras, las más 
destacadas. \nLa política de vivienda, hoy más 
que nunca, debe dar respuesta a muchos de los 
problemas \nque presenta la vivienda en España: 
a los ya tradicionales de asegurar el acceso a una 
vivienda digna (no necesariamente de propiedad. 
Era frecuente en los años de la crisis encontrar 
nuevos adjudicatarios de VPO en propiedad que 
no podían acceder a la vivienda demandada por 
falta de crédito hipotecario teniendo que renun-
ciar, por tanto, a la vivienda.

Ante esta situación los Planes de Vivienda esta-
tales y, como veremos más adelante, también los 
autonómicos, trataron de poner en valor el alqui-
ler y la rehabilitación en detrimento de la venta 
de vivienda. De hecho, el Plan Estatal de Vivien-
da 2013-2016 es el primer plan que no incluye la 
promoción de viviendas protegidas destinadas a 
la venta. Esta reorientación de la política de vi-
vienda busca, por una parte, facilitar el acceso a 
la vivienda a través de la reducción del importante 
stock de viviendas sin vender y, por otra parte, la 
promoción pública de viviendas de alquiler en un 
periodo de emergencia habitacional (Pareja-Eas-
taway & Sánchez-Martínez, 2015, p. 164)al igual 
que en otros campos como la educación o la sa-
nidad, es responsabilidad del estado garantizar 
que todo ciudadano tenga acceso a la vivienda. 
Durante décadas, la política de vivienda en Espa-
ña no ha servido únicamente a este objetivo sino 
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que ha considerado el sector inmobiliario como 
un elemento dinámico en el crecimiento del Pib 
español y ha reforzado la expansión y crecimiento 
del mismo, en particular en lo que concierne a la 
vivienda en propiedad. A partir del año 2008, la 
crisis económica y el colapso financiero han tenido 
unas consecuencias dramáticas en el sistema de 
vivienda español: la vulnerabilidad financiera de 
las familias ante la responsabilidad de asumir sus 
gastos en vivienda, el riesgo al  desahucio,  las  
ejecuciones  hipotecarias,  el  número  elevado  
de  viviendas  vacías  y  un  sector \ninmobiliario 
estancado son, entre otras, las más destacadas. 
\nLa política de vivienda, hoy más que nunca, 
debe dar respuesta a muchos de los problemas 
\nque presenta la vivienda en España: a los ya 
tradicionales de asegurar el acceso a una vivien-
da digna (no necesariamente de propiedad. Pero 
como indican estos autores, la creación de un par-
que público de viviendas de alquiler supone una 
enorme dificultad por la falta de experiencia en la 
gestión, la falta de promotores y profesionales y 
el elevado coste de la gestión de estas promocio-
nes, amén de la intervención necesaria para evitar 
la estigmatización de estas viviendas sociales que 
han sufrido en toda Europa (Wassemberg, 2004, 
p. 223). Otra de las estrategias en la política de 
vivienda en España fue la promover el alquiler 
privado, incentivando la oferta y la demanda a 
través de ayudas y exenciones fiscales.

Ante la situación de escasez de vivienda se publi-
có, a nivel estatal, la Ley 4/2013, de 4 de junio, de 
medidas de flexibilización y fomento del mercado 
del alquiler de vivienda, siendo una ley que se 
implementó con mucho retraso habida cuenta que 
las dificultades de acceso a la vivienda en España 
comenzaron a dispararse en 2008. Se desarrolló 
con el objetivo de liberalizar el mercado de la vi-
vienda de alquiler, favoreciendo las condiciones 
del propietario frente a los del arrendatario con 
el fin de hacer el alquiler más atractivo para los 
propietarios y aumentar la oferta de este tipo de 
viviendas (Pareja-Eastaway & Sánchez-Martínez, 
2015, p. 165) Unido a esto se desarrollaron otras 
políticas públicas de incentivos al alquiler como 
muestra la Tabla 1.

Otro de los dramas a solventar tras la crisis es 
el aumento indiscriminado de los desahucios y 
ejecuciones hipotecarias a raíz de la crisis inmo-

biliaria. En España, el artículo 1911 del Código 
Civil alude a la responsabilidad patrimonial uni-
versal a través de la cual “del cumplimiento de 
las obligaciones responde el deudor con todos sus 
bienes presentes y futuros” de manera que, ante 
una situación de insolvencia o deuda contraída, la 
única solución posible en la regulación normativa 
española es la ejecución hipotecaria que, debido 
a las moratorias y recargos, ha sido frecuente la 
ejecución de un desahucio y la continuación de la 
obligación de pagar la hipoteca de la vivienda de 
la que se ha sido desahuciado (Pareja-Eastaway 
& Sánchez-Martínez, 2015, p. 167)al igual que en 
otros campos como la educación o la sanidad, es 
responsabilidad del estado garantizar que todo 
ciudadano tenga acceso a la vivienda. Durante 
décadas, la política de vivienda en España no ha 
servido únicamente a este objetivo sino que ha 
considerado el sector inmobiliario como un ele-
mento dinámico en el crecimiento del Pib espa-
ñol y ha reforzado la expansión y crecimiento del 
mismo, en particular en lo que concierne a la vi-
vienda en propiedad. A partir del año 2008, la cri-
sis económica y el colapso financiero han tenido 
unas consecuencias dramáticas en el sistema de 
vivienda español: la vulnerabilidad financiera de 
las familias ante la responsabilidad de asumir sus 
gastos en vivienda, el riesgo al  desahucio,  las  
ejecuciones  hipotecarias,  el  número  elevado  
de  viviendas  vacías  y  un  sector \ninmobiliario 
estancado son, entre otras, las más destacadas. 
\nLa política de vivienda, hoy más que nunca, 
debe dar respuesta a muchos de los problemas 
\nque presenta la vivienda en España: a los ya 
tradicionales de asegurar el acceso a una vivienda 
digna (no necesariamente de propiedad.

Ante la desprotección de las familias y la debili-
dad de las políticas emprendidas para contener 
el aumento indiscriminado de ejecuciones hipote-
carias y desahucios en España (ver Figura 2 más 
arriba) surgió una fuerte movilización social para 
reivindicar el establecimiento de la donación en 
pago con carácter retroactivo, la paralización de 
los desahucios y la ampliación del parque de vi-
viendas sociales.

Destacó la intervención de la Plataforma de Afec-
tados por la Hipoteca (PAH) que con una imple-
mentación nacional pero organizada a nivel local 
luchó por la defensa de las personas afectadas 
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por la hipoteca y consiguió visibilizar socialmente 
la problemática y generó una conciencia de re-
chazo colectivo a las ejecuciones hipotecarias or-
denadas por las entidades bancarias amparadas 
por una legislación que desprotegía al colectivo 
afectado (Missé, 2016)

Como respuesta a la alarma social creada por la 
injusta política de desahucios y ejecuciones hi-
potecarias, en el año 2012, el Gobierno puso en 
marcha una serie de medidas dirigidas a proteger 

a los deudores hipotecarios que se concretan fun-
damentalmente en el desarrollo de un Código de 
Buenas Prácticas al que debían acogerse las enti-
dades financieras, a través del cual se podría rees-
tructurar la deuda, facilitar la quita de la misma o 
la dación en pago y, en segundo lugar, la puesta 
en vigor de un marco normativo de medidas ur-
gentes dirigidas a la protección de los deudores 
hipotecarios, en especial, a los que se encuentran 
en situación de vulnerabilidad social que contem-
plan, entre otras, la suspensión temporal del des-

Tabla 1. Políticas Públicas de incentivos al alquiler 

Incentivos a la oferta 
 Programa 
Préstamos blandos a arrendadores privados para 

rehabilitar 

Plan Estatal de Vivienda 2013-

2016 

 

Incentivos fiscales para los propietarios de alquiler 

privados individuales. El arrendador puede aplicarse una 

reducción del 100 por 100 de estos rendimientos en el 

IRPF si los arrendatarios tienen entre 18-30 años y un 

determinado nivel de ingresos. 

 

IRPF 

 

Creación de un fondo de vivienda social para alquilar 

 

Real Decreto-ley 27/2012 

Ley 1/2013, de 14 de mayo 

 

Programa de fomento del parque público de vivienda de 

alquiler 

 

Plan Estatal de Vivienda 2013-

2016 

Subsidios de Vivienda 2013-2016 

 Programa 
Ayudas para facilitar el acceso y la permanencia en una 

vivienda en régimen de alquiler a sectores de población 

con escasos medios económicos, de hasta el 40 por 100 

del alquiler anual con ciertos requisitos de límite de rente 

Plan Estatal de Vivienda 2013-

2016 

 

Incentivos fiscales 

 

Desgravación fiscal en IRPF 

 

Subsidios para la emancipación 

 

Ministerio de Fomento 

 
Fuente: (Pareja-Eastaway & Sánchez-Martínez, 2015, p. 166)
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ahucio. Este marco normativo viene regulado por 
la Ley 1/2013, de 14 de mayo, de medidas para 
reforzar la protección a los deudores hipotecarios, 
reestructuración de deuda y alquiler social, que 
viene a modificar dos Reales Decretos-Ley de ur-
gencia que fueron el RDL 6/212, de 9 de marzo y 
el RDL 27/2012, de 15 de noviembre.

Asimismo, entre las medidas de este último RDL, 
se contempla la creación de un Fondo Social de 
Viviendas con un total 5.892 unidades, creado 
por las entidades crediticias, dirigido a ofrecer 
una cobertura a las familias en situación de vul-
nerabilidad social que han perdido su vivienda 
habitual (Pareja-Eastaway & Sánchez-Martínez, 
2015, p. 168)al igual que en otros campos como 
la educación o la sanidad, es responsabilidad del 
estado garantizar que todo ciudadano tenga ac-
ceso a la vivienda. Durante décadas, la política 
de vivienda en España no ha servido únicamente 
a este objetivo sino que ha considerado el sec-
tor inmobiliario como un elemento dinámico en 
el crecimiento del Pib español y ha reforzado la 
expansión y crecimiento del mismo, en particular 
en lo que concierne a la vivienda en propiedad. 
A partir del año 2008, la crisis económica y el 
colapso financiero han tenido unas consecuencias 
dramáticas en el sistema de vivienda español: la 
vulnerabilidad financiera de las familias ante la 
responsabilidad de asumir sus gastos en vivienda, 
el riesgo al  desahucio,  las  ejecuciones  hipote-
carias,  el  número  elevado  de  viviendas  vacías  
y  un  sector \ninmobiliario estancado son, entre 
otras, las más destacadas. \nLa política de vivien-
da, hoy más que nunca, debe dar respuesta a mu-
chos de los problemas \nque presenta la vivienda 
en España: a los ya tradicionales de asegurar el 
acceso a una vivienda digna (no necesariamente 
de propiedad

Por último, no podemos olvidar que las políticas 
de vivienda en España han seguido una línea muy 
definida desde la Ley de Arrendamientos Urba-
nos de 1946, no explorando otras alternativas de 
propiedad y alquiler que sí han tenido cierto re-
corrido en otros países europeos. La crisis de vi-
vienda desatada en 2007 ha abierto la posibilidad 
de apertura a otras alternativas que, aunque no 
suponen un porcentaje representativo, sí son la 
vía para la diversificación del modelo español de 
vivienda y evitar la dependencia de las fluctuacio-

nes del mercado de la vivienda. Estas alternativas 
como la movilización de la vivienda vacía, las coo-
perativas de vivienda o las tenencias intermedias 
impulsadas principalmente por las Comunidades 
Autónomas, sobretodo Cataluña y Andalucía, es-
tán basadas en modelos sociales de viviendas de 
otros países como Suecia y Holanda.

Conclusiones

El derecho de acceso a una vivienda es un derecho 
constitucional recogido en los principales tratados 
internacionales. Este derecho, además, supone el 
acceso a otros derechos sociales que no podrían 
materializarse si no se alcanzan unas condiciones 
dignas y adecuadas de la vivienda. Sin embargo, 
tradicionalmente las políticas de vivienda en Eu-
ropa, y más concretamente en España, han sub-
yugado esta función social al interés económico y 
especulativo de la misma, en un continente, como 
el europeo que tras las dos Guerras Mundiales, las 
contiendas civiles en varios países y el posterior 
desarrollo social y económico habido a partir de la 
segunda mitad del siglo XX han contribuido a que 
la construcción sea uno de los motores económi-
cos y de empleo más sólidos. 

La vivienda, por tanto, ha estado sometida a la 
lógica de mercado relegando su función social a 
precios asequibles por medio de la priorización 
de la venta frente al alquiler y de la especulación 
urbanística. Esta visión económica y especulativa 
de la vivienda unida a la crisis económica mundial 
sufrida desde finales del 2007 contribuyeron al 
estallido de la burbuja inmobiliaria y la posterior 
crisis de vivienda, que evidenció la supresión de 
facto del derecho efectivo de acceso a la vivien-
da, especialmente en los países europeos del arco 
mediterráneo por medio del aumento indiscrimi-
nado de ejecuciones hipotecarias y desahucios, 
que se realizaron en los años posteriores a la cri-
sis y el incremento de la demanda de viviendas 
sociales de un parque público incapaz de absor-
ber las necesidades de vivienda de la sociedad, 
afectando, principalmente, a los colectivos con 
mayor vulnerabilidad social.

Por ello, dadas las consecuencias resultantes de 
diferentes modelos de gestión de viviendas en 
todo el continente europeo y la evolución de las 
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políticas urbanísticas y de viviendas en el último 
siglo, se hace necesaria la revisión y evaluación 
de los modelos seguidos en cada país europeos 
que nos permita aprender del bagaje político y 
resultados de las políticas implementadas, para 
alertar y evitar potenciales vicios o perversiones 
de los sistemas urbanísticos implementados y de-
sarrollar modelos que potencien la vivienda como 
derecho social fundamental.
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Resumen

El acceso al derecho a una vivienda adecuada en la Ciudad excluye al menos a unas 500.000 personas, 
ello a pesar de la importante recepción normativa a nivel local, nacional e internacional que posee. Una 
de las principales acciones que impulsó el Estado desde mediados del siglo pasado son los Conjuntos 
Urbanos, en distintas escalas de densidad. Empero, esta especie entre las soluciones habitacionales 
es actualmente abordada como una problemática en sí misma. En ese sentido, el artículo aborda, un 
diagnóstico aproximativo, detalla qué es lo que se problematiza desde la Defensoría del Pueblo de la 
Ciudad y elabora una descripción de las características principales que debería tener el abordaje estatal 
sobre los mismos para que la respuesta resulte sustentable.
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Introducción

Los Conjuntos Urbanos, popularmente denomina-
dos Complejos Habitacionales, como agrupación 
de viviendas sociales, componen una herramienta 
que ha sido utilizada en diferentes escalas, desde 
mediados del siglo pasado.

Paradójicamente, esta especie entre las solucio-
nes habitacionales es en la actualidad aborda-
da como una problemática en sí misma, que de 
hecho ha motivado que desde la Defensoría del 
Pueblo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
efectuáramos un informe al respecto1.

Para introducirnos en la cuestión de los Conjuntos 
Urbanos, debemos ubicarnos primeramente en el 
contexto normativo que tutela el derecho a una 
vivienda adecuada. Asimismo, corresponde hacer 
lo propio en relación a la situación habitacional 
de la Ciudad de Buenos Aires y las distintas con-
secuencias que apareja. En ese sentido haré un 
breve repaso de ambas cuestiones, previo a ana-
lizar lo vinculado con los mencionados complejos 
de viviendas.

El derecho a una vivienda adecuada

El derecho a la vivienda integra el reconocimiento 
de un ámbito en donde las personas de la fami-
lia se encuentran, se identifican en sus roles, se 

interrelacionan y comparten tiempo único y vital. 
La vivienda es una parte sustancial de una vida 
humana digna.

En este sentido, el derecho a una vivienda digna 
(como componente del derecho a un nivel de vida 
adecuado) está consagrado en varios instrumen-
tos internacionales de derechos humanos, que en 
nuestro ordenamiento jurídico se encuentra recep-
tado en el art. 14 bis de la Constitución Nacional 
y en los Tratados Internacionales que adquirieron 
jerarquía constitucional a partir de su incorpora-
ción en la Carta Magna con la reforma de 1994 
(art. 75 inc. 22).

Entre ellos, resulta necesario mencionar en prime-
ra instancia lo establecido por el art. 11 del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, que determinó “...los Estados partes 
en el presente Pacto reconocen el derecho a toda 
persona a un nivel de vida adecuado para sí y su 
familia, incluso alimentación, vestido y vivienda 
adecuados y una mejora continua de las condicio-
nes de existencia. Los Estados tomarán medidas 
apropiadas para asegurar la efectividad de este 
derechos...”.

También tutelan este derecho la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos (art. 26); la De-
claración Universal de los Derechos Humanos (art. 
25); la Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes del Hombre (art. 11); la Convención Inter-

Summary

The right to adequate housing in the city of Buenos Aires is not complied for around 500.000 people, even 
though it is widely guaranteed in several international human rights treaties, national and local legisla-
tion. One of the main actions implemented by the Government since the middle of the last century are 
the Social Housing Complexes, in different density scales. However, this species among housing rights 
solutions is currently addressed as a problem itself. In this sense, the article addresses an approximate 
diagnosis, details what is problematized by the Defensoría del Pueblo de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires and develops a description of the main features that government’s approach should have for this 
complexes to be sustainable.

Key words: Housing rights, housing deficit, sustainability, social housing complexes.

1.	 Informe “Programa de Rehabilitación y Puesta en Valor de Conjuntos Urbanos”, disponible en http://www.defensoria.org.ar/wp-con-
tent/uploads/2015/05/ConjuntosUrbanos.pdf
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nacional sobre la Eliminación de todas las formas 
de Discriminación Racial (art. 5 inc. e) y la Conven-
ción por la Eliminación de la Discriminación contra 
las Mujeres (art. 14 inc. 2).

Por su parte, la Constitución de la Ciudad Autó-
noma de Buenos Aires acoge de manera amplia 
y explícita el derecho a la vivienda. Reconoce en 
su artículo 31 el derecho a una vivienda digna y 
a un hábitat adecuado. Para ello determina los 
siguientes ejes: 1. Resolver progresivamente el 
déficit habitacional, de infraestructura y servicios, 
dando prioridad a las personas de los sectores de 
pobreza crítica y con necesidades especiales de 
escasos recursos.2. Auspiciar la incorporación de 
los inmuebles ociosos, promueve los planes auto-
gestionados, la integración urbanística y social de 
los pobladores marginados, la recuperación de las 
viviendas precarias y la regularización dominial y 
catastral, con criterios de radicación definitiva. 3. 
Regular los establecimientos que brindan aloja-
miento temporario, cuidando excluir los que encu-
bran locaciones”. En igual sentido, el artículo 17 
le impone a la Ciudad el deber de desarrollar polí-
ticas sociales coordinadas para superar las condi-
ciones de pobreza y exclusión mediante recursos 
presupuestarios, técnicos y humanos, así como 
asistir a las personas con necesidades básicas in-
satisfechas y promover el acceso a los servicios 
públicos para los que tienen menos posibilidades.

La dimensión social de la vivienda 

Para comprender por qué la vivienda se ha cons-
tituido en el anterior siglo como derecho funda-
mental y no permaneció meramente como objeto 
transable, debemos remitirnos necesariamente al 
rol que la misma cumple en la vida de cada perso-
na y en el desarrollo del entramado social.

En ese sentido, es dable subrayar entre los dis-
tintos aspectos que la definen y configuran como 
tal y de manera muy sucinta, la dimensión social 
de la vivienda. De esta manera, podemos avanzar 
desde la noción primigenia de que una vivienda 
es una construcción física en la que uno o más 
sujetos tienen su residencia, a aquella que deter-
mina que en ésta se crean y desarrollan las estruc-

turas familiares y/o interpersonales, resultando en 
un espacio que posee un rol predominante en la 
integración al medio social.

No se reduce a ello, sino que el espacio que de-
nominamos como vivienda constituye, tal vez con 
el trabajo, el eje central sobre el cuál las personas 
desarrollan e implementan su plan de vida. Puede 
ser un lugar de descanso, de producción económi-
ca, de esparcimiento cultural o de refugio, según 
las circunstancias y necesidades de sus ocupan-
tes. Posee entonces, un anclaje social que marca-
rá cada instancia de la vida de quienes la ocupan.

En ese orden de ideas, se ha destacado que las 
funciones sociales básicas de la vivienda son las 
siguientes2: Protección, Espacio de convivencia, 
Espacio de socialización, Lugar de actividad so-
cial, Espacio de producción, Espacio de conexión, 
Espacio de ocio. 

Es por todo ello que suele entenderse a la vi-
vienda como un factor incluso de cohesión social. 
Por ende, la tutela que brinda el ordenamiento 
jurídico va más allá de la mera provisión de un 
techo e incluye elementos que son considerados 
constitutivos de una vivienda adecuada.

Al efecto, en su Observación General Nº 4, el 
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Cul-
turales (en adelante, Comité DESC o el Comité) 
establece que, de conformidad con el artículo 11 
del PIDESC, los Estados deben garantizar a todas 
las personas el derecho a la vivienda como un 
componente fundamental del derecho a un nivel 
de vida adecuado. En ese aspecto, el Comité re-
conoce que el derecho humano a una vivienda 
adecuada tiene una importancia fundamental para 
el disfrute de todos los derechos económicos, so-
ciales y culturales y sostiene que la dignidad in-
herente a la persona humana, de la que se dice 
que se derivan los derechos del Pacto, exige que 
el término «vivienda» se interprete en un sentido 
que tenga en cuenta otras diversas consideracio-
nes, y principalmente que el derecho a la vivienda 
se debe garantizar a todos, sean cuales fueren sus 
ingresos o su acceso a recursos económicos. En 
segundo lugar, la referencia que figura en el párra-
fo 1 del artículo 11 no se debe entender en sentido 

2.	 Cortés Alcalá, Menéndez García, Navarrete Ruiz, “La vivienda como factor de integración social de los inmigrantes”, 2004.
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de vivienda a secas, sino de vivienda adecuada 
(...) “el concepto de «vivienda adecuada» signi-
fica disponer de un lugar donde poderse aislar si 
se desea, espacio adecuado, seguridad adecuada, 
iluminación y ventilación adecuadas, una infraes-
tructura básica adecuada y una situación adecuada 
en relación con el trabajo y los servicios básicos, 
todo ello a un costo razonable” (el resaltado no es 
del original).

El Comité DESC ha puesto particular énfasis en 
definir el concepto de adecuación en relación con 
el derecho a la vivienda, con el fin explícito de 
subrayar una serie de factores que deben tener-
se en cuenta -cualquiera sea el contexto del que 
se trate- para poder calificar una vivienda como 
adecuada, a los efectos del PIDESC. En ese sen-
tido, el Comité identificó siete (7) componentes 
invariables del derecho a una vivienda adecuada 
que permiten delimitar claramente el contenido 
jurídico de este derecho.

En primer lugar, la seguridad jurídica de la tenen-
cia, entendida como una protección legal contra el 
desahucio, el hostigamiento u otras amenazas. De 
este modo, los Estados deben adoptar inmedia-
tamente medidas destinadas a conferir seguridad 
legal de tenencia a las personas y los hogares 
que en la actualidad carezcan de esa protección. 
En segundo lugar, la disponibilidad de servicios, 
materiales e infraestructuras. En este sentido el 
Comité entiende que los beneficiarios del dere-
cho a una vivienda adecuada deben tener acce-
so permanente a recursos naturales y comunes, 
agua potable, energía para la cocina, calefacción y 
alumbrado, instalaciones sanitarias y de aseo, al-
macenamiento de alimentos, eliminación de dese-
chos, drenaje y servicios de emergencia. En tercer 
lugar, en materia de gastos los mismos deben ser 
soportables. Ello implica que los gastos persona-
les o del hogar han de ser de índole tal que no 
impida ni comprometa el logro y la satisfacción 
de otras necesidades básicas. En cuarto lugar, 
vivienda habitable, es decir que, para que una 
vivienda alcance el estándar que exige el PIDESC 
debe ofrecer espacio adecuado a sus ocupantes y 
protegerlos del frío, la humedad, el calor, la lluvia, 
el viento u otros peligros para la salud, riesgos 

estructurales y vectores de enfermedad. Debe ga-
rantizar también la seguridad física de los que la 
habitan. En quinto lugar, vivienda asequible, es 
decir que debe otorgarse a aquellos grupos en 
situación de desventaja un acceso pleno y sos-
tenible a los recursos adecuados para conseguir 
una vivienda. Por último, el Comité se refiere a 
situaciones espaciales y de localización y a la ne-
cesidad de adecuación cultural de la vivienda.

El incumplimiento de estos estándares configura, 
de conformidad con las observaciones del Comi-
té, una violación del compromiso asumido por el 
Estado al suscribir el PIDESCy la lesión de este 
derecho fundamental.

En el ámbito nacional, el Doctor Enrique Santiago 
Petracchi, integrante de la Corte Suprema de Jus-
ticia de la Nación, en los autos caratulados “Q.C., 
S.Y. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ 
amparo” expresó: “...el acceso a la vivienda digna 
está íntimamente relacionado con otros derechos 
humanos fundamentales. De hecho, un individuo 
que no tiene un lugar donde instalarse para pasar 
sus días y sus noches y debe deambular por las ca-
lles no sólo carece de una vivienda, sino que tam-
bién ve afectadas su dignidad, su integridad y su 
salud, a punto tal que no está en condiciones de 
crear y desarrollar un proyecto de vida, tal como lo 
hace el resto de los habitantes...”.

Asimismo, la Dra Alicia Ruiz, entonces integrante 
del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad,-
manifestó que: “...El pleno goce de otros derechos 
básicos, incluidos los civiles, no pueden concebirse 
en ausencia de una vivienda adecuada, así, quien 
vive en la calle pierde su privacidad y ve gravemen-
te vulnerado su derecho a la unidad familiar, y su 
autonomía individual, que consiste especialmente 
en poder elegir y llevar a cabo el propio plan de 
vida...”3.

En sentido coincidente, se sostuvo que el princi-
pio de autonomía personal sirve para determinar 
el contenido de los derechos individuales básicos, 
ya que de él se desprende cuáles son los bienes 
que esos derechos protegen. Tales bienes son las 
condiciones necesarias para la elección y mate-

3.	 “Ministerio Público – Asesoría General Tutelar de la CABA c/GCBA s/acción declarativa de inconstitucionalidad”.
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rialización de ideales personales y los planes de 
vida basados en ellos: la vida psicobiológica, la 
integridad física y psíquica, la libertad de acceso 
a recursos materiales4.

Así, la Sala I de la Cámara en lo Contencioso, Ad-
ministrativo y Tributario de esta Ciudad destacó 
que el derecho a condiciones mínimas de asisten-
cia e inclusión social es un derecho fundamental 
que resulta imprescindible para el ejercicio de la 
autonomía individual, la cual consiste en la posi-
bilidad de cada individuo de elegir y materializar 
su propio plan de vida. El Estado no sólo debe 
abstenerse de interferir en el ejercicio de los dere-
chos individuales sino que tiene además, el deber 
inexcusable de realizar prestaciones positivas de 
manera que el ejercicio de aquellos no se torne 
ilusorio5.

Déficit habitacional en la CABA

Para comprender el proceso que llevó a la utili-
zación de Conjuntos Urbanos de vivienda social 
como herramienta para la satisfacción del derecho 
a una vivienda adecuada de determinados secto-
res o grupos sociales en el ámbito de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires, debemos evaluar la 
situación habitacional en la totalidad de la juris-
dicción y las distintas características dela misma. 
Manifestado en otras palabras, no podríamos ana-
lizar acabadamente la cuestión de cualquier res-
puesta estatal a la falta de vivienda asequible sin 
estudiar globalmente la problemática de la vivien-
da (o mejor dicho, la falta de acceso a la misma).
Sobre este asunto, quiero detenerme en un in-
forme que elaboramos desde la Defensoría del 
Pueblo, titulado “La situación habitacional en la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires”6. De él surge 
un interesante detalle de los distintos tipos de 
hábitat informales que se han ido consolidando 
a través de los años como respuesta o más bien 
adaptación de la población ya establecida o mi-
grante de la Ciudad. Entre ellos, se encuentran: 
los inquilinatos, las villas de emergencia, los ho-

teles o pensionados, los núcleos habitacionales 
transitorios, las casas tomadas y los asentamien-
tos urbanos.

Cada una de estas “respuestas” o estrategias de 
supervivencia por parte de los sectores más vul-
nerables a la falta de acceso a una vivienda ade-
cuada y asequible obedece a un período histórico 
determinado, aún cuando la gran mayoría persiste 
en la actualidad. Aquí debemos hacer una primera 
reflexión y tiene que ver con la complejidad de la 
problemática habitacional de la Ciudad. No se tra-
ta de una cuestión que se haya producido en un 
determinado momento histórico y que responda a 
una causa única, fácilmente determinable.

Por el contrario, la falta de respuesta de cada 
momento histórico o la intervención errónea ha 
llevado a complejizar tanto la problemática como 
por supuesto las herramientas efectivas de abor-
daje ante la misma. Como mero adelanto de lo 
que desarrollaré en los siguientes acápites, vale 
decir que incluso algunos de los complejos que, 
siguiendo el Informe “Programa de Rehabilitación 
y Puesta en Valor de Conjuntos Urbanos”, deno-
minaré históricos, son un claro ejemplo de una 
intervención estatal fallida que crea una nueva 
arista a la problemática del déficit habitacional 
de la Ciudad, por cuanto gran parte de la pobla-
ción a la que se le venía a brindar una “solución 
habitacional” reside hoy en situación claramente 
deficitaria.

Volviendo al análisis del déficit habitacional en 
la actualidad, no puede excluirse a la población 
más despojada de todo tipo de estructura que 
pueda hacer las veces de vivienda, es decir, la 
población en situación de calle. Cuando hablamos 
de personas en situación de calle, siguiendo los 
lineamientos de la ley de Protección y garantía 
integral de los derechos de las personas en situa-
ción de calle y en riesgo a la situación de calle, 
debemos considerar no sólo a las personas que 
residen efectivamente en la calle, sino también a 
la que se alojan en Paradores nocturnos. Asimis-

4.	 Nino, Carlos Santiago, Fundamentos de Derecho Constitucional, Ed. Astrea, pág. 167.

5.	  Autos “Pérez Víctor Gustavo y otros c/GCBA s/amparo” y “Benítez, María Romilda y otros c/GCBA s/medida cautelar”.

6.	 Disponible en http://www.defensoria.org.ar/wp-content/uploads/2015/09/SituacionHabitiacional-1.pdf
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mo, existe el subgrupo de personas en riesgo a la 
situación de calle, entre las que puede destacarse 
a quienes residen en Hogares de Tránsito o tienen 
sentencia de desalojo en su contra, además de 
otras clasificaciones que aquí se incluyeron en las 
correspondientes a los distintos tipos de hábitat 
informales7.

Retomando la definición utilizada en el informe 
referenciado, el déficit habitacional es entendido 
como la carencia en el acceso a los servicios habi-
tacionales relacionados con el derecho a la vivien-
da. Teniendo ello en cuenta, se pueden identificar 
tres dimensiones del déficit habitacional:

•	 La cantidad de viviendas que faltan construir. 
La cantidad de viviendas existentes que por 
su estado no garantizan condiciones mínimas 
para considerar satisfecho el derecho a la vi-
vienda y por ende deben necesariamente ser 
intervenidas o reconstruidas.

•	 Las viviendas existentes que no resultan ase-
quibles para los sectores que no cuentan con 
un alojamiento en los términos aludidos en el 
acápite normativo, ya sea para la compra o el 
alquiler. Esta última clase de inmueble suele 
estar destinado a clases altas o a la especula-
ción inmobiliaria.

Esta última clase de inmueble suele estar destina-
do a clases altas o a la especulación inmobiliaria.
Por supuesto que además debe considerarse que 
existen sectores de la población que no poseen 
los recursos para acceder a una vivienda sin per-
juicio de que la misma esté destinada a sectores 
de elevado ingreso económico o con acceso a un 
salario medio o mínimo.

Atento a lo expuesto, el déficit se mide en tér-
minos cuantitativos y en términos cualitativos. 
Es menester destacar algunos de los datos que 
surgen del mentado Informe de la Defensoría del 
Pueblo. El mismo indica en primer instancia que 

la población total de la Ciudad de Buenos Aires 
se ha mantenido relativamente estable en las úl-
timas décadas, alcanzando en el último censo las 
2.827.535 personas.

En relación al tipo de vivienda, explica que el 
21,7% habita en Casa, el 73,7% en Departamen-
to, el 1,6% en Pieza de inquilinato o conventillo 
y el 2,7% lo hace en Pieza de hotel o pensión. 
Este indicador brinda una clara modificación en 
la alternativa utilizada por los sectores más vul-
nerables y/o migrantes de la jurisdicción ante la 
falta de recursos para acceder a una vivienda for-
mal. Mientras en la primer parte del siglo XX los 
conventillos y pensionados fueron una estrategia 
habitacional preponderante, en la actualidad su 
utilización ha pasado a ser marginal en términos 
cuantitativos, ello sin perjuicio de su preminencia 
aún en determinados barrios como el de La Boca8.

Esos colectivos que recurrían al tipo de estruc-
tura descrito hoy parecen haberse desplazado a 
los asentamientos y villas de emergencia. En ese 
sentido, el Informe destaca que, según surge del 
último censo poblacional del año 2010, un total 
de 163.587 personas (es decir, aproximadamente 
el 6% de la población) habitan en este tipo de 
asentamientos. Por su parte, un estudio de la Se-
cretaría de Hábitat e Inclusión del Gobierno de la 
Ciudad estimó que esta población asciende apro-
ximadamente a 200.000 personas. Cabe resaltar 
que desde la década de 1980 este número viene 
teniendo un aumento sostenido. Consigna el In-
forme finalmente que esta realidad ha incorpora-
do a los habitantes de las villas en un proceso de 
segregación espacial, pues cerca del 80% de la 
población de las mismas se haya en la zona Sur 
de la Ciudad.

En términos cualitativos se alcanza una conclusión 
similar, toda vez que más del 70% de las vivien-
das edificadas en las villas son catalogadas como 
deficitarias por cuestiones edilicias, cifra que llega 
al 5% cuando hablamos del total de la Ciudad. En 
igual sentido, mientras el 11% de los hogares de 

7.	 Ley 3706, BOCBA CABA 3600, Art. 2.

8.	 En ese barrio el tipo de vivienda adquirió una preponderancia tal, que incluso el Instituto de Vivienda de la Ciudad cuenta con el 
Programa de Rehabilitación del Hábitat del Barrio de La Boca, que tiene por objeto la rehabilitación de una serie de conventillos que 
son propiedad del Instituto.
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la Ciudad presenta hacinamiento, en la zona sur 
el índice prácticamente se duplica.

Entre sus conclusiones el documento permite es-
timar que el déficit total de la Ciudad de Buenos 
Aires se encuentra en el rango del 15% al 20%, lo 
que agrupa a cerca de medio millón de personas9. 
Este proceso histórico ha sido acompañado en las 
últimas décadas por uno de inquilinización y la 
proliferación de viviendas vacías u ociosas (según 
la definición que se elija, discusión que por razo-
nes de brevedad no ahondaré en el presente)

Es necesario poner de resalto finalmente que en 
algunos relevamientos (como el efectuado por la 
Secretaría de Hábitat e Inclusión) se incorpora a 
la población de los Conjuntos Urbanos en la esta-
dística que se efectúa respecto de los asentamien-
tos y villas de emergencia. Aclarando que la cifra 
estimada es de 80.000 personas, se presta a la 
reflexión esta clasificación, ya que los Conjuntos 
Urbanos fueron precisamente la respuesta estatal 
preponderante para que la población de ese tipo 
de barrios superara la emergencia habitacional. 
Sin embargo, resulta a priori identificable como 
población que se encuentra actualmente en dicha 
situación.

Cabe preguntarse entonces si el abordaje estatal 
a lo largo de las últimas seis décadas ha mejora-
do las condiciones habitacionales y existenciales 
de estas personas que debieron relocalizarse. ¿Ha 
sido esta relocalización el punto de partida para 
que pudieran diseñar e implementar un plan de 
vida propio, o por el contrario terminó siendo un 
factor que lo obstaculizó?

Los Conjuntos Urbanos y el análisis 
efectuado en el Informe “Programa 
de Rehabilitación y Puesta en Valor 
de Conjuntos Urbanos”

Los Conjuntos Urbanos, como política estatal que 
tiene por objetivo brindar vivienda adecuada a 
sectores que no pueden acceder a la misma por 
sus propios medios, aparecen con fuerza a me-

diados del siglo pasado. Ahora bien, a la hora de 
implementar dichos complejos, ¿Qué intereses pri-
maron? ¿A quiénes específicamente estaban desti-
nados? ¿Qué dificultades aparejaron?

Para poder considerar estas cuestiones, debe efec-
tuarse un breve repaso histórico, por lo que me 
remitiré al Informe “Programa de Rehabilitación y 
Puesta en Valor de Conjuntos Urbanos” y tomaré 
la clasificación allí propuesta. En ese sentido, se 
discrimina a los Conjuntos entre: Históricos, Los 
correspondientes a relocalizaciones o re urbaniza-
ciones in situ y Los que se llevaron a cabo en el 
marco de la causa “Mendoza, Beatriz Silvia y otros 
c/ Estado Nacional y otros s/daños y perjuicios 
(daños derivados de la contaminación ambiental 
del Río Matanza - Riachuelo)”

Los históricos son aquellos que se construyeron 
hasta la década del 80 y que presentan como ca-
racterísticas salientes, su alta densidad y su ubi-
cación en sectores de baja consolidación urbana. 
Como bien explica el mencionado Informe, eran 
una metodología para “construir ciudad” en lu-
gares considerados vacíos. A su vez, se preten-
dió “sustituir las barriadas tradicionales por gran-
des complejos habitacionales. Se suponía que los 
grandes complejos eran la solución del problema 
de la escasez de viviendas”10. En este período se 
construyeron, entre otros, los siguientes conjun-
tos: Barrio Comandante Luis Piedrabuena (prime-
ra etapa 1957, segunda entre 1975 y 1980), Ma-
riano Castex (dos etapas de 1969 a 1983), Soldati 
(1973 a 1978), General Savio I y II (tres etapas 
entre 1970 y 1980) y Cardenal Copello (por eta-
pas de 1965 a finales de la década del 80). Los 
complejos contaban con edificaciones de altura, 
en general de más de 10 pisos y alcanzaban una 
cantidad importante de viviendas, superando las 
mil y llegando en algún caso las tres mil.

A partir de la década de 1990, este modelo de 
planificación urbana y diseño de viviendas socia-
les fue dejado de lado. Desde ese entonces los 
Conjuntos Urbanos que ha construido el Estado 
en el ámbito de la Ciudad estuvieron relacionados 
con procesos de relocalización o re urbanización 

9.	 Informe “La situación habitacional en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires”, página 19.

10.	 Informe “Programa de Rehabilitación y Puesta en Valor de Conjuntos Urbanos”, página 8.
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in situ de algún sector de distintas villas porteñas. 
A diferencia de los complejos históricos, la escala 
de los mismos fue mucho menor, abandonando 
la modalidad de construcciones de altura e impo-
niéndose tipologías de Planta Baja más dos o tres 
pisos. La totalidad del diseño de estos conjuntos 
responde a otra lógica constructiva con menos 
preminencia de espacios comunes y sectores de 
los que tenga que hacerse cargo el consorcio de 
propietarios.

En sentido coincidente se han producido la vasta 
mayoría de los Conjuntos Urbanos vinculados con 
la relocalización de habitantes del camino de sirga 
de la Cuenca Matanza-Riachuelo en el marco de 
la causa “Mendoza, Beatriz Silvia y otros c/ Esta-
do Nacional y otros s/daños y perjuicios (daños 
derivados de la contaminación ambiental del Río 
Matanza - Riachuelo)”, como gran excepción se 
encuentra el Complejo Urbano “Barrio Padre Mu-
gica”, que se diseñó con un formato de una serie 
de plateas con edificios de altura, similar a la de 
los conjuntos históricos.

Las dos últimas categorías de este esquema de 
clasificación continúan en la actualidad en fun-
ción de las relocalizaciones que todavía están 
pendientes en el ámbito de la causa Mendoza y 
de los procesos de integración socio urbana que 
se iniciaron efectivamente en los barrios Villa 31, 
Villa 20, Rodrigo Bueno y Fraga. No incluiré en el 
presente análisis los complejos “Villa Olímpica” 
y el correspondiente al Programa PROCREAR en 
el barrio de Parque Patricios, en tanto en esos 
casos el Estado ha implementado la planificación 
y edificación de los mismos, pero luego procedió 
a determinar únicamente los criterios para la adju-
dicación de las unidades de vivienda en un esque-
ma de créditos en Unidades de Valor Adquisitivo 
otorgados por entidades financieras (que merece-
ría un estudio aparte por el riesgo que introduce 
respecto de la sustentabilidad de esos créditos) 
para sectores medios.

Cabe destacar que en los tres tipos de complejos 
se han detectado falencias constructivas, deficien-
cias edilicias y problemas de diseño (sobre todo 
respecto de determinados espacios que se pen-
saron con una finalidad que no tuvo en cuenta 

la necesidad de quienes los ocuparían), hechos 
que coadyuvaron en el rápido deterioro de las 
viviendas que los componen y por supuesto, de 
los espacios de uso común. En algunos casos el 
nivel de deterioro alcanzó un estado que llevó al 
dictado de una Ley que declaró la emergencia, 
entre las que se puede citar:

Ley 623 (Soldati, año 2001), Ley 625 (Illia, 
año 2001), Ley 1333 (Ramón Carrillo, año 
2004), Ley 1686 y su posterior 2737 (Pie-
drabuena), Ley 177 (corresponde a 8 con-
juntos y da lugar a la creación del Programa 
de Rehabilitación y Conjuntos Urbanos, año 
1999)11

Los motivos que llevaron a estos inmuebles a es-
tar en una situación edilicia que implique que se 
los declare en emergencia son, por supuesto, va-
riados y con orígenes diversos. En primer lugar, 
los ya mencionados respecto del diseño debiendo 
subrayarse que en las tres categorías de Conjun-
tos se repiten los vinculados al espectro social. 
Mientras parece haberse instalado un consenso 
en cuanto a la dimensión optima de los complejos 
de viviendas, dejando de lado los edificios de 
altura (con la sola excepción contemporánea del 
Barrio Padre Mugica), en todos los momentos 
históricos se subestimó o directamente excluyó 
la incorporación de las necesidades vinculadas 
con la actividad económica y/o social de los 
habitantes de los mismos. En igual sentido, se 
ha intentado imponer sistemáticamente el dise-
ño de los espacios de uso común por sobre las 
costumbres y vinculaciones ya establecidas entre 
vecinos. Abundan los ejemplos de espacios ver-
des, de descanso o para otros fines que nunca 
se utilizaron de esa manera, sino que sirvieron 
para la actividad comercial que antes de la relo-
calización se realizaba en la unidad habitacional 
o para la recuperación de residuos reciclables. 
En el mismo orden de ideas, casi sin excepción 
los espacios de tránsito o de libre circulación 
no se usan de acuerdo a lo diseñado, sino que 
terminan obedeciendo a las dinámicas vinculares 
y sociales pre existentes.

A todo esto, se agrega la ausencia estatal una 
vez entregada la unidad de vivienda, ya sea en 

11.	 Ib., página 9.
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posesión o con la traslación del dominio. No huel-
ga mencionar que, en general, se utilizaron estos 
complejos de viviendas para relocalizar a cantida-
des importantes de familias o personas que no 
habían vivido en un régimen de propiedad ho-
rizontal previamente. Este aspecto ha sido sub-
estimado históricamente, pero, con acierto, viene 
siendo incorporado en los últimos años en los 
distintos protocolos de relocalización12.

Es posible considerar entonces que en los Conjun-
tos Urbanos, principal pero no exclusivamente en 
los históricos, se produjo una degradación edilicia 
temprana debido a factores atribuibles a la etapa 
de planificación y diseño de los mismos, a falen-
cias constructivas y a errores o falta de interven-
ción estatal post mudanza de sus habitantes. Así, 
se ha llegado a extremos en los que “la mayoría 
de los complejos urbanos construidos en las villas 
fueron entregados con recepción de obra proviso-
ria y sin infraestructura”13.

Ahora bien, sin perjuicio del análisis valioso que 
puede significar rastrear las causas que llevaron a 
que los habitantes de estos complejos de vivienda 
puedan ser incluidos en la categoría de personas 
que se hallan en situación de déficit habitacional, 
es menester analizar cómo es el abordaje del Es-
tado ante la situación de emergencia y si el mismo 
es suficiente para superarla. 

Del Informe elaborado por la Defensoría del Pue-
blo surge con total claridad que la intervención 
del Ejecutivo porteño puede considerarse como 
máximo como un paliativo. De hecho, ninguno 
de los Conjuntos que fueron declarados en emer-
gencia ha superado fehacientemente dicha situa-
ción, en tanto “La puesta en marcha de las obras 
estaría determinada por la demanda que surge en 
los complejos y no en virtud de un plan integral de 
mejoras”14.

En adición a lo expresado, debe tenerse en cuenta 
que las problemáticas que se observan en torno 
a los Conjuntos Habitacionales pueden ser de las 
más disímiles y responder a cuestiones propias de 
los procesos de cada uno o a algún error puntual 
de diseño.

Entonces, entre las problemáticas generales pode-
mos destacar:

•	 edilicias, ya sean por defectos constructivos, 
falta de mantenimiento o porque el uso que se 
le dio a algún espacio no es el proyectado.

•	 de provisión de servicios, principalmente suele 
presentarse en relación al gas y su causa en 
general obedece a deficiencias de conexiones 
o mal estado de las instalaciones.

•	 falta de conformación o falta de recursos de los 
consorcios de copropietarios.

•	 dificultades en la convivencia, que usualmente 
están vinculadas con procesos de relocaliza-
ción de distintos asentamientos en un mismo 
núcleo urbano sin trabajo social previo.

Por su parte, entre las problemáticas particulares 
de cada conjunto pueden mencionarse a modo de 
ejemplo algunas de las más diversas. En el Con-
junto Urbano Villa Soldati, el diseño de la orga-
nización administrativa ha resultado de imposible 
cumplimiento, lo que ha llevado a que no posea 
la administración consorcial debida en ningún mo-
mento de su historia (el sistema consiste en una 
serie de administraciones por cada edificio, cada 
nudo y un consorcio general que debía administrar 
119 edificios15). En el Conjunto Barrio Padre Mugica, 
las principales dificultades se encuentran relaciona-
das con deficiencias constructivas severas, falta de 
equipamiento comunitario y problemas de convi-
vencia y seguridad (cabe destacar que allí se relo-
calizó a habitantes del asentamiento “El cartón”, la 
Villa 21-24 y el asentamiento “Agustín Magaldi”).

12.	 “Protocolo base para el diseño e implementación socialmente responsable de procesos de relocalización involuntaria de población” 
del Instituto de Vivienda de la Ciudad,  “Protocolo de Relocalizaciones” de la Provincia de Buenos Aires y “Protocolo para el abordaje 
de procesos de relocalización y reurbanización de villas y asentamientos precarios en la cuenca Matanza Riachuelo”.

13.	 Informe “Programa de Rehabilitación y Puesta en Valor de Conjuntos Urbanos”, página 29.

14.	 Ib., página 21.

15.	 Ib., página 23.
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Qué problematiza la Defensoría del 
Pueblo cuando aborda la cuestión 
de los Conjuntos Urbanos

Existen dos ejes en ese sentido, el primero de 
ellos es la demanda, es decir, las denuncias que 
radican -en cualquiera de las sedes o mediante 
las vías de contacto- los vecinos que viven en 
alguno de los edificios que componen ese univer-
so. Entre los temas más recurrentes se ubican los 
problemas edilicios, la falta de servicios o infraes-
tructura y la regularización dominial o el cambio 
de titularidad.

No resulta llamativo que los principales motivos 
de queja respondan a cuestiones materiales, fá-
cilmente individualizables y de respuesta concre-
ta. Por el contrario, las temáticas vinculadas a la 
esfera de lo social, lo comunitario y en algunos 
casos hasta lo organizativo suelen hallarse en un 
segundo plano, en tanto el menoscabo que pro-
ducen en la calidad de vida de los habitantes de 
los complejos no se manifiesta de manera tan di-
recta.

El segundo eje consiste en la intervención de ofi-
cio, allí la mirada busca elaborar un diagnóstico 
que permita repensar el abordaje estatal con an-
claje en lo edilicio, lo urbanístico y lo social, re-
definir una política habitacional de manera global, 
que en sus orígenes fue diagramada para brindar 
una respuesta material a la problemática de la 
falta de viviendas, para que sea reconvertida en 
una política desde y para las personas que se en-
cuentran en emergencia habitacional.

Como organismo entendemos entonces que, al 
igual que para la realización del diagnóstico, las 
acciones del Ejecutivo local deben contener para-
lelamente un eje desde lo arquitectónico y otro 
desde lo social, que se implementen de manera 
coordinada y articulando medidas y objetivos en 
el marco de una estrategia global.

El acompañamiento de los habitantes de los Con-
juntos Urbanos ha demostrado a lo largo de los 
años que las falencias que presentan los edificios 
y espacios que los componen no sólo se han ido 
incrementando sino que se han complejizado y 
van a requerir una intervención sostenida, plani-
ficada y previsible desde estos dos ejes descritos 

para poder rehabilitar y en última medida hacer 
sustentables los mismos.

Como comentario final de lo problematizado des-
de la Defensoría, no puedo dejar de mencionar la 
ausencia total o deficiente participación real de la 
población objeto de esta política, y precisamen-
te utilizo esta palabra para destacar que el lugar 
que han ocupado históricamente los habitantes 
de los Conjuntos Urbanos ha sido el de un objeto, 
un elemento que sería relocalizado en un nuevo 
espacio en un primer momento, sin participar del 
diseño de estos espacios ni por supuesto tener 
decisión alguna sobre el lugar en que estarían si-
tuadas las viviendas. Esta lógica se ha ido repi-
tiendo en mayor o menor medida luego con las 
intervenciones de emergencia o de rehabilitación 
parcial de los edificios (tal vez con la única salve-
dad de lo sucedido en el marco de las acciones 
de amparo que se han presentado con relación a 
complejos puntuales), no habiendo logrado rever-
tir nunca completamente las personas ese lugar 
de elemento sobre el cual las medidas tomadas 
por el Estado (en su búsqueda de paliar el déficit 
habitacional) van a repercutir.

Todo esto adquiere mayor relevancia en función 
del rol que la Defensoría del Pueblo ocupa actual-
mente en todos los procesos de integración socio 
urbana que se están llevando a cabo en la Ciudad, 
que implica que forme parte de las Mesas de Ges-
tión Participativas que se realizan y a través de las 
cuales aboga para que no se reproduzcan errores 
del pasado en lo vinculado con los procesos de 
relocalización de personas.

Conclusiones

Hemos visto a lo largo del presente que la Ciudad 
de Buenos Aires posee un déficit habitacional im-
portante, que alcanza a más de medio millón de 
personas. Esta situación no es nueva por supues-
to y por ello, desde principios de siglo pasado, se 
han reproducido diferentes tipos de adaptaciones 
informales por parte de los sectores que no logran 
acceder a una vivienda.

Este déficit implica obviamente la vulneración del 
derecho a una vivienda adecuada en los términos 
de la normativa local, nacional e internacional y a 
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la vez he intentado hacer una brevísima descrip-
ción de la implicancia respecto de la posibilidad 
que tiene una persona que lo atraviesa para di-
señar y poner en marcha su propio plan de vida 
que le garantice la satisfacción de su autonomía 
personal.

Es en función de todo esto que el Estado ha in-
tentado disponer de determinadas medidas para 
paliar o bien atacar el déficit habitacional. En este 
sentido, a mediados del siglo XX comenzó a pen-
sarse como alternativa a los asentamientos la po-
sibilidad de que el Ejecutivo creara las viviendas 
faltantes en forma de Conjuntos Habitacionales 
de gran densidad, allí donde la Ciudad parecía 
no haber logrado atraer cantidades ingentes de 
habitantes.

Esta etapa que se caracteriza por la construcción 
de los complejos que denominamos históricos (si-
guiendo la propuesta del Informe “Programa de 
Rehabilitación y Puesta en Valor de Conjuntos Ur-
banos”) presenta un marcado sesgo cuantitativo 
con respecto al abordaje del déficit habitacional. 
La cuestión parece haberse centrado en cuántas vi-
viendas podía producir el Estado sin tener en miras 
el cómo, y muchos menos el quienes las ocuparían, 
así como tampoco parece haberse tenido en cuenta 
la cuestión de la sustentabilidad de las mismas.

Luego se produjeron nuevas modalidades de con-
juntos, de menor densidad, en el marco de las 
relocalizaciones o reurbanizaciones in situ de vi-
llas de la Ciudad (a partir de los años 90 y en la 
actualidad las que se han iniciado en los últimos 
tres años) y en el ámbito de la causa “Mendoza”.
Si bien las falencias edilicias y de organización no 
son exclusivas de los conjuntos históricos, éstos 
representan un mayor desafío a la hora de su re-
habilitación debido a los altos niveles de degrada-
ción edilicia, a su escala y a la ausencia de apro-
piación simbólica producto de la falta de abordaje 
social. Asimismo, cada complejo presenta algún 
aspecto particular que debe considerarse en el 
diseño de la intervención estatal, verbigracia, la 
imposibilidad de llevar a cabo la conformación 
consorcial en el caso de Soldati y las dificultades 
de convivencia que se suscitaron en el Comple-

jo Mugica por la utilización de espacios comunes 
para la actividad económica de algunos de sus 
habitantes. 

En definitiva, la respuesta del Estado frente al dé-
ficit habitacional de la Ciudad ha generado en mu-
chos casos que parte de la población simplemen-
te cambiara de categoría clasificatoria a la hora de 
mensurar el mismo, pasando a ser considerada en 
déficit cualitativo en lugar de cuantitativo, pero 
cabe preguntarse si ha repercutido en una mejor 
calidad de vida, y si lo hizo, cuánto tiempo se 
sostuvo esa mejoría.

Completan este análisis, dos cuestiones: es un 
hecho que la ubicación de los complejos ha fa-
vorecido el proceso de segregación espacial de 
la población de menos recursos de la Ciudad y 
finalmente, si evaluamos la conducta estatal en 
el ámbito de la eficiencia, los recursos destinados 
a la construcción y posterior refacción de estos 
edificios a lo largo de las últimas décadas, en con-
traposición con la mejora en la calidad de vida de 
sus habitantes (o la ausencia de la misma) mues-
tra que ha resultado a todas luces ineficaz.

En términos de qué debe hacer el Ejecutivo ante 
este cuadro situacional hoy, las respuestas son am-
plias y complejas, pero vale traer a colación una de 
las conclusiones del Informe de la Defensoría del 
Pueblo antes reseñado. “El IVC no ha desarrollado 
un proyecto global o plurianual que importe la iden-
tificación de los problemas que afectan a los Conjun-
tos Urbanos y la consiguiente determinación de las 
obras a ejecutar para su solución. Por el contrario, 
ese organismo ha puesto en marcha el Programa de 
Recuperación y Puesta en Valor de los Conjuntos Ur-
banos a través de diferentes acciones individuales 
en los distintos tipos de complejos, sin que eso im-
porte una solución real y efectiva a la problemática 
edilicia que los afecta”16.

Sin lugar a dudas hace falta un Plan plurianual, y 
el mismo debe tener los dos ejes mencionados en 
el acápite anterior (arquitectónico y social), a la 
vez que debe incluir un esquema de emergencia 
para las obras que no permiten dilaciones y están 
vinculadas con la anulación del riesgo respecto de 

16.	 Ib., página 21.
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la integridad física de los habitantes de los Con-
juntos Urbanos y otro de rehabilitación definitiva. 
Todo ello siempre, en el marco de una participa-
ción real de la población interesada.

Como observación final quisiera no perder la 
oportunidad para destacar el valor que posee 
el acompañamiento social y en la conformación 
consorcial por parte del Estado cuando éste de-
cide producir vivienda para sectores vulnerables, 
ya que puede resultar en un valor fundamental 
para la posterior sustentabilidad de la misma (sin 
dejar de mencionar los desafíos económicos que 
presentan los períodos de crisis como el actual). 
Incluso me permito ir más lejos y afirmar que no 
sólo debe el Estado acompañar y promover la con-
formación consorcial, sino facilitar el proceso de 
reclamos vinculados con falencias constructivas y 

vicios redhibitorios, pues la manifestación de es-
tas problemáticas y las dilaciones en su corrección 
debilita seriamente el proceso de apropiación sim-
bólica por parte de sus habitantes y la tramitación 
de tarifa social, cuando la carga de los servicios 
pudiera amenazar la sostenibilidad de la vivienda.

Sólo entendiendo el aspecto social y garantizando 
la participación real en los procesos destinados a 
garantizar la satisfacción del derecho a la vivien-
da, podrá revertirse que los mismos consten de 
la producción material de unidades habitacionales 
en las que las personas que las habitarán sean un 
mero elemento, objeto de la acción del Estado. 
Se impone entonces que dichas personas sean 
consideradas sujetos de derechos que definen y 
forman parte de la implementación de la política 
habitacional.
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Introducción

El universo de los Complejos habitacionales de la 
Ciudad de Buenos Aires agrupa 55 conjuntos con 
40.400 unidades funcionales habitadas por alre-
dedor de 130.000 personas. Los complejos más 
grandes, que cuentan con la mayor cantidad de 
viviendas agrupadas (entre 2000 y 3000), están 
ubicados en la comuna 8 (Soldati, Savio I y II y 
Piedrabuena)

A éstos se le suman los nuevos complejos, los 
cuales totalizan 4.131 unidades nuevas que están 
siendo construidas en el marco de los procesos 
de re-urbanización de villas y sus respectivas le-
yes, en cuatro barrios diferentes: Villa 31 y 31 bis 
(Containera 161, Barrio YPF 1032 ); Villa 20 (Papa 
Francisco 1702 viviendas); Rodrigo Bueno (564 vi-
viendas) y Playón de Chacarita (672 viviendas). 
También se contabilizan los proyectos de comple-
jos nuevos para las relocalizaciones del camino 
de sirga en el marco de la Causa Mendoza1 Barrio 
Iguazú (320 viviendas), Barrio Orma (200 vivien-
das) y Barrio Alvarado (230 viviendas)

Vastos son los análisis y críticas sobre las con-
diciones edilicias de estos complejos y, por ex-
tensión, sobre la calidad de vida que tienen las 
familias que allí viven, así como también los de-
bates en torno a las responsabilidades sobre el 

mantenimiento y preservación de dichos edificios. 
Lo importante es entender el contexto, la historia 
y las características de cada complejo para poder 
llegar a ciertas propuestas que permitan mejorar 
las condiciones actuales.

Marco normativo y
responsabilidades institucionales

En tal sentido y analizando brevemente las leyes 
que abordan de manera directa e indirecta los 
complejos urbanos, vemos que en el año 1999 se 
sanciona la ley 177 que crea una comisión técnica 
para llevar adelante el proceso de escrituración de 
varios complejos. Por medio de esta ley también 
se crea en el ámbito de la CMV (en ese entonces, 
Comisión Municipal de la Vivienda), el Programa 
de Rehabilitación y Puesta en Valor de los Con-
juntos Urbanos. 

La sanción de dicha ley habilita, en cierta forma, 
a que se trabaje y sancionen otras leyes comple-
mentarias de rehabilitación de conjuntos específi-
cos, las cuales obligan al Estado a intervenir en 
los complejos habitacionales de la ciudad. En este 
sentido, se observan leyes de Emergencia (Ley 
623 de soldati, Ley 625 del barrio Illia, Ley 1686 
de Piedra buena, entre otras); leyes para regula-
rizar la situación dominial (como la Ley 3.902 del 

Summary

This article aims to summarize the history and current situation of the social housing complexes of the 
Buenos Aires City, reviewing its structural problems, the responsibilities of the government and its cu-
rrent reality. Knowing these characteristics will help to make an analysis about the future of the new com-
plexes that are being built within the framework of the re-urbanization processes. Will the new complexes 
be a reflection of the previous ones, or will mistakes be learned?

Key words: Urban complexes, social housing, improvement, sustainability.

1.	  En 2004 un grupo de vecinos presentó una demanda contra el Estado Nacional, la Provincia, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
y 44 empresas, reclamando a recomposición del ambiente, la creación de un fondo para financiar el saneamiento de la cuenca y un 
resarcimiento económico por daños y perjuicios. Posteriormente,la misma se amplió hacia los 14 municipios bonaerenses por los 
que se extiende la Cuenca Matanza Riachuelo. Así se originó la causa “Mendoza, Beatriz Silvia y otros c/ Estado Nacional y otros s/
daños y perjuicios (daños derivados de la contaminación ambiental del Río Matanza – Riachuelo)”.
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2011, vigente hoy en día2); leyes de remediación 
(como la Ley 2.749 de Justo Suárez, o la Ley 3.199 
de Castex), entre otras tantas leyes de diversas 
características. Cabe destacar que al día de hoy 
se acumulan incumplimientos, acciones parciales 
y falta de sistematicidad para abordar una proble-
mática que tiene aristas comunes en gran parte de 
los conjuntos urbanos. 

Más allá de que no todos los complejos cuentan 
con leyes específicas, no se puede soslayar que 
el IVC (Instituto de la Vivienda de la Ciudad de 
Buenos Aires, anteriormente CMV) está obligado a 
intervenir en los complejos urbanos por su ley de 
creación, la Ley 1.251. En u na de sus modifica-
ciones, concretada a través de la Ley 2.275 del 
2006, incorpora la siguiente facultad en el artículo 
6º de la ley original: “Ejecutar políticas y acciones 
que permitan la puesta en valor, recuperación y 
mantenimiento edilicio de los complejos urbanos 
y de viviendas en barrios que se encuentren den-
tro de la órbita de administración del Instituto de 
Vivienda de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 
subsidiando, de corresponder, a propietarios, adju-
dicatarios o legítimos ocupantes de unidades habi-
tacionales beneficiadas por estas acciones”.

Teniendo en cuenta este marco normativo, es cla-
ro que desde hace varios años el IVC es el respon-
sable de planificar la recuperación y el manteni-
miento de todos los complejos de la ciudad. Cabe 
destacar que dicha facultad es más que acertada, 
entendiendo que la mayoría de los problemas es-
tructurales de los complejos son el resultado, en 
gran medida, de las deficiencias que hubo en el 
proceso de entrega de las viviendas por parte de 
los organismos del Estado, a partir de las cuales 
un gran porcentaje de unidades funcionales no 
quedaron saneadas legalmente. Este déficit trajo 
como consecuencia, por ejemplo, serias dificul-
tades para conformar los consorcios y recaudar 
los fondos para el mantenimiento. No podemos 
dejar de mencionar otras problemáticas agrega-
das como: consorcios muy grandes y de difícil 
abordaje, falta de acompañamiento luego de las 

mudanzas de familias que vivían en condiciones 
muy disímiles, indefiniciones con respecto al man-
tenimiento del espacio público, entre otras tantas.

Un repaso por los problemas 
estructurales y comunes a todos 
los complejos

Para poder llegar a un análisis más específico de 
las políticas de gobierno y los recursos que se 
han asignado vale la pena repasar y explicar bre-
vemente las principales problemáticas comunes a 
todos los complejos.

En primer lugar, observamos los problemas es-
tructurales, principalmente el deterioro prematuro 
de las estructuras de hormigón, cuestión que in-
cluye hierros al descubierto, y debilitamiento de 
su capacidad de carga, por corrosión o por no 
conservar las cualidades constructivas. Asimis-
mo, los vecinos reclaman por vicios constructivos 
(errores de la obra o del proyecto que aparecen 
después de entregados los departamentos) rela-
cionados con las instalaciones sanitarias y eléctri-
cas. Un ejemplo que da cuenta de esto es el fallo 
Judicial que logró el Barrio Piedra Buena luego de 
la presentación de un amparo por parte de veci-
nos, donde el 23/12/2009 el juez Roberto Gallardo 
intimó al IVC a que inicie las obras solicitándole 
que presentara un plan, cronograma de obras y 
límite de fechas de finalización. En su fallo, Ga-
llardo citó un informe emitido el 2 de octubre de 
2009 por la Superintendencia de Bomberos de la 
Policía Federal. Allí se advirtió sobre “la necesidad 
de adopción de medidas preventivas tendientes 
a resguardar la seguridad de las personas en la 
totalidad de las torres, frente a las condiciones es-
tructurales y no estructurales (caída de mampos-
tería, desprendimiento de recubrimientos, colap-
sos), las instalaciones eléctricas, las instalaciones 
de ascensores y de gas”.

En segundo lugar, se destaca un fuerte conflicto 
en torno a los espacios privados de uso públi-

2.	 En este sentido vale aclarar que el año pasado se votó la Ley 6006, donde se generó una actualización al modificar el texto del artícu-
lo 13º de la Ley 3902, redactado ahora de la siguiente manera: “La operatoria creada en la presente ley tendrá vigencia hasta la efec-
tiva regularización dominial de la totalidad de las unidades funcionales que se enmarquen en las situaciones descritas en la misma”. 
En contraposición, realizamos un despacho de minoría (expediente 1907-J-2018), el cual solicitaba que la ley de modificación tuviera 
un determinado plazo para su  ejecución así como un plan de obras concreto que incluyera todos los mejoramientos necesarios. 
Este plan de obras, junto con la totalidad de las regularizaciones dominiales, debía ser respetado para que se dé por cumplida la ley.
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co, donde se observa un abordaje diferencial por 
parte del Instituto de la Vivienda: mientras que 
en algunos complejos se realizan las tareas de 
limpieza y jardinería correspondientes a través del 
IVC, en otros las realizan cooperativas de UGIS3 
y, finalmente, en muchos complejos no se ocupa 
nadie. Vale aclarar que este aspecto de la vida 
en los complejos se encuentra en un vacío legal 
debido a la discontinuidad del avance de la Ley 
680/01, la cual ordenaba conformar una comisión 
específica que resolvería el dominio de estas par-
celas y la responsabilidad sobre su mantenimien-
to. Han pasado los años y el conflicto aún no ha 
sido saldado.

Asimismo,no podemos dejar de señalar los con-
flictos por la prestación de servicios básicos, ori-
ginados en el desdibujamiento de las responsa-
bilidades de las partes (empresas prestatarias y 
gobierno) por falta de definición de obligaciones. 
En este sentido, se observan grandes falencias en 
torno a deficiencias estructurales por problemas 
de factibilidad: muchas veces la infraestructura de 
los servicios no está preparada para el volumen 
de demanda que abastecen. 

Finalmente, observamos el problema de regula-
rización dominial entendida en dos escalas dis-
tintas: la escala de las unidades funcionales y la 
escala consorcial. Con este enfoque se aprecia cla-
ramente la fuerte relación entre las dos escalas, 
donde la falta de resolución en la menor ocasio-
na problemas en la escala mayor, observándose 
como resultado muy poca claridad sobre la regu-
larización y división parcelaria y los ya menciona-
dos conflictos a nivel de espacios comunes, entre 
otros. 	 Con respecto a la regularización dominial 
de las unidades funcionales, como se dijo ante-
riormente, existe una ley sobre esta materia san-
cionada por la Legislatura en 2011: la 3.902. La 
misma determina la presentación en la Legislatura 
Porteña, dos veces por año, de informes sobre el 
estado de avance de los procesos de regulariza-
ción dominial, desagregado por complejo. Desde 
la sanción de la ley en 2011 se ha presentado un 
solo informe, por lo que el estado de avance ac-

tual es realmente incierto. En cambio, lo que no 
es incierto es que todavía quedan muchas unida-
des funcionales por regularizar y, por consiguien-
te, muchas familias que hace años viven en esas 
viviendas sin seguridad en cuanto a la tenencia 
sobre las mismas.

Para dimensiona la problemática se puede desta-
car un informe realizado en el 2018 por la Audi-
toría General de la Ciudad de Buenos Aires (AG-
CBA) que evaluó 35 Conjuntos. Sobre el total de 
los conjuntos analizados, solo dos (J. J. Castro y 
Nágera) están escriturados al 100%; tres no fue-
ron escriturados por “problemas de dominio de 
la tierra (San Francisco y Padre Mugica) y de re-
gistración catastral, mensura y división parcelaria 
(Barrio Carrillo); y 21 tienen más del 80% de sus 
unidades escrituradas.

El conjunto de estas problemáticas se ven refle-
jadas en los múltiples amparos, actuaciones y ex-
pedientes presentados por los vecinos y vecinas 
de cada uno de los complejos. Los mismos se 
pueden ver detallados en el informe que realizó la 
Defensoría del Pueblo en el año 20154

¿Qué recursos destina el 
gobierno para solucionar estas 
problemáticas?

Realizando un repaso por el presupuesto asig-
nado a los complejos habitacionales y circunscri-
biéndonos a la Gestión de Horacio Rodríguez La-
rreta solamente, vemos que el IVC (Cuadro 1) tuvo 
un fuerte aumento de presupuesto (357%) entre 
el año 2016 y 2017, incremento que no se vio re-
flejado en la ejecución final que fue del 48%. Para 
el 2018, el presupuesto bajó un 15% con respecto 
al sancionado 2017, pero su ejecución fue buena: 
97.4%. Para el 2019 sólo hubo un aumento del 
14% en el presupuesto sancionado, muy por de-
bajo de la inflación.

Si nos adentramos específicamente en el progra-
ma nº 106 (Cuadro 2) dentro del IVC, denominado 

3.	 Unidad de Gestión de Intervención social,  dependiente del Ministerio de Desarrollo Humano y Hábitat de la Ciudad de Buenos Aires.

4.	 http://www.defensoria.org.ar/wp-content/uploads/2015/05/ConjuntosUrbanos.pdf
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“Rehabilitación conjuntos urbanos”, podemos ver 
que en el año 2017 hubo un pico en cuanto a la 
parte del presupuesto total del IVC que representa 
dicho programa. Ese pico fue alcanzado en la san-
ción debido a un monto de casi 560 millones de 
pesos para obras en el conjunto Soldati. La reali-
dad demostró que, si bien parece haber existido 
la intención de hacer una intervención grande en 
dicho conjunto, dicha intervención no sucedió y 
solo se ejecutó un 9% de la partida presupuesta-
ria asignada para tal obra.

En paralelo, se puede observar que este mismo 
programa (nº 106), encargado de las obras es-
tructurales en los complejos, viene disminuyendo 
su participación dentro del presupuesto total del 
IVC, pasando del 13% en 2016 al 8% para este 
año 2019.

Dentro de este programa se pueden observar 
obras por conjunto como los casos de Piedra Bue-
na y Soldati, detallados en el cuadro anterior, así 
como también obras de mejoramiento general y 

emergencia para la totalidad de los conjuntos. Al 
respecto, observamos una particularidad (Cuadro 
3): existe un aumento del peso presupuestario 
relativo de estas obras generales, representado 
dentro del programa nº 106 un 11% en el 2017, 
un 34% en el 2018 y, para el 2019 se prevé que 
será un 41% del presupuesto total del programa. 
A partir de esta observación, cabe suponer que no 
hay, a diferencia de otros años, una planificación 
tan específica, individualizada por complejo, sino 
que prácticamente la mitad del presupuesto de 
este programa estará afectada a obras de mejora-
miento y emergencia generales.

Si nos centramos en la construcción de complejos 
nuevos en el marco de los procesos de re-urba-
nización, podemos ver que el programa nº 104 
(Cuadro 4) de “Reintegración, integración y trans-
formación de villas”, contiene tres de los cuatro 
barrios que están siendo urbanizados a gran esca-
la. En este sentido, vemos que el programa abarca 
un porcentaje muy alto del presupuesto total del 
IVC sancionado por ley: 44% en el 2017, 48% en 

Cuadro 1. Presupuesto total IVC gestión Rodriguez Larreta. Comparativas de ejecución, sanción y evolución de 
ejecución.

Cuadro 2. Presupuesto total para el programa nº 106 y sus principales obras.

Fuente: Elaboración propia según datos sobre presupuesto ejecutado a nivel obra que publica el gobierno de la Ciudad de Buenos 
Aires: data.buenosaires.gob.ar

Fuente: Elaboración propia según datos sobre presupuesto ejecutado a nivel obra que publica el gobierno de la Ciudad de Buenos 
Aires: data.buenosaires.gob.ar
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el 2018 y 47% para el 2019. Aquí cabe aclarar, 
entonces, que observamos una clara intención de 
avanzar con las viviendas nuevas en el marco de 
la re-urbanización de las villas, en contraposición 
con el prácticamente nulo avance en las obras de 
infraestructura básica de los sectores consolida-
dos (los barrios existentes), fundamentales para 
mejorar la calidad de vida de sus habitantes. Este 
punto es crítico y fue planteado con preocupación 
por los vecinos de los barrios al momento de de-
batir las leyes de re-urbanización (Ley nº 5.705 de 
Villa 20, Ley nº 5.798 de la Rodrigo Bueno y Ley 
nº 5.799 de Playón de Chacarita). Debido a la fal-
ta de consenso con el Gobierno dxe la Ciudad de 

Buenos Aires, esta preocupación no logró quedar 
reflejada con ningún tipo de garantía concreta en 
los textos de las leyes.

A través del cuadro 4 se puede observar que la 
construcción de las viviendas de la Villa 20 (lla-
madas Papa Francisco) y las de Fraga (Playón de 
Chacarita) no tuvo, en el año 2017, un alto grado 
de ejecución, a diferencia del año 2018 en el cual 
no sólo cumplió casi al 100% su ejecución, sino 
que en algunos casos lo superaron.
 
Por otra parte, yendo al caso de la Villa 31 y 31bis, 
se puede observar en el cuadro 5 que, sobre el 

Cuadro 3. Presupuesto total para el programa nº 104 y recorte por obras de mejoramiento general para todos 
los conjuntos.

Cuadro 4. Presupuesto total para el programa nº 104 y sus principales obras.

Fuente: Elaboración propia según datos sobre presupuesto ejecutado a nivel obra que publica el gobierno de la Ciudad de Buenos 
Aires: data.buenosaires.gob.ar

Fuente: Elaboración propia según datos sobre presupuesto ejecutado a nivel obra que publica el gobierno de la Ciudad de Buenos 
Aires: data.buenosaires.gob.ar
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total del presupuesto de la Secretaría de la cual 
depende, el peso del programa de “Infraestructura, 
vivienda y Coordinación Gubernamental” se sostie-
ne año a año siempre cerca del 90%. Asimismo, la 
construcción de viviendas nuevas, tanto las del sec-
tor de la llamada Containera como las viviendas en 
el Sector YPF, apenas acumulan aproximadamente 
el 30% del total del presupuesto de la Secretaría. 
En este sentido, cabe destacar la diferencia con los 
otros procesos de re-urbanización llevados adelan-
te por el IVC -Villa 20, Rodrigo Bueno y Playón de 
Chacarita- teniendo en cuenta que en la Villa 31 y 
31bis una gran parte del presupuesto es asignada 
a las obras de infraestructura y un porcentaje bas-
tante menor para las obras de viviendas nuevas 
-en total, 1.200 unidades-, muy por debajo de la 
necesidad del barrio para realizar el necesario es-
ponjamiento y la des-densificación.

Finalmente, cabe destacar que la construcción de 
las Viviendas de la Villa 31 y 31 bis es ejecuta-
da por un área que específicamente se encarga 
de ese proceso de re-urbanización, la Secretaría 
de Integración Social y Urbana, dependiente de 
Jefatura de Gabinete de Ministros. Al respecto, 
debemos señalar, con cierta preocupación, que 
poco ayuda a la claridad metodológica y concep-
tual necesaria en procesos tan complejos como 
las re-urbanizaciones y mudanzas de familias con 
experiencias habitacionales disímiles el hecho de 
que los mismos sean gestionados por diferentes 
organismos con sus diversas lógicas y dinámicas 
institucionales.

Conociendo el presente y pensando 
en el futuro

Frente a este escenario de gran stock de viviendas 
en complejos existentes -con sus problemáticas 
históricas- y del stock de viviendas nuevas que ya 
están siendo estrenadas, nos surge una gran pre-
ocupación: ¿serán los nuevos complejos un reflejo 
de los complejos existentes?, ¿o se podrá revertir 
las situaciones problemáticas de los existentes y 
evitarlas en los nuevos?

En este sentido, lo primero que debemos men-
cionar es que se debe trabajar fuertemente en 
políticas habitacionales que aborden de manera 
integral las complejidades de los Conjuntos Ur-
banos, abarcando no sólo los problemas estruc-
turales, de mantenimiento, de servicios y legales, 
sino también el fortalecimiento de interrelaciones 
vecinales que permitan a los ciudadanos hacer un 
seguimiento de las propuestas, los avances y su 
cumplimiento. A tal efecto, se requiere principal-
mente de la real intención política y de gestión 
de abordar esta problemática con objetivos con-
cretos y realizables, con presupuesto acorde a lo 
planificado y con prioridades establecidas. Las 
acciones aisladas no van a solucionar los proble-
mas que hemos descrito, transversales a todos 
los complejos de la Ciudad.

En segundo lugar, no se puede dejar de conside-
rar la historia de los complejos urbanos sino que 
se la debe tener muy presente a la hora de hacer 

Cuadro 5. Presupuesto total para la Unidad Ejecutora nº 2175, Secretaría de Integración Social y Urbana.

Fuente: Elaboración propia según datos sobre presupuesto ejecutado a nivel obra que publica el gobierno de la Ciudad de Buenos 
Aires: data.buenosaires.gob.ar
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efectivo el uso y goce de las viviendas nuevas. De 
la historia se aprende que, si no existe un acompa-
ñamiento de las familias a nivel social, no se aseso-
ra sobre la figura de consorcio, no se considera las 
necesidades de las familias que van a ser mudadas 
-ya sean económicas, sociales o culturales- los pro-
cesos pueden ser conflictivos y poco sostenibles. Se 
debe pensar en políticas públicas que consideren 
las realidades de las familias que se mudan a su 
nueva vivienda, que analicen y propongan acciones 
de acompañamiento y seguimiento que permitan a 
las familias ejercer sus derechos y cumplir con sus 
nuevas obligaciones. No se debe permitir que esta 
gran inversión pública se degrade en pocos años, 
sólo por negligencia del propio Estado al no saber 
entender las necesidades de las familias a las cua-
les les estaba entregando una solución habitacional, 
que además debe ser definitiva.

Se debe trabajar sobre consensos que clarifiquen 
los puntos fundamentales en cuanto al abordaje 
de la rehabilitación integral y sustentabilidad de 
los conjuntos habitacionales de viviendas socia-
les; las funciones del Estado y sus organismos; 

la responsabilidad de las empresas prestatarias y 
su articulación con los organismos del Estado; la 
consideración y evaluación de los equipamientos 
urbanos mínimos que deben acompañar a los com-
plejos; la regularización y definición de espacios 
públicos, comunes y privados; los parámetros mí-
nimos de participación de la población afectada en 
el diseño de los nuevos complejos. Este trabajo 
debe ir acompañado, además, por instrumentos de 
articulación y seguimiento de la gestión (mesas de 
trabajo, veedurías ciudadanas, etc.); cuadros tarifa-
rios accesibles; entre otros dispositivos.

En el marco de un año electoral que se inicia y 
sabiendo lo atrayente que resulta para la gestión 
actual de la Ciudad cortar cintas en inaugura-
ciones, llamamos la atención sobre los puntos 
antes mencionados. Teniéndolos en considera-
ción, sin ser excluyentes, podremos decir que, 
por lo menos, hemos prestado atención a lo que 
la historia nos cuenta para no repetir los errores 
que han ocasionado que el acceso a un derecho 
básico como la vivienda sea problemático para 
muchas familias.
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Resumen

El artículo se refiere a la situación de los grandes conjuntos habitacionales que se construyeron en 
Argentina, durante los años 1970 y 1980 financiados por el Estado. Se describe la situación de dete-
rioro constructivo, los problemas sociales, jurídicos y administrativos que se han generado a partir de 
decisiones gubernamentales que siguieron las modelos de la época en los países centrales para resol-
ver el problema de la vivienda de los sectores más vulnerables de la población. Se mencionan casos 
similares en otros países y se plantea la alternativa “rehabilitación o demolición” que se encuentra en 
el eje de la discusión en la actualidad. Se propone, a partir de una decisión política, encarar programas 
multidisciplinarios para resolver el problema, considerando que nuestro país no está en condiciones 
de destruir un patrimonio, que aún con graves problemas de inserción social y deterioro, constituye un 
patrimonio que debe ser rescatado.
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Introducción

En Europa se produjo a partir de la posguerra un 
desarrollo acelerado de la construcción de vivien-
das populares. Se produjeron miles de viviendas 
para superar el déficit habitacional y reemplazar 
las viviendas destruidas durante la guerra. Para 
ello se desarrollaron sistemas de construcción in-
dustrializada, especialmente en Francia, Alemania 
y Holanda. Se construyeron enormes conjuntos 
habitacionales de unidades de pequeña superficie 
con la lógica del monoblock. Podríamos llamar a 
ese período, parafraseando a Alvin Tofler, “la pri-
mera ola de la vivienda social”. Pensamos que en 
los últimos años se está produciendo, en Europa,” 
la segunda ola”.

Se ha planteado la discusión, en la mayoría de 
los países mencionados, acerca de qué hacer 
con estos grandes conjuntos, en los que se com-
binan los problemas constructivos, su degrada-
ción con graves problemas sociales, entre otros, 

anomia, segregación y dificultades de acceso a 
las áreas centrales. La alternativa planteada es 
demoler estos barrios y reemplazarlos por nue-
vas unidades de mayor superficie y comodida-
des y por supuesto de mayor precio, o reciclar 
las viviendas aprovechan do las posibilidades de 
lo construido.

En Inglaterra, en plena época de Margaret Tatcher 
se demolió buena parte del conjunto Hyde Park 
Flats en Sheffield, Inglaterra,*(2) mientras en Fran-
cia está en marcha un plan para demoler 150.000 
viviendas de los “grands ensembles”.*(3) Por su 
parte en Holanda, más precisamente en Ámster-
dam se ha demolido un gran sector del barrio 
Bijlmer y fue reemplazado por viviendas de distin-
ta tipología con el criterio de impulsar la diversi-
dad, construyendo además equipamiento urbano 
de alta calidad. También en Suecia, las viviendas 
construidas en el famoso plan de Un Millón que 
contribuyó a terminar con el déficit, están actual-
mente en plena transformación. *(1)

Summary

This article refers to the state of the large housing complexes that were built in Argentina between the 
years 1970 and 1980 and were funded by the Government. Here we describe the construction deficits and 
the social, legal and administrative problems that were generated due to decisions from the Government 
that followed the models of that time that were applied in central countries to solve the housing problems 
of the most vulnerable groups of the population. We mention similar cases from other countries and we 
discuss the alternatives “rehabilitation or demolition” that are today at the center of the discussion. We 
propose the development of multidisciplinary programs to solve this problem based on the implementa-
tion of public policies. We believe our country should not destroy these building complexes that despite 
their grave deterioration and social problems, they constitute a heritage that should be rescued. 

Key words: Housing complexes, rehabilitation, Public politics.
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¿Y por casa cómo andamos?

Como una respuesta simple e inmediata a los pro-
blemas de los grandes conjuntos, en nuestro país 
se han construido una gran cantidad de viviendas 
individuales que, si bien resuelven algunos de los 
inconvenientes de las viviendas en altura, generan 
otro tipo de problemas que escapan al alcance de 
este artículo.

Con respecto a los grandes conjuntos, es poco 
lo que se ha hecho y nos encontramos hoy ante 
la alternativa que se han planteado en los países 
europeos: “demoler o rehabilitar”.

La primera ola de la vivienda llegó a nuestro país 
unos años más tarde que en Europa. Tomamos 
como buenos sus propuestas y compramos sin 
beneficio de inventario sus sistemas y sus fábricas 
de viviendas. En distintas épocas, se construyeron 
grandes conjuntos, con métodos tradicionales y/o 
industrializados, en el Área Metropolitana de Bue-
nos Aires, en las grandes ciudades del interior y 
también en otras capitales de provincia.

El conjunto de Sheffield, del que hablamos más 
arriba, se tomó entre nosotros como modelo en 
aquella época y se analizaba en las Facultades de 
arquitectura. En general, estos Conjuntos, están 

Hyde Park Flats Sheffield en demolición.

Hyde Park Flats Sheffield Circulación en Planta Baja.
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ubicados lejos del centro, con escaso equipamien-
to y con dificultades de acceso a los lugares de 
trabajo, ya que no entran a estos conjuntos los 
medios de transporte colectivo.

Es así que hoy nos encontramos aquí con la se-
gunda ola, y es importante la reflexión sobre el 
futuro de estos barrios, que independientemente 
de los problemas constructivos, sociales y eco-
nómicos que tienen, constituye un patrimonio 
construido que alberga alrededor de un millón de 
personas. Muchos de aquellos conjuntos que se 
construyeron lejos de los centros urbanos, se en-
cuentran hoy, 40 ó 50 años después, rodeados de 
viviendas suburbanas.

Nuestras condiciones son distintas: las viviendas 
no están en locación sino en propiedad, y evi-
dentemente las condiciones económicas también 
son diferentes, tanto desde el punto de vista de 
los usuarios como de la capacidad del Estado, 
para realizar los trabajos indispensables. Por otra 
parte, las crisis económicas recurrentes, alejan la 
posibilidad de que el Estado realice inversiones 
importantes.

Cabe decir que hemos realizado hace unos años, 
desde la Sociedad Central de Arquitectos, en con-
venio con la Secretaria de Vivienda de la Nación, 
un estudio exhaustivo en todo el país sobre este 

tema.*(1) Los problemas de todo tipo que genera-
ron estos conjuntos están descriptos en un traba-
jo publicado bajo el nombre de “Proyecto Reha-
bitar, Programa de rehabilitación de los conjuntos 
habitacionales construidos por el Estado “*(1) que 
reúne datos estadísticos, propuestas constructi-
vas y de orden jurídico -administrativas, así como 
reflexiones sobre caminos a seguir.

Detectamos 691 conjuntos que comprenden más 
de 235.000 viviendas construidas desde los años 
70. Hay situaciones diferentes, pero en general 
tienen problemas comunes desde el punto de vis-
ta legal-administrativo, - no se han escriturado- 
tienen serios deterioro constructivo y de su tejido 
social, así como han generado la ruptura de la 
trama urbana y degradación del entorno. 

En ese sentido, la integración urbana de estos con-
juntos implica una suma de acciones concatenadas. 
Se deberán estudiar en cada uno, sus relaciones 
con las centralidades, ejes principales y su cone-
xión con los barrios lindantes. La idea principal de 
estas acciones es desdibujar los bordes a fin de 
obtener la interacción con el entorno, revalorizar el 
espacio público y proporcionar y delimitar las tran-
siciones entre lo público, lo privado y lo común.

Es importante considerar que, por las dimensio-
nes de las viviendas, el espacio público es el lu-

Barrio Ejercito de los Andes (Fuerte Apache) Provincia de Buenos Aires. Argentina.

Conjunto Presidente Sarmiento 1172 viviendas + 200 ampliaciones. Año 1973. Conurbano Bonaerense. Provincia de Buenos Aires.



Bekinschtein - Los Grandes Conjuntos de vivienda social. Un dilema a resolver 

109

gar de vinculación, y la verdadera expansión del 
hábitat privado.

Tiene que dejar de ser “tierra de nadie”, rediseñar 
las plantas bajas, para que parte de ellas estén 
a cargo de sus habitantes y el municipio se haga 
cargo del espacio restante como en cualquier ba-
rrio de las ciudades. 

Por otra parte, en muchos casos, estos conjun-
tos se encuentran desvinculados del trazado 
existente, por ello se propone, según cada caso, 
abrir calles que continúen con la trama urbana 
del entorno inmediato y reducir el tamaño de las 
manzanas. Estas operaciones podrán ser de uti-
lidad además para reorganizar las cocheras, no 
previstas en los diseños originales, y los accesos, 
así como también para subdividir el complejo en 
grupos más pequeños, factibles de ser adminis-
trados. Toda esta Ingeniera legal en conjunto con 
el trabajo social pertinente tiene como objetivo 
central, concluir con los procesos incompletos de 
la asignación de las viviendas, uno de los factores 
principales que contribuye a la degradación de los 
conjuntos.

Las nuevas calles serán tratadas como vías co-
nectoras entre los distintos sectores del conjun-
to y con el área urbana que lo rodea. En estos 
conjuntos muchas veces se hace imposible marcar 
el límite entre los espacios públicos y las áreas 
comunes de cada edificio, que genera una ausen-
cia del sentido de pertenencia a estos espacios. 
Tanto los habitantes de estos conjuntos, como 
otros ciudadanos entran en una confusión urba-
na en cuanto a la función y propiedad de estos 
espacios. De esta forma al ser, en algunos ca-
sos, muy amplios e imposibles de mantener por 
los usuarios, se transforman en tierra de nadie. 
La propuesta apunta a controlar estos espacios, 
realizando proyectos de subdivisión que reduzcan 
esas áreas y clarifiquen los limites dominiales co-
rrespondientes.

Con respecto a la rehabilitación física de los sec-
tores, se propone actuar a través de proyectos 
específicos para cada sector a rehabilitar para 
aplicar la solución más adecuada, dependiendo 
del contexto en el que se insertan. Inclusive, den-
tro de un mismo barrio, las condiciones para em-
prender una rehabilitación son muy diferentes en 

distintas áreas, por las características y la historia 
de las comunidades que las habitan.

El criterio es acompañar y potenciar las trans-
formaciones espontáneas, que se han produci-
do tanto en el exterior como en el interior de la 
vivienda, considerando el proceso integral de la 
intervención, alcanzando los objetivos de refor-
ma del hábitat y la seguridad jurídica que la con-
vierta en sustentable y jurídicamente segura. En 
ese sentido, incorporar estos crecimientos de la 
vivienda representa un desafío por parte de los 
múltiples actores intervinientes, pero también im-
plica asumir responsabilidades tanto por parte de 
los habitantes como de los diferentes organismos 
institucionales.

Como propuesta específica, a modo de ejemplo, 
el Programa presentó un proyecto de ampliación 
de las cocinas adosadas para poder ampliar las 
unidades, realizando los trabajos desde el exterior 
de las viviendas, siguiendo modelos exitosos rea-
lizados en conjuntos europeos. En cuanto a estas 
construcciones adosadas a la vivienda original, se 
trabajará a partir de la realidad, existente, con-
sensuando un marco de acción común a todas las 
viviendas en las que se puedan desarrollar estas 
ampliaciones. Este proceso deberá contemplar la 
seguridad estructural de las construcciones y con-
siderarlo dentro de un plan de rediseño del espa-
cio urbano y de readecuación del estado dominial 
de las viviendas.

Es imprescindible considerar en el nuevo diseño, 
calles que permitan el paso de ambulancias, bom-
beros y la recolección de la basura, funciones ele-
mentales que actualmente, en muchos conjuntos 
no se pueden cumplir.

Pensar en un crecimiento en altura de expansión 
vertical para cada vivienda, como terrazas balco-
nes, crecer hacia el exterior con baños y cocinas, 
u otros usos dependiendo de la necesidad, tiene 
como ventajas, economizar tiempos de ejecución, 
disminuir el lapso de los trabajos en el interior de 
la vivienda y aumentar la superficie de las mis-
mas. Aprovechar al máximo las vistas y el aire, 
abrir fachadas y economizar energía, reformular el 
tratamiento de los halls y pasillos de acceso, abrir 
tabiques, serán otras intervenciones a analizar en 
la rehabilitación de las viviendas.
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En síntesis, será necesario redefinir los límites en-
tre lo privado, lo público y lo común. Por una par-
te, el municipio deberá asumir el mantenimiento 
de los espacios públicos, los consorcios deberán 
encargarse del espacio común y las propias fami-
lias a las que les sean asignadas las superficies 
sobre las que están implantadas las construccio-
nes en cuestión, tendrán el compromiso y la res-
ponsabilidad del mantenimiento y cuidado de las 
mismas, a partir de la regularización dominial.

Estos proyectos integrales de rehabilitación, de 
acuerdo a la experiencia internacional y algunos 
casos de éxito realizados en nuestro país requie-

ren la acción coordinada de equipos multidisci-
plinarios, integrados, entre otros, por arquitectos, 
ingenieros, abogados y trabajadores sociales, que 
estén dispuestos a trabajar codo a codo con los 
habitantes para elaborar con consenso los proyec-
tos integrales y realizar en conjunto los trabajos 
de recuperación de los barrios. 

En síntesis, su rehabilitación es posible y necesa-
ria a partir de un plan integral y el compromiso 
político para encarar la reconstrucción simultánea 
de cada conjunto en todos los aspectos del pro-
blema: legales, administrativos. Constructivos y 
socioculturales.

Barrio 1000 Viviendas en Chubut Argentina en proceso de rehabilitación. Instituto Provincial de la Vivienda de Chubut.
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“Excluidos 
financieros. Actores, políticas 
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Reseña de libro

Esta obra compilada por Ariel García y Paula Rosa, 
con prólogo de Alejandro Rofman, reúne un con-
junto de aportes de grupos de trabajo e investiga-
dores de larga trayectoria en el análisis del campo 
social y los estudios territoriales, pertenecientes a 
diversas universidades del Área Metropolitana de 
Buenos Aires (UBA, UNGS, UNSam, UNM, UNPaz, 
UNDAV y UNQ)1.

La investigación se interroga en torno a las formas 
de acceso al crédito de los excluidos financieros, es-

pecíficamente de los sectores vulnerables y vulnerabi-
lizados que no disponen de posibilidades de obtener 
préstamos de la banca formal. Esta cuestión evidencia 
una problemática que se profundiza cuando los pro-
cesos de neoliberalización conllevan a una extensión 
de la precarización socio-laboral de diversos actores 
sociales: las (im)posibilidades y/o restricciones para el 
acceso al financiamiento y el ahorro.

No obstante, en el marco de dichas (im)posibilida-
des y/o restricciones se pueden encontrar aprendiza-
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Se permite y alienta la copia y utilización de todos 
los contenidos de este sitio web bajo los términos 
de una licencia Creative Commons BY-NC-SA 3.0

1.	 El libro se compone de capítulos cuya autoría pertenece a Ariel García, Paula Rosa, Alejandra Amantini, Christian Arnaiz, Javier Brán-
coli, María Claudia Cabrera, Adriana Clemente, Carlos Cowan Rosa, Fernando Fontanet, Inés Liliana García, Martín Hornes, Nahuel 
Lizitza, María Florencia Marcos, Ruth Muñoz, María Muro, Rodolfo Pastore, Alejandro Rofman, Sandra Sterling, Marcelo Torrano y 
Marcela Vío.
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jes pasibles de ser aprehendidos para el diseño de 
políticas públicas orientadas a la inclusión social. 
Si la exclusión es una noción que permite entrever 
los matices en el acceso a los derechos, los aspec-
tos y problemas abordados en el libro permiten 
reconocer formas cotidianas para resolver la caren-
cia de crédito formal de las cooperativas, las difi-
cultades para el acceso al consumo de los hogares 
y los márgenes entre los que se desenvuelven las 
políticas estatales, especialmente las municipales.

Estos aprendizajes pretenden aportar algo más para 
los tiempos que se vienen en Argentina, en don-

de las políticas estatales se dirijan al fomento 
del trabajo y a la búsqueda de una integración 
orientada a mejorar las condiciones estructu-
rales: una búsqueda por saltear las escalas de 
conocimiento. En efecto, a partir de la incor-
poración de experiencias de investigación se 
trata de nutrir un corpus teórico desde el que 
lograr mayores niveles de abstracción, a partir 
de enfoques holísticos que parten de una críti-
ca a las formas atomizadas e individualizantes 
de construcción de conocimiento. Esa es una 
meta que une e inspira a los capítulos de esta 
obra.


